
Acta Sesión Extraordinaria 40-2007 
 

05 de julio del 2007 
 
Acta de la Sesión Extraordinaria N° 40-2007 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las dieciocho 
horas del cinco  de julio del dos mil siete, en el Salón de Sesiones de la Municipalidad de Belén, en el Distrito 
San Antonio. MIEMBROS PRESENTES: REGIDORES PROPIETARIOS: Sr. Francisco Villegas Villalobos 
quien preside.  Sr. Luis Orlando Rodríguez González – Vicepresidente.  Sr. Juan Carlos Murillo Sánchez.  Sr. 
Hermes Zumbado Alfaro.  Sra. Flor de María Trejos Villalobos.  REGIDORES SUPLENTES:  Sr. Manuel 
Angel Ortiz Arce.  Sra. Rosemile Ramsbotton Valverde.  Sra. Ana Betty Valenciano Moscoso.  Srita. Xinia 
María Zumbado Zumbado. SINDICOS PROPIETARIOS:  Sr. Víctor Villegas Murillo.  Sra.  Sandra Salazar 
Calderón.  Srita.  Elisa María Zumbado González.  SINDICOS SUPLENTES:  Sra. María del Carmen 
Zumbado Venegas.  Sr.  Yoser Gerardo Avila Alvarado.  Sr. José Atiliano Barrantes Mendoza.  
FUNCIONARIOS MUNICIPALES:  Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes. Secretaria del Concejo 
Municipal: Sra. Rocío Edith Vargas Morales.  MIEMBROS AUSENTES: REGIDORES SUPLENTES: Sr. José 
Alfredo Sánchez Zumbado.   
 

CAPITULO UNICO 
 

DISCUSIÓN GRUPO ROBLE 
 

El Presidente Municipal, Francisco Villegas explica que,  Tenemos como punto único una discusión 
del punto a) sobre una solicitud de disponibilidad de agua del Grupo Roble, punto b) permiso de 
construcción de Urbanizadora Monte Bello y un Oficio de fecha 17 de abril del 2007. Aclaramos que 
este proyecto ubicado en La Ribera de Belén es un proyecto que contempla 10 hectáreas y media, 
se van a ubicar 300 casas en este proyecto y que inicialmente para efectos, de que entiendan un 
poco hay una solicitud del Grupo Roble que pretendía desarrollar en ese terreno una urbanización, 
pero ese grupo se retira, continuando otro  grupo en el mismo lugar  con el nombre de Urbanizadora 
Monte Bello, entonces por lo tanto, vamos a discutir primero el punto a), que es disponibilidad de 
agua potable para el Grupo Roble.  También para efectos de la Sesión indica a los compañeros que 
nos visitan que en el día de hoy es una Sesión Extraordinaria que esta reglado que el público en 
este caso no podrá opinar, que hay otros espacios en otras oportunidades donde el público si puede 
opinar y que en este caso de antemano no se podrá otorgar la palabra.  También se pide respeto 
hacia los compañeros y compañeras que están en el Concejo y también decirles que es un asunto 
que hay que definir porque la Sala IV, nos emitió un decreto en el cual esto hay que resolverlo en 15 
días y que esos 15 días se vencen hoy y tenemos que comunicarlo en la noche a la Sala IV.  
 
ARTICULO 1. El Presidente Municipal, Francisco Villegas indica que, para efectos de votar la 
disponibilidad de agua de Grupo Roble hay una resolución de la Directora, a. i., de Servicios 
Públicos de la Municipalidad de Belén, y ella emitió un memorando Oficio AC-187-2007, en el cual 
por los trámites municipales tendría que ir a una Comisión, esa Comisión dictaría un criterio sobre 
esto y el Concejo decide si se acoge o no, por las condiciones que se han explicado al inicio, estos 
dictámenes se pueden dispensar de trámite de Comisión por parte del Concejo y se va ha proceder 
a que se dispense del trámite de Comisión, para poderse discutirlo hoy y que sea válido el 
procedimiento siguiente para nosotros.  



 
El Presidente Municipal, Francisco Villegas, somete a discusión la dispensa de trámite de comisión 
del Oficio AC-187-2007, de la Ing. Rosa González, Directora, a. i. del Area de Servicios Públicos, 
para dispensar el trámite de Comisión de Obras.  
 
POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA: Dispensar del trámite ante la  Comisión de Obras el 
Oficio AC-187-2007, emitido por la Ing.  Rosa González Palma, Directora, a. i. del Área de Servicios 
Públicos. 
 
ARTICULO 2. Se somete a discusión y  votación el aval al Oficio AC-187-2007, emitido por la Ing. 
Rosa González Palma, Directora, a. i. del Área de Servicios Públicos. 
 
El Presidente Municipal, Francisco Murillo dice que, para razonar el voto de disponibilidad de agua, 
quizá para efectos también de conocimiento, la Ingeniera González,  en esta resolución justifica 
algunas razones y dice al final: conclusiones, 1ero. Por haber cambiado las condiciones de consumo 
de los últimos 3 años; aquí se comenta que se aumentaron la cantidad de servicios y de 
consumidores.  2do. Por no estar construido el almacenamiento necesario de más para la zona de la 
cual se vía a abastecer el proyecto.  3ero.  Por estar estática la red de distribución de ambos 
sistemas, (ningún cambio conexión o ampliación de la red de tuberías) y 4to. No contar con todas las 
mejoras propuestas por los desarrolladores  en infraestructura en su momento, que esta Unidad 
técnicamente no recomienda el otorgamiento de la disponibilidad de agua.  Esta es la conclusión y 
recomendación que hace la Ingeniera González  a este Concejo Municipal. 
 
El Regidor Propietario, Hermes Zumbado indica que, analizando el documento de la Ing. Rosa 
González Palma, me apego al informe de la Ing. González, viendo la situación que tiene en este 
momento el Acueducto de La Ribera, por lo tanto avalo el informe de la Ing. González. 
 
El Regidor Propietario, Juan Carlos Murillo expresa que, tenemos un oficio que ha sido presentado 
por la Directora, a. i. del Area de Servicios Públicos, donde con sus argumentaciones y 
justificaciones nos señala claramente que en estos momentos en lo que es el Acueducto Ribera 
Abajo, Ribera Arriba, no esta en condiciones de soportar la disponibilidad de agua para un proyecto 
de 300  viviendas.  Por otro lado, además de este insumo tan importante que tenemos, hay otros 
elementos que ya en reiteradas ocasiones se han puesto sobre la mesa y que no podemos dejar de 
lado, recordemos que todavía esta vigente un decreto de emergencia por contaminación de 
combustibles que esta amenazando los pozos del Cantón de Belén; por otro lado, ese decreto llevó 
a que esta Municipalidad, en la parte de la Administración  a presentar un plan de contingencia para 
poder abastecer de agua de parte de La Riber, a lo que sería La Asunción y Cariari, que es la parte 
que podría estar afectada,  en caso de que esta contaminación llegue a afectar los pozos de esas 
zonas. Por supuesto que hemos visto noticias recientemente, donde todavía se mantiene esa 
emergencia y que no podemos obviar que existen mientras no sea levantada, nosotros tenemos que 
seguir contemplando esa emergencia y que tenemos que seguir pensando en ese plan de 
contingencia.  Quería agregarle ese otro elemento, las justificaciones por escrito están acá; además 
que en el expediente mismo existen ya reiterados estudios de técnicos, el mismo decreto, etc., así 
que no valdría la pena empezarlos a leer nuevamente  y que de todos es conocido de sobra. 
 



La Regidora Propietaria, Flor de María Trejos expresa que,  también avala el Oficio AC-187-2007 de 
la Ing. Rosa González Palma. 
 
El Presidente Municipal, Francisco Villegas indica que, avala el memorando de la Ing. González 
Palma. 
 
El Regidor Propietario, Luis Orlando Rodríguez manifiesta que,  en la misma línea de los concejales 
Hermes Murillo y Flor Trejos, avala el informe de la Ing. Rosa González Palma. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Avalar el informe AC-187-2007 de 
la Ing. Rosa González Palma, Directora, a. i. del Área de Servicios Públicos.  
 
ARTICULO 3. Discusión Grupo Roble, Solicitud de disponibilidad de agua potable de Grupo Roble. 
 
La Regidora Suplente, Rosemille Ramsbotton cree que,  si se va a someter a discusión la 
disponibilidad de agua para un proyecto que ha sido muy susceptible y que de hecho una de las 
grandes presiones que hemos tenido  en el Concejo es que este Proyecto debe de votarse ya, 
nosotros prácticamente lo heredamos del Concejo anterior, que casualmente le negó la 
disponibilidad de agua al proyecto, pero esto va al Contencioso Administrativo y el Contencioso 
Administrativo nos dice que, en el momento en que el permiso de la disponibilidad de agua se vio, el 
desarrollador cumple con los requisitos, que es un hecho normado, el cual consiste que si una 
persona solicita la disponibilidad de agua y cumple una serie de requisitos que estan reglamentados, 
al cumplir con esos requisitos la disponibilidad del agua se debe aprobar, sin embargo alrededor de 
la disponibilidad de agua, cuando el Concejo anterior rechaza esa disponibilidad y va al Contencioso, 
éste le traslada a este Concejo de que la disponibilidad de agua no se le puede rechazar desde el 
punto de vista de lo que esta reglado, sino que se deben de tomar otros elementos y otras 
justificaciones de fondo, es decir que se debe de ver por el fondo, esto significa que se le traslada la 
responsabilidad a este Concejo y a la Municipalidad de tomar la decisión de si realmente se da esta 
disponibilidad a dicho proyecto, retomando otra serie de acontecimientos, que han sucedido en el 
Cantón, para que puedan justificar y puedan decir, no se le puede dar la disponibilidad de agua a 
este proyecto, entonces hay una serie de acontecimientos que nombrarlos aquí, ya el Sr. Juan 
Carlos Murillo dijo algunos de ellos, y cree que es arto y conocido por todas las personas de esta 
comunidad, por la Administración de esta Municipalidad, por el Concejo Municipal y todas las 
personas de este pueblo.   La disponibilidad de agua para este proyecto, si bien es cierto es 
solamente un requisito, luego posteriormente, se va  a entrar a discutir un permiso de construcción y 
es un permiso de construcción  precisamente para un proyecto que plantea 300 viviendas en La 
Ribera de Belén,  también hay un problema de desfogue de agua hacia el Río Quebrada Seca, en el 
cual la única remediación que plantea el desarrollador para desfogue es una laguna que 
supuestamente va a quitar un poco el problema de las aguas, para que lleguen directamente a la 
Quebrada, pero realmente no tenemos los estudios técnicos, en este momento que demuestren que 
efectivamente, esa remediación que plantea el desarrollador sea tan efectiva como para que 
realmente nosotros podamos tomar una decisión sobre un permiso de construcción para un 
proyecto,  sin saber realmente cuales podrían ser las implicaciones de empezar a tirar más cantidad 
de agua a la Quebrada.   Hay un voto de la Sala Constitucional, el Voto 4050, donde se le prohíbe a 
todos los cantones, que  tienen que ver con los desfogues a  la Quebrada  Seca, el desfogue a dicho 



río, sin embargo este voto, nosotros como Cantón de Belén, si tomáramos la decisión de aprobar un 
permiso de construcción para este proyecto, con que moral y con que responsabilidad nosotros le 
vamos a decir a los Cantones vecinos, a San Joaquín o Heredia, que no pueden construir proyectos 
urbanísticos de aquí para arriba, si nosotros que somos prácticamente los que estamos siendo más 
afectados, estamos discutiendo si se aprueba o no un permiso de construcción para un proyecto 
urbanístico.   Aquí entran en juego vidas humanas, seres humanos y creo que en el momento en que 
se discute un permiso de construcción y una disponibilidad de agua, independientemente si cumplen 
requisitos o no, tenemos que ver primero como resolvemos el problema humano y eso debe de 
prevalecer por encima de cualquier requisito administrativo, técnico o jurídico. 
 
El Regidor Suplente, Manuel Ortiz manifiesta que, coincide con la compañera Rosemille en que 
estamos frente a un hecho sumamente importante para el Cantón de Belén, esto hay que verlo 
regional e integralmente con todas las Municipalidades de Heredia, es un problema que nos atañe, 
específicamente el problema de la Quebrada, sin embargo no debemos obviar  lo que Juan Carlos 
Murillo mencionaba, sobre el decreto de emergencia.  Belén también ha sido declarado Emergencia 
Nacional por la contaminación de un pozo que va ha poner a la Municipalidad en aprietos,  para 
poder subsanar el problema, en el caso que haya un faltante de agua en la comunidad.  
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo en conjunto con el Presidente Municipal Francisco 
Villegas presentan la siguiente justificación para su voto:   

Conforme a lo dispuesto por la Sala Constitucional en el Voto 07-006500-0007-CO, procede el 
Concejo Municipal de la Municipalidad de Belén a resolver la solicitud que ha presentado GRUPO 
ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, S.A.; 
DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, S.A., con el fin de que 
se les otorgue disponibilidad de agua potable para un proyecto denominado Condominio la 
Arboleda, en razón de los cual se procede a dar respuesta, con fundamento en las siguientes 
consideraciones: 

CONSIDERANDO 

PRIMERO: Que el artículo 169 de la Constitución Política, los artículos 4º y 113 de la ley General de 
la Administración Pública, el artículo 58 inciso 6 de la Ley de Planificación Urbana, los artículos 3º y 
4º inciso c del Código Municipal, La  ley de Aguas, la Ley General de Agua Potable, La Ley General 
de Salud, el Reglamento para la calidad de Agua Potable, los artículos 4º, 5º y 11 del Reglamento 
para la Operación y administración del Acueducto de la Municipalidad, y las Políticas de Requisitos 
mínimos para la Valoración de Disponibilidad de Agua para Desarrollos Habitacionales o Etapas de 
Estos, a contabilizar en Urbanizaciones, Filiales de Condominios y Complejos residenciales emitida 
por la Municipalidad de Belén, consagran la competencia exclusiva de la Municipalidad de Belén, de 
atender lo intereses y servicios locales de su jurisdicción, específicamente en lo referente al servicio 
de agua potable del Cantón de Belén. 

SEGUNDO: Que la Jurisprudencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha 
reconocido las atribuciones citadas en el aparte anterior, a través de las resoluciones 1684-91,3019-
91, 6706-93,144-95, 1108-96, 2002-08696, 5445-99,y 2001-00591, entre otras. 



De interés para la resolución de la petición que se presenta en este momento consideramos 
oportuno indicar que la Sala Constitucional desde hace mucho años ha dejado claro en sus 
resoluciones que “la esfera de competencia y definición de atribuciones que tienen encomendadas 
las municipalidades se determinan en la propia Carta Fundamental, en tanto se refieren 
estrictamente a lo "local". Debe entenderse el mandato constitucional como una reserva de 
competencia material en favor de los gobiernos locales y de su reglamento para definir "lo local", 
ámbito que sólo puede ser reducido por ley -por tratarse de materia constitucional y de un verdadero 
derecho a favor de estas instituciones-, de manera tal que conduzca al mantenimiento de la 
integridad de los servicios e intereses locales”.(Voto 5445-99 de las catorce horas con treinta 
minutos del catorce de julio de mil novecientos noventa y nueve).  Pero además de lo anterior, la 
Sala Constitucional ha sido mucho más amplia al explicar los verdaderos alcances de la autonomía 
municipal en lo que al manejo político administrativo de los intereses locales se refiere; situación que 
en el caso que nos ocupa en relación a la solicitud de disponibilidad de agua potable para el 
proyecto que se pretende desarrollar, adquiere una mayor relevancia, dado que estamos en 
presencia del recurso hídrico, el cual resulta un recurso estratégico para la actuación y gestión 
municipal en todos su ámbitos; un recurso que en caso de llegar a faltar (total o parcialmente) 
afectaría la esencia misma de esta Municipalidad, su razón de ser y que es EL PUEBLO, LA 
COMUNIDAD DE BELEN. 

Siendo así es claro entonces que bajo esta autonomía municipal tenemos más que el derecho, LA 
OBLIGACIÓN de velar por el resguardo y salvaguarda de los intereses locales que de modo alguno 
puedan afectar a la comunidad de Belén; autonomía que para el caso que nos ocupa ha sido 
dimensionada por la Sala Constitucional como “la capacidad de fijación de planes y programas del 
gobierno local, por lo que va unida a la potestad de la municipalidad para dictar su propio 
presupuesto, expresión de las políticas previamente definidas por el Concejo, capacidad, que a 
su vez, es política. Esta posición coincide con la mayoritaria de la doctrina, en la que se ha dicho 
que el rango típico de la autonomía local reside en el hecho de que el órgano fundamental del ente 
territorial es el pueblo como cuerpo electoral y de que, consiguientemente, de aquél deriva su 
orientación política-administrativa, no del Estado, sino de la propia comunidad, o sea, de la 
mayoría electoral de esa misma comunidad, con la consecuencia de que tal orientación política 
puede diverger de la del Gobierno de la República y aún contrariarla, ahí donde no haya 
correspondencia de mayorías entre la comunidad estatal y la local”.(Voto 5445-99 de las catorce 
horas con treinta minutos del catorce de julio de mil novecientos noventa y nueve). 

Siendo así, mal haría este Concejo Municipal en adoptar acuerdos, que como actos administrativos, 
no se orienten a proteger la esfera de intereses del pueblo belemita como origen de su propia 
existencia, de su autoridad y finalmente de su autonomía, instituida por el constituyente 
precisamente para garantizar esa independencia de acción para la protección de tales intereses 
locales. 

TERCERO: Que en razón de lo anterior la Municipalidad de Belén, está obligada a controlar la 
disponibilidad del recurso hídrico que administra como un servicio propio de su esfera competencial, 
para lo cual debe considerar el establecer un crecimiento planificado y controlado de todo proyecto 
constructivo que requiera del servicio de agua potable, atendiendo a los criterios de densidad y 
cobertura, contenidos en el Plan Regulador del Cantón de Belén, entre otros. 



CUARTO: Entre los requisitos mínimos publicados conforme a la Ley No. 8220 en la Política de 
Regulación Anual del Crecimiento Urbano en el Cantón de Belén que establece  los Requisitos 
Mínimos para Valoración de Disponibilidad de Agua para Desarrollos Habitacionales o Etapas de 
estos, a contabilizar en Urbanizaciones, Filiales de Condominios y Complejos Residenciales,  el 
inciso vii) señala:  “Propuesta de suministro de agua para los usuarios actuales y futuros del sector, 
planteada para un período mínimo de 10 años, previa consulta al Plan Maestro del Acueducto del 
Cantón y al Área de Servicios Públicos sobre las condiciones de operación del sistema de acueducto 
municipal”. 
 
Al respecto la señora Rosa González Palma, Directora de Servicios Públicos a.i, en el Memorando 
AC-187-07 de fecha 26 de junio del 2007, dirigido al Ing. Horacio Alvarado Bogantes, Alcalde 
Municipal, analiza técnicamente la disponibilidad de agua del proyecto promovido por Grupo Roble 
Internacional, al cual textualmente dice lo siguiente: “… 
 
1. Antecedentes 
 
1.1 Grupo Roble Internacional empezó los trámites para obtener la disponibilidad de agua  

mientras se encontraba vigente la política de Regulación del crecimiento Urbano publicada en 
la Gaceta No. 124 del Viernes 25 de junio de 2004, en el acuerdo aprobado en esta política en 
su inciso c) se estipula claramente....”Las autorizaciones habitacionales o etapas de éstos, 
que excedan más de 40 (cuarenta) unidades de vivienda a contabilizar en urbanizaciones y 
filiales de condominios, deberán ser propuestas al Concejo Municipal por el Desarrollador, 
indicando las obras que garanticen un impacto ambiental mínimo....” 

1.2 Posteriormente en el Diario Oficial La Gaceta No. 147 del miércoles 28 de julio de 2004 se 
publicaron los requisitos a  la Política de Crecimiento Urbano. Requisitos que están 
documentados en el expediente del caso. 

1.3 Entre agosto y septiembre de 2004, la Ingeniera Lucía Aguilar representante para estas 
fechas del Grupo Roble Internacional contactó a esta Unidad a fin que le facilitásemos la 
información para cumplir con el requisito vii) del inciso B e informó que sería la empresa 
CONCESA la encargada de realizar el estudio de la red de distribución. 

1.4 En octubre de 2004 CONCESA, presentó el estudio sobre “Evaluación del impacto del 
Proyecto Habitacional Los Mangos en el sistema de distribución de agua potable de La Ribera 
de Belén”. 

1.5 Este estudio fue ingresado igualmente al Concejo Municipal junto con otros atestados. Como 
proceso, esta Unidad procedió a emitir el oficio AC-295-04 con fecha 7 de diciembre de 2004, 
esto a raíz de una petición verbal formulada por el Coordinador de la Comisión de Obras de 
aquel entonces Ing. William Murillo, junto con este oficio se da copia de este análisis. En él se 
estipulaban las acciones prioritarias que deberían llevarse a cabo en caso que el proyecto 
como tal fuese avalado por el Concejo Municipal.  Se le daba relevancia a la incorporación de 
tubería pues se pretendía tomar el agua para el proyecto de mejoras que previamente se le 
harían a la Naciente “Los Sánchez”, con la colaboración de otras empresas. 

1.6 Asimismo en el citado oficio se hacía hincapié en la necesidad del almacenamiento que se 
tenía y que ya actualmente es imperativa. 

1.7 A su vez esta Unidad avalaba el que se cediera la concesión de un  pozo a la Municipalidad 
de Belén, así como el que se diera toda la documentación acerca del mencionado pozo que 



se podía explotar, tal y como se proponía en el referido estudio y cuál era el caudal máximo de 
explotación, situación que a la fecha oficialmente y por ventanilla única no se ha dado por 
parte de la citada empresa en lo que respecta a este proceso. 

 
2. Situación Actual.  Este resumen anterior de hechos es la antesala de la situación que se daba 

para el año 2004, es importante hacer notar que las condiciones de consumo, así como de 
crecimiento de la población han cambiado, no se realizaron las propuestas sugeridas en los 
estudios para habilitar proyectos las cuales eran esenciales e indispensables para que el 
acueducto como sistema técnicamente tuviera la capacidad de absorber el proyecto de 
magnitud propuesta (300 unidades habitacionales) , tal y como lo pedía la consabida política,  
por lo que la capacidad de extracción es tal cual la existente en el momento del estudio pero 
con escenarios diferentes de conexiones y consumo.  En las siguientes tablas se comparan 
ambos sistemas, el de la Ribera Alta que es del que geográficamente correspondería 
actualmente conectar este proyecto y el de la Ribera Baja del que se propuso hacerlo 
anteriormente. 

 
Tabla No.1. Datos Ribera Alta (Mayo) 
 
 
 
 
 
 
 
Tabla No.2. Datos Ribera Alta (Mayo)1 
 
 
 
 
 
 
 

Cómo se puede observar se pasó abonados de un sistema a otro a fin de quitar presión sobre la 
Ribera zona alta presión por el consumo que ya existía para el 2004, sin embargo para este año se 
ha alcanzado ya casi la misma cifra que se tenía para esa época, manteniéndose los niveles de 
consumo. Se incorpora estos datos para tratar de explicar la presión continua sobre ambos 
sistemas.  El crecimiento poblacional vegetativo y el consumo elevado.  El proyecto “Los Mangos” se 
recalca se sitúa geográficamente en la Ribera parte alta y no en la parte baja de la que 
hipotéticamente se iba a abastecer. La infraestructura no está hecha y no existe en este momento un 
plan de inversiones para afrontar el proyecto asumido por la Municipalidad de Belén en su totalidad.  
La presión por el servicio en la zona alta ha aumentado y quedó evidenciado en todas las circulares 
enviadas a altos consumidores (100 en su totalidad) y regulaciones horarias que se tuvieron que 

 
1 Fuente de ambas tablas. Estadísticas de consumo del Acueducto Municipal, para los años 2004, 
2005, 2006 y 2007. 

Año Consumo Total Abonados Promedio 

2004 26255 842 31.18 

2005 28659 763 37.56 

2006 24797 776 31.96 

2007 24904 810 30.73 

Año Consumo Total Abonados Promedio 

2004 45873 1273 46.04 

2005 49503 1397 35.44 

2006 49253 1433 34.37 

2007 44901 1528 29.39 



llevar a cabo para que no faltase el recurso (se traslada agua de Ribera Baja a Alta de 10 am a 2 
pm), las quejas de los vecinos y los racionamientos que se llevaron a cabo en verano (Barrio 
Corazón de Jesús (entre las 11 a.m. – 1 p.m.),  pues no se cuenta con toda la infraestructura 
necesaria para la máxima explotación del recurso.  
 
Mientras no se cuente con un panorama completo como se ha planteado para la renovación del Plan 
Maestro del Acueducto no sería técnicamente viable incorporar tal cantidad de casas sin contar en 
primera instancia con la infraestructura por parte del acueducto y la logística suficiente  para llevarla 
a cabo.  
 
3. Conclusiones.  Es por ello que al haber cambiado las condiciones de consumo durante los últimos 
tres años, no estar construido el almacenamiento necesario de más en el para la zona de la cual se 
iba a abastecer el proyecto, estar estática la red de distribución de ambos sistemas (ningún cambio, 
conexión o  ampliación de la red de tuberías) y no contar con todos mejoras propuestas por los 
desarrolladores en infraestructura en su momento, que esta Unidad técnicamente no recomienda el 
otorgamiento de la disponibilidad de agua.” …  En el inciso ix de la citada valoración de requisitos, 
indica 
 
ix) Propuesta sistemas de conducción y amortiguamiento de pluviales antes de ser vertidos a 

cauces que provoquen inundaciones hacia aguas abajo. Dicha propuesta deberá incluir el 
cálculo de pluviales y sus soluciones para una intensidad de lluvia con una frecuencia de 10 
años y un estudio del impacto del desfogue de los pluviales del proyecto en la infraestructura 
externa existente.  La cual es aprobada por la Dirección de Obras de la Municipalidad 
autorizando el desfogue al Río Quebrada a pesar de la existencia del voto 4050-2005 de la 
Sala Constitucional, que al efecto indica  

 

Exp: 03-001735-0007-CO  

Res: 2005-04050  

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las diez horas 
con dos minutos del quince de abril del dos mil cinco.-  Recurso de amparo interpuesto por PAUL 
VICENTE CHAVERRI GOULD, mayor, divorciado, abogado, vecino de San Joaquín de Flores, 
portador de la  cédula de identidad No. 1-434-688, contra LAS MUNICIPALIDADES DE FLORES, 
HEREDIA, SAN RAFAEL, BARBA Y BELÉN, TODAS DE LA PROVINCIA DE HEREDIA, EL 
MINISTERIO DEL AMBIENTE Y ENERGÍA Y LA REGIÓN CENTRAL NORTE DEL MINISTERIO DE 
SALUD.  

Resultando:  

1.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las 15:10 hrs. del 25 de febrero del 2003, el 
recurrente interpuso recurso de amparo contra las autoridades recurridas y manifestó que desde el 
20 de febrero del 2003, se enfrenta a una carencia de agua a una propiedad suya ubicada en San 
Joaquín de Flores, sin que el problema se haya arreglado pese a su queja ante los personeros 



municipales. Acusó que los Ríos Quebrada Seca y Burío, que por gravedad drenan las aguas de las 
comunidades de Getsemaní, Santa Lucía, San Josecito, San Rafael, Barba, San Roque, Mercedes, 
San Joaquín de Flores, La Aurora y San Antonio de Belén, han sido utilizados por las diversas 
Municipalidades recurridas como “cloacas a cielo abierto”, pese a que haberse denunciado el 
problema. Aunado a lo anterior, en dichas aguas se vierten aceites, aguas jabonosas, grasas, 
metales pesados, químicos y otro sin número de materiales contaminantes que arrojan los beneficios 
de café y las empresas ubicadas en sus márgenes, lo que causa un hedor nauseabundo a lo largo y 
ancho de los ríos y la proliferación de plagas de zancudos y aumento de roedores.  Asimismo, alegó 
que la autorización de obras al margen de éstos, alteran el ambiente. Citó, expresamente, el caso de 
la Urbanización de Santa Marta cuyas aguas, según indicó, irán directamente al río, sin que se haya 
evaluado el impacto ambiental que se producirá dada la saturación resultante. Acusó que la 
Municipalidad de Flores se ha negado a informar si dicho proyecto cuenta con la correspondiente 
viabilidad ambiental o no. También mencionó a dicha urbanización como ejemplo de la autorización 
del cambio de uso de tierra, llevada a cabo a efectos de sustituir antiguos cafetales por grandes 
masas de asfalto, concreto y techados de zinc, arrasando con ello con la cobertura boscosa. Añadió 
que el traslado de los restos de cobertura vegetal al margen del Río Burío mediante maquinaria 
pesada causa que el cauce de éste colapse. Ello provoca que se salga de sus márgenes e inunde 
los terrenos bajos aledaños, donde se encuentran casas de habitación, verbigracia, el caso de San 
Antonio de Belén, por el que ese río pasa por el centro de la localidad. Otro caso es el de los 
puentes de Santa Marta, Barrio Corazón de Jesús, de la Carretera Interamericana, de la Aurora de 
Heredia y La Rusia, pues con lluvias de cierta intensidad el río sobrepasan su nivel máximo, con lo 
que se crean grandes problemas de congestionamiento e inundaciones de las propiedades, dejando 
a la comunidad aislada, además de producir graves daños a las propiedades. Como ejemplo de la 
proliferación desmedida de urbanizaciones, citó el caso de San Francisco de Heredia, cuyas aguas 
son arrojadas a las cunetas de las calles que comunican Heredia con Alajuela, las que sobrepasan, 
rápidamente, el alcantarillado existente inundando la parte plana aledaña a la Clínica Jorge Volio, no 
permitiendo que los vecinos pueden siquiera salir de sus casas. Además, acusó que se ha solicitado 
al Alcalde de la Municipalidad de Flores que aporte los estudios o evaluaciones ambientales que 
pretendan justificar un aumento en el flujo de las aguas de escorrentía, así como un estudio de la 
capacidad hídrica del río, y los estudios de la forma en que se controlará tal modificación de la 
mecánica normal del río, sin recibir respuesta. Finalmente, manifestó que tampoco ha existido el 
debido control por parte del Ministerio del Ambiente y Energía y la Región Central Norte del 
Ministerio de Salud, lo que ha incidido en la configuración del problema descrito. Estima que lo 
señalado violenta los derechos fundamentales a la vida, propiedad y a un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado. Solicitó, como medida cautelar, que se reconecte el servicio de agua a 
la propiedad referida.  

2.- Por resolución de las 15:07 hrs. del 26 de setiembre del 2003 (visible a folios 72-76), se le dio 
curso al proceso y se solicitaron los informes a las partes recurridas.  

3.- Informó bajo juramento Carlos Manuel Rodríguez Echandi, en su calidad de Ministro del 
Ambiente y Energía (visible a folios 80-82), que no tiene competencia sobre la acusada proliferación 
de urbanizaciones. Con respecto a las denuncias por el estado deplorable de los ríos, indicó que se 
han atendido algunas presentadas por la sociedad civil, las que se han remitido a sede 
administrativa o judicial, según haya correspondido. Por otra parte, manifestó que se han estado 



impulsando programas de educación ambiental que incluyen limpieza de ríos y control de calidad de 
aire en coordinación con varias instituciones. Aclaró que, de conformidad con la normativa 
establecida, el desvío de cauces de ríos es competencia del Departamento de Aguas, en cuyos 
registros, de conformidad con la certificación que se aporta, no consta denuncia alguna presentada 
por los afectados por la situación expuesta por el recurrente, ni existen permisos para desvíos de 
ríos otorgados al proyectista. Únicamente, consta un informe que remitiera el jefe de esa oficina a 
una municipalidad no identificada, a efecto de verificar la capacidad hídrica de ríos y evitar así 
problemas con los habitantes del sitio. Apuntó que, de acuerdo a lo señalado por la Secretaría 
Técnica Nacional Ambiental, el proyecto se está tramitando, no se ha aprobado el estudio de 
impacto ambiental, y se está solicitando al proyectista una serie de requisitos. Finalmente, señaló 
que el cuidado del ambiente no es competencia de una sola institución, o sólo del Estado, sino 
también de la sociedad civil, así como que se están reiterando las instrucciones ante las diversas 
instancias a fin que se verifiquen las irregularidades acusadas y, en caso de comprobarlas, se 
presenten las denuncias correspondientes. Solicitó desestimar el recurso planteado.  

4.- Informó bajo juramento Virginia Céspedes Gaitán, en su calidad de Directora de la Región Central 
Norte del Ministerio de Salud (visible a folios 87-89), que no tenía conocimiento del problema de falta 
de agua alegado por el recurrente. Desde 1996, existen registros en sus expedientes sobre algunas 
denuncias presentadas por vecinos del cantón de Flores (San Joaquín), por la excesiva basura que 
se deposita en los ríos aledaños a sus viviendas y por el mal olor que estos residuos causan, así 
como la proliferación de artrópodos y roedores en los alrededores. Se han realizado inspecciones y 
se han girado actos administrativos contra los responsables que se han podido identificar. En 
seguimiento a las denuncias sobre residuos sólidos, se implementó un plan para mejorar el manejo 
de los residuos producidos por los Beneficios de Café en la provincia de Heredia, el cual produjo 
como resultado la disminución de los contaminantes vertidos en los cauces de los ríos citados. 
Mediante el oficio No. PM-RCN-730-2001, se solicitó a los Directores de Áreas Rectoras de Salud de 
este Ministerio en Heredia y Belén-Flores, coordinar acciones para dar atención a nuevas denuncias 
presentadas por contaminación de los ríos Quebrada Seca y Burío. A este respecto, en 1998, se 
creó la Comisión Interinstitucional del Río Burío, integrada por representantes de varias instituciones 
competentes en la materia, la que ha venido trabajando en coordinación con las diferentes 
instituciones y las municipalidades. En cuanto a las edificaciones existentes en áreas de protección, 
muchas fueron construidas antes de entrar en vigencia las leyes y los reglamentos que, actualmente, 
se encuentran vigentes, lo cual impide aplicar la ley sobre los retiros de las áreas de protección, que 
exige el Reglamento de Construcciones. Se han girado directrices a las municipalidades, para que 
se respete en las nuevas edificaciones los retiros establecidos por ley. Finalmente, en cuanto a la 
proliferación descontrolada de urbanizaciones, si bien se presentan estudios hidrológicos, éstos no 
hacen un estudio integral de las cargas que pueden soportar los cauces de los ríos indicados, 
produciendo problemas de sobrecarga, desbordamientos e inundaciones, cuando ingresa la época 
de invierno. Se ha coordinado institucionalmente para buscar una solución. Se ha hecho la 
recomendación a las municipalidades que no se aprueben más proyectos sin que existan estudios 
hidrológicos que determinen la viabilidad de estos proyectos. Solicitó desestimar el recurso 
planteado.  

5.- Informó bajo juramento Jorge Isaac Herrera Paniagua, en su calidad de Alcalde Municipal de San 
Rafael de Heredia (visible a folios 93-96), que dicha Municipalidad se encuentra trabajando en varios 



proyectos de interés entre los cuales se puede citar la elaboración del plan regulador, con el que se 
pretende definir con claridad cuáles zonas del cantón requieren de un mayor cuidado, con base en la 
riqueza de su caudal ecológico. Asimismo, dicha corporación está aplicando para incorporarse al 
plan conocido como Bandera Ecológica.  Otro esfuerzo realizado está referido al cierre técnico que 
se hizo de un botadero de basura, que funcionó como relleno a cielo abierto. Finalmente, indicó que, 
si bien sus actividades se ven limitadas por razones presupuestarias, su prioridad es proteger las 
nacientes de agua que se ubican en las montañas de San Rafael, de donde se toma la mayor parte 
del agua que abastece a la provincia, lo cual se lleva a cabo de manera eficiente. Solicitó desestimar 
el recurso planteado.  

6.- Informó bajo juramento Víctor Víquez Bolaños, en su calidad de Alcalde Municipal de Belén 
(visible a folios 214-216), que según estudios de la Universidad de Costa Rica, Belén se encuentra 
en riesgo de inundaciones en caso de lluvia con una intensidad una vez cada veinticinco años. 
Además, el 96% del área de la cuenca del Río Quebrada Seca se encuentra fuera de Belén, y el 
grado de crecimiento de urbanizaciones en esas zonas ha sido inmenso desde 1994, lo que provoca 
riesgos de inundaciones importantes en el cantón. Sobre el problema del Río Burío, la Comisión 
Permanente de Obras Públicas ha presentado varios informes, y la Unidad de Desarrollo Urbano de 
dicha municipalidad ha llamado la atención en relación con la posibilidad de autorizar descargas de 
aguas en dicho río. Consideró importante tomar en cuenta que dicha corporación cuenta con un plan 
regulador que limita el desarrollo y crecimiento urbano de dicho cantón. Finalmente, informó que ha 
iniciado la ejecución de una contratación administrativa para el diagnóstico de un “Plan Maestro del 
Alcantarillado Sanitario para el cantón de Belén”, por intermedio de la Dirección de Servicios 
Públicos. Solicitó desestimar el recurso planteado.  

7.- Informó bajo juramento Javier Carvajal Molina, en su calidad de Alcalde Municipal de Heredia 
(visible a folios 232-240), que su representada no tiene ninguna relación con las alegaciones del 
recurrente ya que en esa jurisdicción el encargado del tratamiento de las aguas negras lo es la 
Empresa de Servicios Públicos de Heredia Sociedad Anónima, lo único que dicha corporación 
aprueba son las descargas de aguas pluviales de urbanizaciones o condominios que se desarrollan 
en su cantón, que por su naturaleza no representan ningún tipo de peligro contaminante. En cuanto 
a los residuos y materiales contaminantes provenientes de residuos de beneficios de café y de las 
empresas ubicadas en los márgenes de los ríos indicados, manifestó que su representada 
desconoce tales casos, máxime si el recurrente ni siquiera los individualiza o detalla. Agregó que, 
como medio de evitar los desbordamientos, para la aprobación de desfogues pluviales, a todos los 
desarrolladores urbanísticos se les solicita la ampliación de puentes. Por último, en cuanto a las 
inundaciones en urbanizaciones aledañas a la carretera que comunica a Heredia con Alajuela, 
manifestó que ésta es una ruta nacional y por lo tanto el encargado de velar por su mantenimiento y 
la aprobación de los desfogues es el Ministerio de Obras Públicas y Transportes o el Consejo 
Nacional de Vialidad. Solicitó desestimar el recurso planteado.  

8.- Informó bajo juramento Omar Trigueros Salas, en su calidad de Alcalde de Barva (visible a folios 
255-258), que el problema de escasez de agua se encuentra fuera de su competencia. En cuanto a 
lo alegado sobre los Ríos Burío y Quebrada Seca, aclaró que sólo un pequeño porcentaje de sus 
respectivos cauces se encuentra en dicho cantón, los que, en su mayoría, discurren por potreros y 
cafetales, no por áreas urbanas que es en donde pareciera presentarse el problema acusado. 



Apuntó que, desde 1999, el Concejo Municipal, acordó no autorizar más desfogues pluviales al 
segundo cauce referido. Señaló que en Barva, el manejo de excretas se realiza mediante tanques 
sépticos y drenajes y no es cierto que se hayan autorizado obras en los cauces mencionados, ni que 
se haya cambiado el uso del suelo en dichos márgenes. Indicó que si bien la desaparición de 
cafetales es un fenómeno  producto de la caída del café, en el caso de Barva, ello no se ha dado de 
forma masiva o indiscriminada, razón por la cual no ha fortalecido el problema de inundaciones por 
dicha causa. Finalmente, aclaró que la problemática de la Urbanización Santa Marta corresponde a 
San Joaquín de Flores, dada su ubicación. Solicitó desestimar el recurso planteado.  

9.- Informó bajo juramento Marvin Murillo Garro, en su calidad de Alcalde de la Municipalidad de 
Flores (visible a folios 272-278), que, en una primera oportunidad, el problema de escasez de agua 
acusado por el recurrente fue resuelto cuando, debido a la respectiva denuncia, se envió al personal 
de fontanería al lugar, donde se encontró un taco en la cañería. Días después, se alegó, 
nuevamente, carencia de agua, esta vez se envió al mismo personal, y se comprobó que el faltante 
se debía a las reparaciones de mantenimiento normal de los tanques de almacenamiento y 
alimentación del acueducto municipal. Desde entonces, no se han recibido quejas en ese sentido. 
En cuanto a la contaminación y malos olores del Río Quebrada Seca o Burío, señaló que dicho río 
ya llega contaminado al cantón, sin que pueda imputarse a dicho municipio esa responsabilidad. 
Sobre la urbanización denominada Santa Marta, informó que no se ha aprobado ningún proyecto 
urbanístico con ese nombre. El único proyecto en el Barrio de Santa Marta de San Joaquín de Flores 
es el denominado por sus propietarios “Urbanización Don Cruz” que consta de ochenta casas y al 
cual sólo se le ha autorizado un movimiento de tierras, no así la construcción de obras de 
infraestructura. Dicho permiso se encuentra sujeto a que la Secretaría Técnica Nacional Ambiental le 
conceda el certificado de viabilidad ambiental. Dicha secretaría, mediante resolución No. 131-2003 
de las 10:35 hrs. del 14 de febrero del 2003 le concedió a la urbanizadora dos meses para presentar 
algunos documentos necesarios para la aprobación de dicho proyecto. Por otra parte, también debe 
contarse con la aprobación del sistema de evacuación y tratamiento de aguas negras por parte del 
Ministerio de Salud. Solicitó desestimar el recurso planteado.  

10.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las 9:18 hrs. del 30 de abril del 2003 (visible a 
folios 284-288), el recurrente replicó los informes rendidos por el Ministerio de Salud, el Ministerio de 
Ambiente y Energía, y las Municipalidades de San Rafael, Barva, San Antonio de Belén, Heredia y 
Flores, todas de la provincia de Heredia. Solicitó: a) ordenar suspender toda alteración producto de 
las nuevas construcciones en las márgenes de dichos ríos hasta que se cuente con el estudio de 
capacidad hidráulica, o de carga del río, efectuado por especialistas; b) condenar al Estado a 
indemnizar por la expropiación forzada en que ha hecho incurrir a todos los vecinos al ver 
inutilizadas sus propiedades; c) ordenar la restauración de la cuenca a través de trabajos de 
ampliación, dragado y colocación de muros; d) condenar a las Municipalidades de San Rafael, 
Heredia y Flores; y, e) tomar las acciones legales pertinentes en contra del Alcalde Municipal de 
flores por la supuesta falta a la verdad en su informe. Asimismo, aportó la solicitud de coadyuvancia 
de una serie de vecinos de la zona (visible a folios 291-299).   

11.- Mediante resolución de las 14:20 hrs. del 8 de octubre del 2003 (visible a folio 320), se amplió el 
recurso contra la Empresa de Servicios Públicos de Heredia y el Instituto Costarricense de 
Acueductos y Alcantarillados, y se solicitaron los informes respectivos.    



12.- Informó bajo juramento Edgar Allan Benavides Vílchez, en su calidad de Gerente con facultades 
de apoderado generalísimo sin límite de suma de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, 
Sociedad Anónima (visible a folios 325-327), que el recurrente no se ubica en una zona de servicio 
de su responsabilidad. Tampoco es su representada la encargada del manejo y disposición final de 
las aguas pluviales, dicha responsabilidad recae en la Municipalidad de Heredia. Señaló que el 
problema planteado en el recurso se divide en dos situaciones, una es la falta de alcantarillado 
pluvial que dé disposición final correcta y acorde con las expectativas urbanas y las necesidades 
ambientales, y la segunda es la contaminación con aguas negras. Reclamó que, en ambos 
extremos, esa empresa no tiene responsabilidad ni poder de fiscalización sobre los actos de 
terceros. Finalmente, apuntó que esa empresa ha llevado a cabo programas de reforestación y un 
plan para el manejo de las aguas negras que abarcará los cantones del centro de Heredia, dichas 
soluciones trascienden, solamente, el área servida por ésta, y su impacto se verá a años plazo.  

13.- Informó bajo juramento Olman Chacón Garita, en su calidad de Subgerente del Instituto 
Costarricense de Acueductos y Alcantarillados  (visible a folios 329-339) que, efectivamente, la 
Quebrada Seca y el Río Burío sirven de descarga de la aguas residuales desde la microcuenca alta 
de este último hasta su confluencia con el Río Bermúdez. Igualmente, sirven de descarga para las 
aguas pluviales de los diferentes centros de población y urbanizaciones inmersas dentro de ese 
espacio geográfico. Enfatizó que el espacio geográfico de las microcuencas de los cuerpos de agua 
objeto del recurso, están bajo jurisdicción municipal, no siendo usados para el abastecimiento 
público, por ninguna municipalidad, ni por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.  
Señaló que se tiene muy clara la situación con respecto a la descarga de aguas residuales directas, 
cuando no por efluentes de los tanques sépticos utilizados como tratamiento primario en las 
diferentes urbanizaciones del área. Igualmente, la descarga de aguas pluviales de las citadas 
urbanizaciones y el consecuente aumento de éstas por el proceso de impermeabilización del suelo, 
debido a su cambio de uso. También apuntó que, efectivamente, no todas las municipalidades 
solicitan la viabilidad ambiental de los proyectos -emitida por la Secretaría Técnica Nacional 
Ambiental-, para dar permiso de construcción lo que, además de contravenir la normativa ambiental 
vigente, pone en riesgo los sectores en donde se realizan los desarrollos, debido a que no se hace 
un análisis integral del ambiente. Por lo anterior, para la valoración ambiental en Secretaría Técnica 
Nacional Ambiental, a instancias de ese instituto, se está solicitando un análisis integral por cuenca 
(o microcuenca), que tome en cuenta todo efecto acumulativo de las diferentes actividades que se 
realizan en ella, con el fin de establecer las respectivas medidas de control y mitigación.  

14.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las 8:00 hrs. del 20 de enero del 2005 (visible a 
folios 344-345), el recurrente manifestó que las casas de habitación  que se encuentran en la finca 
de su propiedad, que es bordeada por el Río Quebrada Seca, continúa con problemas de falta de 
agua y de contaminación ambiental, dado el olor nauseabundo que expide el río, lo que le ha 
imposibilitado alquilar dichas viviendas. Aportó nuevas pruebas documentales que confirman la falta 
de agua en verano en la zona, el estado colapsado del cauce del río por efecto de las 
urbanizaciones construidas al margen de éste y la contaminación de las aguas por la falta de control 
municipal.  

15.- En la substanciación del proceso se han observado las prescripciones de ley.   



Redacta el Magistrado Alfaro Rodríguez; y,  

Considerando:  

I.- DEL RECURSO DE AMPARO CONTRA SUJETOS DE DERECHO PRIVADO. En tratándose de 
acciones de amparo dirigidas contra sujetos privados (como es aquí el caso de la Empresa de 
Servicios Públicos de Heredia), la Sala ha sido clara al decir que dada su especial naturaleza, previo 
al análisis de fondo acerca de la violación constitucional alegada, debe examinarse si, en la especie, 
se está o no ante alguno de los supuestos que hacen admisible dicho recurso, y en caso afirmativo – 
dilucidar si es o no admisible. (Sentencia No. 00151-97 de las 15:27 horas del 8 de enero de 1997). 
Indica la Ley de la Jurisdicción Constitucional en el artículo 57, que procede el recurso de amparo 
contra las acciones u omisiones de sujetos de derecho privado, cuando éstos actúen o deban actuar 
en ejercicio de funciones o potestades públicas, o, se encuentren, de derecho o de hecho, en una 
posición de poder frente a la cual los remedios jurisdiccionales comunes resulten claramente 
insuficientes o tardíos para garantizar los derechos o libertades fundamentales a que se refiere el 
artículo 2, inciso a), de la misma Ley.  En el caso en estudio, es criterio de este Tribunal que, la 
Empresa de Servicios Públicos de Heredia S.A., al ser una sociedad de derecho privado que brinda 
un servicios público, se encuentra en una posición de poder y, en consecuencia, los remedios 
jurisdiccionales comunes son insuficientes para la protección del derecho constitucional que el 
recurrente pretende amparar.  De allí que el recurso sea admisible, por lo que se procede al análisis 
de fondo respectivo.  

II.- SOBRE LAS COADYUVANCIAS PRESENTADAS. La coadyuvancia es una forma de 
intervención adhesiva que se da cuando una persona actúa en un proceso sumándose a las 
pretensiones de alguna de las partes principales. En consecuencia, está legitimado para actuar 
como coadyuvante quien ostente un interés legítimo en el resultado del recurso pero, al no ser actor 
principal, el coadyuvante no resultará, directamente, afectado por la sentencia, es decir, la eficacia 
de ésta no podrá alcanzarle de manera directa e inmediata, ni le afecta la condición de cosa juzgada 
del pronunciamiento, aunque en materia de amparo pueda favorecerle la eficacia de lo resuelto, 
debido al carácter de "erga omnes" que tiene la jurisprudencia y precedentes de la jurisdicción 
constitucional (artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional). En el caso bajo examen, la 
Sala procede a admitir la coadyuvancia interpuesta por el Comité de Vecinos Amigos del Río Burío 
(Quebrada Seca), visible a folios 291-299, y la presentada por los representantes de la Parroquia de 
San Joaquín de Flores, visible a folios 461-462, toda vez todos ellos tienen un interés legítimo en la 
resolución del presente asunto.  

III.- OBJETO DEL RECURSO. El recurrente alega los siguientes reclamos o acusaciones, que: a) en 
un inmueble de su propiedad ubicado en San Joaquín de Flores, existe carencia de agua desde 
febrero del 2003; b) los Ríos Quebrada Seca y Burío, han sido utilizados por las diversas 
Municipalidades recurridas como cloacas a cielo abierto, que en dichas aguas se vierten aceites, 
grasas, metales pesados, químicos, aguas jabonosas, entre otros materiales contaminantes que 
arrojan los beneficios de café y las empresas ubicadas en sus márgenes, lo que causa un hedor 
nauseabundo a lo largo y ancho de los ríos y la proliferación de plagas de zancudos y aumento de 
roedores; c) la gran cantidad de urbanizaciones autorizadas en Heredia han colapsado el cauce del 
Río Burío, debido al traslado de los restos de cobertura vegetal al margen de éste, y a la cantidad de 



aguas pluviales y de otra especie que se vierten en éste, lo que provoca que dicho río se salga de 
sus márgenes e inunde los terrenos bajos aledaños, donde existen casas de habitación; y, d) ha 
solicitado al Alcalde de la Municipalidad de Flores que aporte los estudios o evaluaciones 
ambientales que pretendan justificar un aumento en el flujo de las aguas de escorrentía, así como un 
estudio de la capacidad hídrica del río, y los estudios de la forma en que se controlará tal 
modificación de la mecánica normal del río, sin recibir respuesta. Acusa que dicha falta de control 
por parte de las autoridades recurridas violenta los derechos fundamentales a la vida, propiedad y a 
un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  

IV.- HECHOS PROBADOS. De relevancia para resolver el presente recurso se tiene por acreditados 
los siguientes hechos:  

1)  El 2 de marzo de 1996, un grupo de trabajadores de la Clínica Jorge Volio ubicada en San 
Joaquín de Heredia, planteó una queja en la Defensoría de Los Habitantes, a propósito de la 
contaminación de la Quebrada Seca con todo tipo de desechos (visible a folio 1 del expediente 
administrativo del Ministerio de Salud).  

2)  El 12 de mayo de 1989, por oficio No. EDECA-PA-168-89, una profesora del Laboratorio de 
Contaminantes de la Escuela de Ciencias Ambientales de la Universidad Nacional, rindió un informe 
sobre las muestras y estudio de las condiciones de las unidades de captación de desechos 
orgánicos de Cubujuquí, que le hubiera solicitado el Director de la Biblioteca “Joaquín García 
Monge”, de ese mismo centro universitario. En dicha oportunidad, se recomendó lo siguiente: “1. 
Estas aguas no pueden ser usadas para ninguna actividad doméstica.  2. Estas aguas recogen una 
serie de desechos que favorecen el desarrollo de plagas que eventualmente pueden trasmitir (sic) 
enfermedades a los pobladores cercanos del lugar. 3. Las aguas arrojan un olor que sobrepasa el 
nivel de (sic) olfatorio de los pobladores, por lo que hace del ambiente una (sic) area (sic) 
inadecuada. 4. Los niños no deben utilizar esta zona para sus juegos. 5. Girar instrucciones a los 
vecinos del lugar para que no se depositen las basuras en estos puntos específicos. Ya que estos 
(sic) contribuyen a agudizar el problema. 6. Promover la instalación de un tanque de captación y 
reciclado alterno y realizar las modificaciones alternas a los ya existentes a efecto de corregir el 
ingreso de materia fecal al río. 7. Gestionar la no incorporación de desechos de café a estas aguas, 
ya que esto agudiza aún más el cuadro de contaminación.“ (visible a folios 25-33).  

3)  El 9 de enero de 1997, un grupo de vecinos presentó una denuncia ante el Ministerio de Salud 
por malos olores expedidos por el Río Burío (visible a folios 12-13 del expediente administrativo del 
Ministerio de Salud).  

4)  El 3 de febrero de 1998, dos vecinas de las comunidades de San Jorge y Santa Inés también 
denunciaron el problema de contaminación del Río Burío ante el Ministerio de Salud (visible a folios 
41 y 47-48).  

5)  El 27 de febrero de 1998, mediante el oficio No. ACCVC-H-055, un funcionario de la Subregional 
de Heredia del Ministerio del Ambiente y Energía, rindió un informe al Fiscal Adjunto Agrario 
Ambiental sobre la contaminación de la Quebrada Burío –por así habérselo solicitado-, en el que 
señaló que el problema principal son las aguas servidas y, muy probablemente, las negras de los 



múltiples caseríos construidos en las márgenes del río, que se vierten en dicho río sin planificación 
(tales como Calle Mata Sano, Barrio Lotes Peralta, Calle Alfaro, Instituto Nacional de Vivienda y 
Urbanismo Cubujuquí, Mercedes Norte, San Jorge, Santa Inés y el Barrio Santa Marta. Asimismo, 
las aguas residuales que lanzan los Beneficios de Café Los Turales, de San Josecito de Heredia, 
Beto León, de Santa y La Perla, de Mercedes Norte, cuyos dueños manifestaron estar tratando las 
aguas de acuerdo a las recomendaciones del Ministerio de Salud. Dicho informe concluyó: “1- De 
acuerdo a la información brindada por el Departamento de Aguas del MINAE, las nacientes que 
abastecían de agua esta quebrada, fueron captadas para consumo humano perdiendo el cauce sus 
aguas naturales, convirtiéndose en un recolector y conductor de aguas pluviales, servidas y en 
algunos casos las aguas negras. Problema que se acentúa en la época seca por la falta de aguas 
pluviales que ayuda a diluir las aguas servidas disminuyendo los malos olores.  2- La mayor fuente 
de contaminación de esta quebrada son las aguas servidas, aguas negras, los desechos sólidos que 
depositan en el cauce, provenientes de todos los centros de población antes mencionados. 3- Es 
necesario que las municipalidades controlen las construcciones así como las urbanizaciones y exijan 
el tratamiento adecuado tanto de las aguas residuales como de las aguas negras. Además no 
autorizar construcciones en la (sic) áreas de protección.” (visible a folios 23-24, 37 y 41-43).  

6)  En fecha no especificada del año 1998, la Defensoría de los Habitantes, rindió el informe final con 
las recomendaciones del expediente No. 1825-23-97, relativo a una denuncia presentada por Leonel 
Sáenz, Médico de la Clínica Jorge Volio Jiménez y funcionarios de esa institución, concluyendo que: 
“(...) se ha podido constatar que el Río Quebrada Seca se encuentra contaminado producto de la 
inadecuada disposición que hacen los beneficios que se ubican en la zona, de la broza del café, así 
como por los desechos sólidos y domésticos que son arrojados al río por los habitantes de las 
localidades aledañas”, por lo que brindó las siguientes recomendaciones: “Al Ministerio de Salud: 1. 
Certificar la calidad del agua del Río Quebrada Seca y comunicar lo (sic) resultados al MINAE y 
coadyuvar en la interposición de las denuncias ante los órganos jurisdiccionales correspondientes 
por la violación al artículo 132 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre. 2. Recomendar medidas 
correctivas y de prevención que debe poner en práctica la Municipalidad de Flores. 3. Prevenir a los 
dueños de los beneficios aledaños al Río Quebrada Seca, la presentación de los estudios sobre la 
composición de las aguas residuales y desechos según la reglamentación específica y sujetar la 
autorización de operación de estos beneficios a que las aguas mieles alcance (sic) los niveles 
aceptados por ese Ministerio y garantizar una disposición adecuada de la broza de (sic) café. 4. 
Establecer mediante coloraciones e inspecciones las viviendas que descargan aguas negras y 
servidas a Quebrada Seca y girar las ordenes (sic) sanitarias correspondientes, en cumplimiento de 
lo dispuesto por la Ley General de Salud y normas concordantes. 5. Prevenir al gobierno local la 
recolección adecuada y oportuna de los desechos domésticos en las comunidades aledañas al 
cauce del río. Al Ministerio de Ambiente y Energía: 1. Colaborar, junto con la Municipalidad, en la 
recuperación del Río Quebrada Seca o eventualmente recomendar su entubamiento. 2. Proceder a 
interponer las denuncias penales correspondientes contra los infractores a la Ley de Protección de 
Vida Silvestre y de la Ley Orgánica del Ambiente. A la Municipalidad de Flores: 1. Abstenerse de 
autorizar actividades que puedan generar una contaminación del río (sic) Quebrada Seca por 
vertimientos. 2. Clausurar aquellos establecimientos que ilegalmente realicen vertimientos al río, 
incluidos los beneficios de café de la zona. 3. Proceder a notificar a los vecinos de las(sic) 
asentamientos ubicados en las márgenes del Ríos (sic) Quebrada Seca el horario de recolección de 
desechos domésticos a efecto de que esos se ajusten a dicho horario y reducir así la descarga de 



desechos domésticos al cauce.”  Dicho informe fue remitido a  las autoridades de la Clínica Jorge 
Volio Jiménez el 6 de marzo de 1998 y a las autoridades del Ministerio de Salud (visible a folios 16-
17 y 50-55, y a folios 20-25 del expediente administrativo del Ministerio de Salud).  

7)  El 27 de abril de 1998, un técnico en Saneamiento Ambiental del Área de Salud de Heredia, a 
través del oficio No. PM-ASH-172-98 dirigido a la Directora de dicha área, se refirió a cada una de 
las recomendaciones hechas por la Defensoría de Los Habitantes. En cuanto a la primera señaló 
que el análisis del agua debe hacerse a nivel central. Sobre la segunda, a saber las medidas de 
corrección y prevención, manifestó que éstas deben coordinarse con el nivel regional. De la tercera -
acerca de los beneficios de café-, indicó que éstos estaban en proceso de instalar sistemas de 
tratamiento de aguas residuales, lo que estaba siendo monitoreado por el Departamento de Control 
Ambiental de ese ministerio. Con respecto a la cuarta, sobre las inspecciones y coloraciones en las 
viviendas que descargan aguas servidas al río, señaló que ello es imposible cumplir, por ser miles 
las casas en esta situación.  Finalmente, de la quinta –sobre la recolección de basura- refirió que, en 
su criterio, el sistema de recolección existente es adecuado, el problema es el nivel de educación 
ambiental (visible a folios 15, y a folios 30-31 del expediente administrativo del Ministerio de Salud).   

8)   En agosto de 1999, se realizó un taller sobre la “Problemática Ambiental de la Microcuenca del 
Río Burío”, en la Sala de Sesiones de la Clínica Jorge Volio, actividad que nació por una denuncia 
de la Comisión de Salud-Ambiental de Flores, por la degradación ambiental de dicha microcuenca, 
producto de la contaminación de desechos sólidos, descarga de aguas negras, mieles y aguas 
servidas, construcciones en zonas de protección, y actividades agroindustriales cerca de los cuerpos 
de agua. De allí nacieron dos comisiones: la Comisión Técnica Institucional, encargada de elaborar 
el perfil del proyecto, y la Comisión con representantes de los diferentes gobiernos locales, 
responsables de la elaboración del Convenio Intermunicipal. Ambas comisiones trabajan en lo 
propuesto y, en noviembre de 1999, se presentaron los resultados en un segundo taller (visible a 
folios 62-64, y 82-84 del expediente administrativo del Ministerio de Salud).  

9)  El 11 de setiembre del 2000, funcionarios del Ministerio de Salud llevaron a cabo una inspección 
al lugar, en la que se observaron desechos sólidos en varios sectores de Río Quebrada Seca y un 
cúmulo de desechos que, aparentemente, fueron arrastrados por éste. No obstante, en vista que el 
denunciante no aportó los nombres de las personas que, supuestamente, lanzaron los desechos al 
cauce, se recomendó a los funcionarios de las Municipales de Flores y Heredia, realizar las 
gestiones necesarias para solucionar el problema (visible a folio 48 del expediente administrativo del 
Ministerio de Salud).  

10)            El 27 de agosto del 2001, mediante oficio No. 06567-2001-DHR, la Defensoría de los 
Habitantes, rindió el informe final con las recomendaciones del expediente No. 09653-23-2000-QJ 
relativo a una denuncia presentada por Marvin Murillo Garro, admitida y trasladada el 14 de agosto 
del 2000, en cuanto a  los depósitos de desechos que generan en las márgenes del Río Quebrada 
Seca y a la tala de árboles de la zona protegida de la rivera del mismo río, y recomendó a la Oficina 
Subregional de Heredia del  Ministerio de Ambiente y Energía realizar una nueva inspección en la 
zona en que se efectuaron los movimientos de tierra con la finalidad de verificar el cumplimiento de 
ciertas recomendaciones vertidas en un informe anterior, dirigidas a la rehabilitación del área 
afectada, y denunciar a la urbanizadora penalmente si ante un incumplimiento, así como coordinar 



acciones concretas tendentes a disminuir y evitar la contaminación, pese a no haber podido 
comprobar el  quiénes fueron los responsables. En dicha oportunidad, también se les giró a las 
Municipalidad de Heredia y Belén recomendaciones, por estar el depósito de materiales en 
jurisdicciones que ocupan esos Gobiernos locales  (visible a folios 57-66 del expediente 
administrativo del Ministerio de Salud).  

11)            El 10 de setiembre del 2001, mediante oficio No. PM-RCN-730-2001, la Directora 
Regional y el Jefe de la Unidad de Protección al Ambiente Humano, ambos del Ministerio de Salud, 
informaron a la Directora del Área de Salud de Heredia sobre la presentación de una nueva 
denuncia presentada por Marvin Murillo Garro acerca de la contaminación del Río Quebrada Seca 
(visible a folio 67 del expediente administrativo del Ministerio de Salud).  

12)            El 4 de octubre del 2001, por oficio No. ASBF-DM-OF-229-2001, el Director del Área de 
Salud Belén-Flores informó a varias autoridades del Ministerio de Ambiente y Energía, del Área de 
Salud de Heredia y de las Municipalidades de Flores y Heredia que, ante varias denuncias 
presentadas por la Comisión de Salud del Ambiente de Flores y el descontento de la población, 
desde 1998 se viene trabajando mediante una comisión interinstitucional la problemática del Río 
Burío, a través del proyecto “Gestión del Recurso Hídrico Micro Cuenca Río Burío-Río Ciruelas”, 
cuyo propósito es diseñar una propuesta participativa que permita la definición y coordinación de los 
compromisos de los Gobiernos locales para el desarrollo de acciones intersectoriales y comunales 
que den respuesta a la problemática existente en materia de gestión del recurso hídrico en el área 
delimitada (visible a folios 102-143 del expediente administrativo del Ministerio de Salud).  

13)            El 18 de diciembre del 2001, José René Mayorga Angulo, Ingeniero Municipal de 
Heredia, por oficio No. DIM 1436-2001, autorizó el desfogue pluvial del proyecto de Urbanización 
Boruca al Río Quebrada Seca (visible a folio 243).    

14)            El 17 de setiembre del 2002, la Secretaria del Concejo Municipal de Heredia, mediante el 
oficio No. SM-1289-02, comunicó al Gerente General de Constructora Brumosa, la aprobación por 
unanimidad del recibo de las obras del Proyecto Brumosa, segunda etapa, previo depósito de una 
garantía debido al incumplimiento de obras (visible a folio 246).  

15)            El 20 de enero del 2003, por oficio No. DIM 0059-2003, un ingeniero del Departamento 
de Ingeniería de la Municipalidad de Heredia le indicó a la Directora del Área de Salud de Heredia, 
que en varias ocasiones se presentan a ese departamento planos constructivos con la aprobación 
del Ministerio de Salud local y la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, en donde se indica la 
existencia de una red de cloacas en funcionamiento, en sectores donde no existe planta de 
tratamiento alguna en funcionamiento, de donde le solicitó señalar las gestiones realizadas por dicha 
unidad para evitar un mayor daño a la salud pública, al estarse vertiendo aguas contaminadas a los 
ríos por la empresa responsable de la conducción de tratamiento de las aguas negras. Asimismo, 
hizo de su conocimiento que el Departamento de Ingeniería no aprobaría ningún permiso de 
construcción donde se indique “cloaca en uso”, si la misma no conduce a planta de tratamiento de 
aguas negras en funcionamiento (visible a folios 251-252).  



16)            El 6 de marzo del 2003, el Secretario General del Ministerio de Ambiente y Energía, 
certificó que, de acuerdo al registro de expedientes que lleva al efecto, se pretende desarrollar un 
proyecto denominado Urbanización Don Cruz, a nombre de la señora Ana Cecilia Campos, del cual 
se ha tramitado en dicha dependencia su correspondiente formulario de evaluación ambiental 
preliminar, bajo el expediente administrativo No. 631-2002-SETENA, el cual, para esa fecha, se 
encontraba en la etapa para la presentación de un plan de gestión ambiental y demás requisitos, de 
conformidad con la resolución No. 131-2003 SETENA, dictada a las 10:35 hrs. del 14 de febrero del 
2003, por lo que aún no contaba con la Viabilidad Ambiental para su desarrollo. Al momento de la 
revisión del expediente no existían denuncias presentadas (visible a folio 83).  

17)            El 25 de marzo del 2003, el recurrente presentó la denuncia No. 2003-38 vía telefónica 
ante el Ministerio de Ambiente y Energía, con posterioridad a la rendición del informe de dicha 
autoridad. En dicha oportunidad, acusó un movimiento y descarga de tierra en áreas de protección 
de la Quebrada Seca, en una propiedad en el Barrio Santa Marta y, posterior a una inspección en 
donde se constató la invasión por tierra, desechos, ramas y troncos de madera en la margen 
derecha del área de protección de la quebrada, por lo que se apercibió al dueño de la propiedad 
retirar el material (visible a folios 84-86 y a folio 289-290).  

18)            El 11 de octubre del 2004, por oficio No. FOE-SM-2302, el Gerente General de Servicios 
Municipales a.i. de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la 
República, remitió el informe No. DFOE-SM-106/2004 sobre los resultados del estudio efectuado en 
la Municipalidad de Flores, en relación con el otorgamiento de permisos de construcción, el manejo 
del acueducto municipal y el alcantarillado pluvial y su impacto en el crecimiento urbano de ese 
cantón, a fin de hacerlo del conocimiento del Consejo Municipal. Dicho informe, concluyó lo 
siguiente: “(...) ha existido inobservancia de parte de las autoridades municipales, tanto de la 
Administración como del Concejo Municipal, asimismo, de buena parte de urbanizadores y usuarios 
individuales, de la normativa legal y reglamentaria vigente en el país en materia de desarrollo urbano 
(...) En general, la construcción de obras y proyectos urbanísticos en el cantón y su relación con la 
gestión de ese Municipio, muestra un conjunto de condiciones y elementos que evidencian 
debilidades y limitaciones que dificultan cumplir con los deberes y funciones que le confiere la 
normativa y la legislación vigente, tales como la descoordinación existente en el municipio con otras 
institucionales públicas (...) Además, se evidencia la falta de controles internos suficientes, 
adecuados y coordinados entre las distintas dependencias, tanto del Concejo Municipal como de la 
Alcaldía Municipal con las áreas técnicas de la administración. Asimismo la carencia de planificación, 
vigilancia, y control, inspección y adecuada supervisión técnica profesional en los procedimientos y 
trámites relacionados con la construcción de obras y proyectos urbanísticos del Departamento de 
Ingeniería (..) la Municipalidad de Flores se(sic) realiza una deficiente gestión en materia de control 
del desarrollo urbano, pues el Concejo Municipal conciente que se lleven (sic) a cabo proyectos de 
fraccionamientos y urbanizaciones cuando el mismo había acordado en dos ocasiones distintas una 
Declaratoria de Emergencia Cantonal respecto al Servicio de Agua en el cantón, y para lo cual había 
considerado que en lo referente al desarrollo de proyectos urbanísticos la municipalidad no tiene 
capacidad para brindar nuevos servicios. No obstante lo anterior, dicho Concejo continúa aprobando 
urbanizaciones con el consentimiento de la administración sin que los nuevos desarrolladores 
cumplan con los requisitos establecidos por la normativa y el ordenamiento jurídico vigente. Todo lo 
citado, está causando la proliferación de un desorden urbano en el cantón y un crecimiento urbano 



acelerado que se contrapone con las capacidades del cantón y con las funciones y competencias de 
(sic) regulación, vigilancia y control urbanístico que compete a ese Gobierno Local y que están 
establecidas en el ordenamiento jurídico que rige la materia”, y ordenó una serie de disposiciones 
técnicas al Concejo Municipal, al Alcalde y al Auditor, todos de la Municipal de Flores, cuyo 
cumplimiento deben informar a más tardar el 31 de mayo del 2005 (visible a folios 346-369).  

V.- HECHOS NO PROBADOS. De relevancia para resolver el presente recurso se tiene por 
indemostrado el siguiente hecho:  Único.- Que el recurrente haya presentado en la Municipalidad de 
Flores, o haya enviado a ésta mediante el sistema de fax, una gestión de fecha 8 de enero del 2003  
(visible a folios 12-14), en la que solicitaba al Alcalde de dicha Municipalidad una certificación de: a) 
la eventual autorización para la construcción de una urbanización que se pretende llevar a cabo 
cerca de su casa; b) todos los antecedentes de la cuenca respecto a urbanizaciones; c) el lugar en 
donde se van a arrojar las nuevas aguas; d) el contenido presupuestario para la indemnización de 
los daños materiales y humanos que eventualmente se causarán; y, d) el nombre del responsable 
directo de la obra.  

VI.- SOBRE LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A UN MEDIO AMBIENTE SANO Y 
ECOLÓGICAMENTE EQUILIBRADO. A partir de lo dispuesto en el artículo 50 de la Constitución 
Política, este Tribunal Constitucional ha reconocido, ampliamente, el deber que le atañe al Estado de 
proteger el derecho a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, con lo cual, el 
Estado se constituye en el garante en la protección y tutela del medio ambiente y los recursos 
naturales. Es al tenor de dichas disposiciones,  que nace la responsabilidad del Estado de ejercer 
una función tutelar y rectora en esta materia, según lo dispone la propia norma constitucional en 
comentario, función que desarrolla la normativa infraconstitucional ambiental. De esta forma, 
mediante sentencia No. 2002-04830 indicó, en lo conducente:  

"Nuestra Constitución Política, en su artículo 50, reconoce expresamente el derecho de todos los 
habitantes presentes y futuros de este país, de disfrutar de un medio ambiente saludable y en 
perfecto equilibrio. El cumplimiento de este requisito es fundamental garantía para la protección de la 
vida y la salud públicas, no sólo de los costarricenses, sino además de todos los miembros de la 
comunidad mundial. La violación a estos fundamentales preceptos conlleva la posibilidad de lesión o 
puesta en peligro de intereses a corto, mediano y largo plazo. La contaminación del medio es una de 
las formas a través de las cuales puede ser rota la integridad del ambiente, con resultados la 
mayoría de las veces imperecederos y acumulativos. El Estado costarricense se encuentra en la 
obligación de actuar preventivamente evitando -a través de la fiscalización y la intervención directa- 
la realización de actos que lesionen el medio ambiente, y en la correlativa e igualmente ineludible 
prohibición de fomentar su degradación."  

Es así como a partir del texto constitucional el Estado Costarricense debe velar por la protección del 
ambiente, lo cual implica no sólo que debe tomar las medidas necesarias para impedir que se atente 
contra éste, sino también que debe adoptar medidas que refuercen su protección y conservación.   

VII.- PRINCIPIO PRECAUTORIO . La justicia constitucional ha reconocido una serie de principios de 
tutela del medio ambiente que derivan en obligaciones específicas para el Estado Costarricense. En 
primer término, resulta de relevancia rescatar para los efectos del caso que se examina, el principio 



de precaución, el cual se encuentra en su formulación más general en la Declaración de Río sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo, cuyo principio 15 dispone:  

“Principio 15.-  Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente 
el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave e 
irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la 
adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio 
ambiente.”  La Sala ha reconocido el “principio precautorio”,  como un principio que obliga al Estado 
a disponer todo lo que sea necesario –dentro del ámbito permitido por el Ordenamiento Jurídico– a 
efecto de impedir que se produzcan daños irreversibles en el medio.  Dentro de esta óptica, 
mediante la sentencia No. 1250-1999 de las 11:24 hrs. del 19 de febrero de 1999, se dispuso lo 
siguiente:  "(...) en materia ambiental la coacción a posteriori resulta ineficaz, por cuanto de haberse 
producido ya las consecuencias biológicas y socialmente nocivas, la represión podrá tener una 
trascendencia moral, pero difícilmente compensará los daños ocasionados al ambiente"  

También, en la sentencia No. 132-99 de las 8:18 hrs. del 8 de enero de 1999 se indicó lo que sigue:  
"El principio de protección al medio ambiente no es una recomendación o una intención que da la 
Constitución, sino que, por el contrario, es un derecho de aplicación inmediata, por lo que existe 
una obligación por parte de los organismos gubernamentales de vigilar porque se cumplan las 
disposiciones legales que tiendan a proteger el medio ambiente." (El destacado no forma parte del 
original).  La precaución implica anticiparse a los efectos negativos, y asegurar la protección, 
conservación y adecuada gestión de los recursos naturales. Consecuentemente, el principio rector 
de prevención o “principio precautorio” se fundamenta en la necesidad de tomar y asumir todas las 
medidas precautorias para evitar o contener la posible afectación del ambiente o la salud de las 
personas. En este particular, la jurisprudencia constitucional ha dispuesto que en caso que exista un 
riesgo de daño grave o irreversible -o una duda al respecto-, se debe adoptar las medidas de 
precaución e inclusive posponer la actividad que se trate. Lo anterior, debido a que en materia 
ambiental la coacción a posteriori resulta ineficaz, por cuanto de haberse producido ya las 
consecuencias biológicas y socialmente nocivas, la represión podrá tener una trascendencia moral, 
pero difícilmente compensará los daños ocasionados al ambiente. Es así, como hoy en día la acción 
precautoria del Estado debe ir encaminada a la tutela del medio ambiente a pesar que no existan 
pruebas concluyentes que reflejen una relación causa-efecto entre la actividad que se ejerce y las 
posibles consecuencias nocivas como resultado de la misma, utilizándose las mejores técnicas 
disponibles para reducir al mínimo los posibles daños y peligros para la naturaleza y el ambiente. 
Por este motivo, es que el propio Ordenamiento Costarricense ha impuesto a nivel legal la exigencia 
de efectuar estudios previos antes de ejecutar una actividad que, eventualmente, podría tener 
efectos nocivos sobre el medio ambiente, y que, a partir de lo expuesto, se constituyen en deberes 
constitucionalmente impuestos para garantizar el derecho de todos a gozar de un medio ambiente 
sano y equilibrado. Corolario de lo anterior, el principio precautorio no justifica una actuación pasiva 
del Estado en cuanto a la tutela del medio ambiente y el cuidado de los recursos naturales se refiere.  

VIII.- Sobre el derecho a un desarrollo sostenible Y LA NECESIDAD DE REALIZAR UN USO 
RACIONAL DE LOS RECURSOS NATURALES. Ciertamente, el hombre puede hacer uso de los 
recursos naturales que se encuentren a su disposición con el fin de satisfacer sus necesidades 
básicas, como medio de subsistencia y como fuente de ingresos; sin embargo, tal uso no puede ser 



de ninguna manera efectuado en detrimento de éstos. En otros términos, el ser humano puede hacer 
uso de los recursos, siempre que su actividad se lleve a cabo de manera proporcional, racional, más 
no de forma ilimitada o arbitraria en perjuicio del medio ambiente. Al respecto este Tribunal 
Constitucional en la resolución No. 4423-93 señaló, en lo que interesa:  “(...) Toda la vida del hombre 
ocurre en relación inevitable con su ambiente, en especial con el mejoramiento de la condición de 
vida que es el objetivo central que el desarrollo necesita, pero éste debe estar en relación con el 
ambiente de modo tal que sea armónico y sustentable. El ambiente, por lo tanto, debe ser entendido 
como un potencial de desarrollo para utilizarlo adecuadamente, debiendo actuarse de modo 
integrado en sus relaciones naturales, socioculturales, tecnológicas y de orden político, ya que, en 
caso contrario, se degrada su productividad para el presente y el futuro y podría ponerse en riesgo el 
patrimonio de las generaciones venideras (...)”  

Sobre la misma línea de argumentación, la Sentencia No. 5974-98 estipuló como sigue:  “(...) si bien 
el hombre tiene el derecho de hacer uso del ambiente para su propio desarrollo, también tiene el 
deber de protegerlo y preservarlo para uso de las generaciones futuras; pues de conformidad con el 
principio de "lesión", el legítimo ejercicio de un derecho tiene dos límites esenciales; por un lado, los 
iguales derechos de los demás, y por el otro, el ejercicio racional y el disfrute útil del derecho mismo 
(...)”.  El desarrollo sostenible, como tal, va más allá de ser un concepto meramente ambientalista, 
pues implica una adecuada y sostenida utilización de los recursos naturales para el goce y disfrute 
de las generaciones actuales, pero sin comprometer los recursos y sin poner en peligro el goce de 
éstos para las generaciones venideras. En sí mismo, el principio de desarrollo sostenible, encierras 
varios fines, como lo son los objetivos económicos promoviendo la eficiencia en la utilización de los 
recursos, sociales al pretender la limitación de la pobreza, y ecológicos al tutelar la preservación de 
los sistemas físicos y biológicos. Dichos fines deben ser tutelados por el Estado Costarricense de 
manera conjunta, logrando un equilibrio que encierra la persecución del desarrollo sostenible.  

IX.- LOS ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL Y SU TRASCENDENCIA. El texto del artículo 50 
de la Constitución Política dispone que toda persona tiene derecho a un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado, lo cual la legitima para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y 
para reclamar la reparación del daño causado. De igual forma, esta línea de argumentación se 
desprende de la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano –
celebrada en  Estocolmo del 15 al 16 de junio de 1972- base de la declaración de Río Sobre el 
Medio Ambiente y Desarrollo, la cual estableció algunos principios esenciales, tales como:  

“2°.- Los recursos naturales de la Tierra, incluidos el aire, el agua, la tierra, la flora y la fauna y 
especialmente muestras representativas de los ecosistemas naturales, deben preservarse en 
beneficio de las generaciones presentes y futuras mediante una cuidadosa planificación u 
ordenación, según convenga” (...)  

17°.- Debe confiarse a las instituciones nacionales competentes la tarea de planificar, administrar o 
controlar la utilización de los recursos ambientales de los Estados con miras a mejorar la condición 
del medio (…) Deberá emprenderse una evaluación del impacto ambiental en condición de 
instrumento nacional, respecto de cualquier actividad que probablemente haya de producir 
un impacto negativo considerable en el medio ambiente y que esté sujeta a la decisión de una 
autoridad nacional competente”. (El destacado no forma parte del original).  



Consecuente con dichas disposiciones, nuestro Ordenamiento Jurídico en la Ley Orgánica del 
Ambiente en sus artículos 17 y siguientes, regula lo referente a los estudios de impacto ambiental 
requeridos en todas aquellas actividades humanas que “alteren o destruyan el ambiente”. Bajo tal 
precedente, el legislador encomendó a la “Secretaría Técnica Nacional Ambiental”, el estudio de 
esas evaluaciones “ de conformidad con las guías elaboradas por ella”. La aprobación de un estudio 
de impacto ambiental requiere –de conformidad con los compromisos internacionales adquiridos por 
Costa Rica y encomendados a SETENA- un análisis pormenorizado que incluya, como lo exige el 
artículo 24 de la Ley del Ambiente, los criterios técnicos y los porcentajes de ponderación  que hacen 
posible la aprobación del estudio. Además, debe responder a las normas, los objetivos de 
ordenación y las prioridades ambientales del estado nacional y del gobierno local, tal como lo recoge 
el principio 11 de la Declaración de Río.  El daño que se puede causar al ambiente es siempre de 
difícil o imposible reparación y la aprobación de un estudio de impacto ambiental requiere de la total 
certeza de mínima afectación de los recursos naturales, pues así lo impone por fuerza propia el 
artículo 50 de la Carta Política. Sobre dichos estudios, la Sala Constitucional, en la sentencia No. 
2003-06311 del 3 de julio de 2003, indicó:  

“(...) De esta manera, la línea y doctrina jurisprudencial de la Sala, deja en claro que desde el punto 
de vista constitucional, los estudios de impacto ambiental no pueden eximirse de los proyectos 
de desarrollo, o de explotación, llegando a considerar que ni siquiera por ley se puede eximir este 
requisito, menos lo podrá ser para normativa de menor rango”. (El destacado no forma parte del 
original).  Finalmente, nuestro ordenamiento, a través de disposiciones infraconstitucionales ha 
dispuesto que para la determinación de la condición de viabilidad ambiental y de la presentación o 
no de un Estudio de Impacto Ambiental, deberá llenarse el Formulario de Evaluación Ambiental 
Preliminar (FEAP), lo cual determinará la necesidad de seguir con el procedimiento siguiente, que 
será la ejecución de un estudio de impacto ambiental.  

X.- CASO CONCRETO. El recurrente se refiere en el escrito de interposición, a una serie de 
problemas de índole ambiental que se presentan en las distintas municipalidades de la Provincia de 
Heredia, todos ellos en relación con la contaminación y abuso de los caudales de los Ríos Burío y 
Quebrada Seca y la proliferación de urbanizaciones en las márgenes de dichos cuerpos de agua. 
Dentro de este orden de ideas, el amparado acusa la falta de planificación y coordinación entre las 
distintas dependencias municipales e institucionales, encargadas de cuidar el medio ambiente. 
Acusa de deficiente la labor de las instituciones encargadas del otorgamiento de permisos de 
construcción para nuevas urbanizaciones en las márgenes de éstos ríos, o en las áreas de 
protección cercanas, de aquellas que autorizan los cambios de suelo necesarios para tal fin, y de las 
que permiten y controlan el funcionamiento de beneficios de café en dicha zona. Denuncia la falta 
del cumplimiento de la normativa existente, la inexistencia de estudios sobre las posibilidades reales 
de capacidad hídrica de los referidos cuerpos de agua, la falta de verificación y fiscalización de 
requisitos de funcionamiento, han incidido en que, actualmente, exista una sobrepoblación de 
urbanizaciones en la provincia de Heredia. Esto lleva aparejado el problema que  para la 
construcción de dichas obras, se han autorizado un sin fin de cambios de suelo de uso agrícola a 
urbanístico, lo que tiene un impacto en las márgenes de los ríos que el recurrente pretende proteger. 
Dentro de este orden de ideas, esa proliferación de caseríos también incide en el abuso de los ríos, 
pues son utilizados como basureros y destino de desechos líquidos y sólidos por parte tanto de las 
empresas ubicadas en la zona, como por los vecinos de las casas aledañas. Esto a su vez provoca 



el criadero de insectos que facilitan el contagio de enfermedades. También acusa que el abuso de la 
capacidad hídrica de ambos ríos incide en la carencia constantes de este líquido para los vecinos 
aledaños. Entiende y comparte esta Sala la preocupación externada por el recurrente, máxime si se 
toman en cuenta los que los informes y las pruebas habidas en autos le dan la razón al recurrente; 
no obstante, para efectos de resolver el presente amparo, se tratará de analizar de forma puntual 
cada extremo acusado. Sobre el primer alegato, a saber la carencia de agua en el inmueble 
propiedad del recurrente, el Alcalde Municipal de Flores informó bajo la solemnidad del juramento, 
con oportuno apercibimiento de las consecuencias, incluso penales, previstas en el artículo 44 de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional, que dicha carencia se debió, en una primera oportunidad, a un 
taco en la cañería del amparado, y en una segunda, a una limpieza de rutina de los tanques de 
abastecimiento de la casa de su propiedad, problemas que ya que se regularon, de donde ese 
extremo debe declararse sin lugar. En cuanto al segundo y tercer punto alegado, a saber, la mala 
utilización de los cauces de los Ríos Quebrada Seca y Burío, el hedor nauseabundo, la proliferación 
de plagas de zancudos y aumento de roedores, el colapso del cauce del último río, el traslado de los 
restos de cobertura vegetal al margen de éste, y la cantidad de aguas pluviales y de otra especie 
vertidas en el mismo, es dable estimar el recurso. De los autos se desprende que, efectivamente, 
han existido –desde hace al menos nueve años- varias denuncias por parte, principalmente, de 
vecinos de la zona, en las que se han delatado dichos problemas de contaminación (vgr. las visibles 
a folios 1, 12-13, 41, 47-48 y 289-290 del expediente administrativo del Ministerio de Salud). Pese a 
la constante presentación de denuncias, echa de menos la Sala que las diversas autoridades 
recurridas hayan brindado una solución efectiva, más allá de los seminarios, la creación de 
comisiones e los idearios que se han planteado alrededor de los años (visible a folios 62-64, y 82-84 
y 102-143 del expediente administrativo del Ministerio de Salud). Ya que si bien, todo lo anterior va 
encaminado a buscar la coordinación y educar a las comunidades y a las autoridades involucradas, 
los problemas existentes ameritan soluciones efectivas que resuelvan de forma definitiva. Si bien es 
cierto que no se cuenta con  estudios contundentes sobre la relación directa entre la sobrepoblación 
y los niveles de contaminación existentes en los caudales de los ríos, existe en autos al menos un 
estudio y varios oficios que comprueban como el agua que corre en dichos ríos no es apta para el 
consumo humano (visible a folios 25-33), y como esos cauces perdieron sus aguas naturales para 
pasar a convertirse en recolectores de aguas pluviales y, en algunos casos, de aguas negras, lo que 
promueve la proliferación de insectos y animales y de olores nauseabundos (visible a folios 23-24, 
37 y 41-43). Además,  constan varios informes finales de la Defensoría de Los Habitantes, en los 
que se comprueba el dicho del recurrente. Ya desde 1998, a propósito de la resolución del 
expediente No. 1825-23-97, se concluyó que el Río Quebrada Seca se encuentra contaminado 
producto de la inadecuada disposición de la broza que hacen los beneficios ubicados en la zona, y 
de los desechos sólidos y domésticos arrojados al río por parte de los vecinos aledaños (visible a 
folios 16-17 y 50-55, y a folios 20-25 del expediente administrativo del Ministerio de Salud). En dicha 
oportunidad, se le recomendó  al Ministerio de Salud, al Ministerio de Ambiente y Energía y a la 
Municipalidad de Flores llevar a cabo una serie de acciones, que, en su mayoría, no se han 
cumplido, entre ellas, a la Municipalidad anterior, se le recomendó “(...) abstenerse de autorizar 
actividades que puedan generar una contaminación del río (sic) Quebrada Seca por vertimientos”. 
Pese a lo anterior, en setiembre del 2000, funcionarios del Ministerio de Salud realizaron una 
inspección en los márgenes del Río Quebrada Seca, a propósito de la presentación de una nueva 
denuncia en el mismo sentido, y comprobaron la existencia de un cúmulo de desechos que, 
aparentemente, habían sido arrastrados por el cuerpo de agua. No obstante, al carecer de los 



nombres específicos de posibles responsables, simplemente se recomendó a los funcionarios de las 
Municipalidades de Flores y Heredia, realizar las gestiones para realizar el problema. En agosto del 
2001, la Defensoría emitió otro informe final, esta vez a propósito del expediente No. 09653-23-
2000-QJ, en el que se acusaba la presencia de depósitos de desechos en las márgenes del Río 
Quebrada Seca, así como la tala de árboles en las zonas protegidas.  Esta vez, a pesar que se 
comprobó el problema ambiental denunciado, no se pudo comprobar quiénes eran los responsables 
de dichas acciones, pese a lo cual se dieron una serie de recomendaciones al Ministerio de 
Ambiente y Energía, y a las Municipalidades de Heredia y Belén, entre ellas tomar las medidas 
necesarias para detener la contaminación. No obstante lo anterior, por ejemplo en diciembre del 
2001, la Municipalidad de Heredia autorizó un nuevo desfogue pluvial del proyecto Boruca al Río 
Quebrada, y en setiembre del 2002 aprobó por unanimidad el recibo de las obras del Proyecto 
Brumosa, segunda etapa, haciendo caso omiso de las recomendaciones brindadas por la 
Defensoría. Aunado a lo anterior, consta en autos que, dentro de las autoridades recurridas se ha 
presentado problemas por falta de coordinación y de orden, verbigracia según se comprobó, en el 
Departamento de Ingeniería de la Municipalidad de Heredia se han presentado, en ocasiones, 
planos constructivos, con la aprobación del Ministerio de Salud local y de la Empresa de Servicios 
Públicos de Heredia, con alteraciones tales como que se indica la existencia de una red de cloacas 
en zonas en donde no existe una planta de tratamiento, lo que provoca que se viertan aguas 
contaminadas a los ríos, por responsabilidad de la empresa responsable de la conducción de 
tratamiento de las aguas negras. Así también, de acuerdo al registro que lleva a cabo el Ministerio 
de Ambiente y Energía, se comprobó que existe al menos un nuevo proyecto urbanístico que no 
cuenta aún con viabilidad para su desarrollo, a saber Urbanización Don Cruz, y cuyas obras ya se 
encuentra en camino a ser aprobado. Pese al tiempo transcurrido, se siguen presentando denuncias 
sobre movimientos de tierra en áreas de protección del Río Quebrada Seca (visible a folios 84-86 y a 
folios 289-290). Bajo esta inteligencia, es claro que lleva razón el recurrente al acusar que la falta de 
control por parte de las autoridades recurridas violenta los derechos fundamentales a la vida, 
propiedad y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, de donde corresponde acoger el 
recurso. Sin embargo, nuevamente, en esta oportunidad, el recurrente no señala puntualmente a los 
responsables de cada uno de los extremos alegados, por lo que dada la falta de identificación de los 
responsables sobre cada alegato en concreto, opta este Tribunal por hacer suyas las 
recomendaciones que la Defensoría de Los Habitantes dictó en los informes finales referidos, a 
propósito de los problemas ambientales denunciados después de comprobar la veracidad de éstas, 
así como la serie de disposiciones de orden técnico al Concejo Municipal, al Alcalde y al Auditor, 
todos de la Municipalidad de Flores, dadas en el informe de la Contraloría General de la República, 
sobre los resultados del estudio efectuado en la Municipalidad de Flores, en relación con el 
otorgamiento de permisos de construcción, el manejo del acueducto municipal y el alcantarillado 
pluvial, y su impacto en el crecimiento de ese cantón.  

XI.- SOBRE EL DERECHO DE PETICIÓN Y DE OBTENER PRONTA RESPUESTA. En otro orden 
de ideas, el recurrente aduce violación a su derecho de petición y de obtener pronta respuesta, dado 
que el Alcalde Municipal de Flores, a la fecha de interposición del presente recurso no había 
contestado la gestión formulada con el propósito de obtener información referente a los estudios o 
evaluaciones ambientales que justifiquen un aumento en el flujo de las aguas de escorrentía, el 
estudio de la capacidad hídrica del río. Sin embargo, no consta el correspondiente sello del acuse de 



recibido en dicha gestión, de donde no puede tenerse por presentada, de allí que el recurso deba ser 
declarado sin lugar en cuanto a ese extremo.  

XII.- CONCLUSIÓN. Como corolario de lo expuesto, lo procedente es declarar parcialmente con 
lugar el presente recurso de amparo en cuanto a la violación al derecho a la vida y a un ambiente 
sano y ecológicamente equilibrado, al acreditarse una omisión por parte de las autoridades 
recurridas en evaluar oportuna y precautoriamente la actividad ejecutada, poniendo en peligro el 
derecho de todos a gozar de un ambiente sano y equilibrado. El recurso se declara sin lugar al no 
haberse acreditado la violación al derecho del recurrente a obtener pronta respuesta.  

Por tanto:  Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. Se ordena a Carlos Manuel 
Rodríguez Echandi, Virginia Céspedes Gaitán, Jorge Isaac Herrera Paniagua, Víctor Víquez 
Bolaños, Javier Carvajal Molina, Omar Trigueros Salas, Marvin Murillo Garro, Edgar Allan Benavides 
Vílchez y Olman Chacón Garita , o a quienes ocupen los cargos de Ministro del Ambiente y Energía, 
Directora de la Región Central Norte del Ministerio de Salud, Alcalde Municipal de San Rafael de 
Heredia, Alcalde Municipal de Belén, Alcalde Municipal de Heredia, Alcalde de Barva, Alcalde de la 
Municipalidad de Flores, Gerente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la 
Empresa de Servicios Públicos de Heredia, Sociedad Anónima y Subgerente del Instituto 
Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, cumplir con las recomendaciones ordenadas a las 
autoridades recurridas en los informes finales emitidos por la Defensoría de los Habitantes, Nos. 
1825-23-97 y 09653-23-2000-QJ, así como las disposiciones técnicas ordenadas por el Gerente 
General de Servicios Municipales a.i. de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la 
Contraloría General de la República en el informe No. DFOE-SM-106/2004 sobre los resultados del 
estudio efectuado en la Municipalidad de Flores, en relación con el otorgamiento de permisos de 
construcción, el manejo del acueducto municipal y el alcantarillado pluvial y su impacto en el 
crecimiento urbano de ese cantón, todo este e n el término improrrogable de TRES MESES, contado 
a partir de la notificación de esta resolución. Pasado este plazo, deberán las autoridades recurridas 
coordinar entre sí la presentación de un único informe cada seis meses acerca de las acciones 
tomadas, dirigidas a la erradicación de los problemas ambientales acusados por el recurrente. Se le 
advierte a Carlos Manuel Rodríguez Echandi, Virginia Céspedes Gaitán, Jorge Isaac Herrera 
Paniagua, Víctor Víquez Bolaños, Javier Carvajal Molina, Omar Trigueros Salas, Marvin Murillo 
Garro, Edgar Allan Benavides Vílchez y Olman Chacón Garita , o a quien ocupe el cargo, que de no 
acatar la orden dicha, incurrirán en el delito de desobediencia y, que de conformidad con el artículo 
71 de la Ley de esta jurisdicción, se le impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a 
sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un 
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más 
gravemente penado. Se condena al Estado, a la Municipalidad de San Rafael de Heredia, a la 
Municipalidad de Heredia, a la Municipalidad de Barva, a la Municipalidad de Flores y al Instituto 
Costarricense de Acueductos y Alcantarillados al pago de las costas, daños y perjuicios causados 
con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de 
sentencia de lo contencioso administrativo. Asimismo, se condena a la Empresa de Servicios 
Públicos de Heredia al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven 
de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil.   Se declara 
sin lugar el recurso en cuanto a la violación al derecho de petición y de obtener pronta respuesta. 
Notifíquese la presente resolución a Carlos Manuel Rodríguez Echandi, Virginia Céspedes Gaitán, 



Jorge Isaac Herrera Paniagua, Víctor Víquez Bolaños, Javier Carvajal Molina, Omar Trigueros Salas, 
Marvin Murillo Garro, Edgar Allan Benavides Vílchez y Olman Chacón Garita o a quien ocupe el 
cargo de Ministro del Ambiente y Energía, Directora de la Región Central Norte del Ministerio de 
Salud, Alcalde Municipal de San Rafael de Heredia, Alcalde Municipal de Belén, Alcalde Municipal 
de Heredia, Alcalde de Barva, Alcalde de la Municipalidad de Flores, Gerente con facultades de 
apoderado generalísimo sin límite de suma de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, 
Sociedad Anónima y Subgerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados , en 
forma personal .  

Mediante este Voto de la Sala Constitucional, se condena a las municipalidades de la cuenca del Rio 
Quebrada Seca o Burio y en el caso de Belén, se obvia al brindarse el desfogue de 300 viviendas al 
Rio Quebrada.  Con la agravante de que por las razones ya conocidas del 13 de junio del 2007, y las 
graves inundaciones ocurridas en Belén, se decretó una emergencia nacional para paliar los efectos 
en los mismos cantones aledaños a la cuenca del Rio Quebrada Seca o Burio.  Por otra parte, no se 
puede dejar de lado, la aparición de nuevos hechos posteriormente a la denegatoria de la solicitud 
de agua original y dado que es obligación municipal el velar por la salud pública y el interés colectivo 
en la prestación de sus servicios, el Reglamento para la Operación y Administración del Acueducto 
de la Municipalidad de Belén señala:  

Artículo 5º DE LOS PRINCIPIOS DE LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO. 
La Municipalidad prestará sus servicios de conformidad con los principios fundamentales del servicio 
público, para asegurar su continuidad, eficiencia, adaptación a todo cambio en el régimen legal o en 
la necesidad social que satisfacen y la igualdad en trato de los usuarios, para el cumplimiento de lo 
anterior, se observará lo siguiente: 

B- Se podrá restringir, regular o racionar el suministro y el uso del agua, cuando la Salud Pública y el 
interés colectivo lo hagan necesario. Para tal efecto el Alcalde Municipal queda facultado para dictar 
las medidas necesarias para que dicha situación sea lo menos perjudicial, deberá informar al 
Concejo Municipal dichas medidas 
 
Situación que lleva a considerar la contaminación del agua en Belén con prueba científica.  El 
lunes 28 de febrero de 2005 los regidores fueron convocados a una reunión de emergencia por el 
Señor Alcalde, para informarlos de una contaminación por hidrocarburos en el pozo AB-1089 de la 
ESPH en el Barreal de Heredia. La grave amenaza que significa para miles de personas en el 
cantón de Belén y cientos de miles en el Área Metropolitana, se debe a que  el mencionado pozo 
excede con creces los limites permitido según la OMS y fue cerrado, además las corrientes 
subterráneas se difunden hacia el Sur Oeste, llevando la mancha de contaminación con rumbo a 
Cariari y La Asunción, al extremo que uno o dos pozos ubicados allí ya muestran niveles que 
exceden los máximos para su potabilidad, y no conoce hasta donde pueda llegar. Otros pozos y 
fuentes ya muestran indicios de contaminación  en lugares como Los Arcos, La Asunción, San 
Antonio y eventualmente  Puente de Mulas, fuente de la que depende el abastecimiento del AyA 
para cientos de miles de personas en el Área Metropolitana. Esto ha obligado a reuniones de 
emergencia, con todos los organismos involucrados, en cuenta el Ministerio de Salud, Acueductos y 
Alcantarillados, MINAE, RECOPE, Empresa de Servicios Públicos de Heredia, Ministerio Publico, 
SENARA, UCR y Municipalidad de Belén.  Dentro del Plan de Contingencia que se maneja esta el 



abastecimiento de las zonas afectadas por los hidrocarburos, mediante conexiones de emergencia 
con el agua y los pozos del acueducto municipal del distrito de La Ribera. Lo que obviamente 
introduce una variable desconocida sobre este y sus posibilidades.  
Referencias: 
 
1. Informe situación 2, Contaminación por Hidrocarburos del Acuífero Colima Superior, Municipalidad 
de Belén, Dirección de Servicios Públicos 
 
2. Contaminación de Hidrocarburos en el Pozo AB-1089, ESPH. S.A., Servicio Nacional de aguas 
Subterráneas, Riego y Avenamiento, Área de Aguas Subterráneas. 
 
3. Publicación del periódico La Nación, Domingo 29 de mayo de 2005, primera plana, Páginas 4-A y 
5-A 
 
Por otra parte, en lo referente a la contaminación por nitratos del Manantial de San Antonio, 
alimentado por el Acuífero Barba y del que se abastece todo el distrito de San Antonio. Si bien los 
promedios están peligrosamente cerca del máximo tolerable para la salud, según AyA y la OMS, en 
sus picos máximos, tal como lo ha determinado el Laboratorio Central del AyA en informe, que hasta 
ahora conocemos, que  ya en 1993 había recomendado su cierre,  y el estudio del Laboratorio de 
Idreología de la Universidad Nacional, han estado por encima del máximo aceptable para la salud, 
haciendo que el agua NO SEA POTABLE en esos momentos. Lo que es inaceptable, porque la 
gente debe tomar el agua en todo momento, comprobando así, científicamente, que está en riesgo el 
abastecimiento de agua de San Antonio de Belén, lo que compromete de una manera aún mas 
grave la disponibilidad del acueducto municipal de La Ribera.  Igual problema de nitratos afecta en 
forma parecida a la fuente de Ojo de Agua, cuya agua proviene igualmente del Acuífero  Barba, y 
que abastece los lugares paralelos a la línea del tren hasta llegar a Puntarenas. 
 
Pero además, en el Informe de la Comisión de Expertos de máximo nivel, que investigó el reciente 
episodio de contaminación en la fuentes de Puente de Mulas (2001) , que fue de conocimiento 
publico, que recibe influencia del Acuífero Barba y el Colima Superior, generó una contaminación 
elevada por coliformes fecales que enfermó a cuando menos 300,000 personas, se señala que, si 
bien no se pudo determinar el punto exacto de la contaminación, si se determino que se produjo en 
el cantón de Belén, y ello afectó a la población del Área Metropolitana que abastece la fuente de 
Puente de Mulas (Escazu, Alajuelita, Hatillos y otros puntos del sur de San José).  Todos estos 
hechos son públicos y notorios, por lo que en rigor no requieren siquiera prueba, según lo dispone el 
artículo 307.2 de la Ley General de la Administración Pública, pero de todas maneras su prueba 
documental directa consta en los documentos que sirven de base para este acuerdo y que se 
acompañan como parte del expediente administrativo.  Documentos probatorios: 
 
 1-Delimitación de las zonas de Protección a los Acuíferos en el área de Influencia del Manantial de 
Belén, San Antonio de Belén, Heredia, Costa Rica. SENARA, Sept. 1994 
 2-Análisis Sectorial de Agua Potable y Saneamiento en Costa Rica, Julio 2002 
 3-Publicación del Periódico la Nación, página 4-A del 14 Abril 2005 
 4-Documento emitido por Laboratorio de Hidrológía Ambiental 



 5- Informe de la Comisión de Expertos que estudió el episodio de contaminación en el Área 
Metropolitana. 
 6-Articulo Opiniones-UNA Dr. Freddy Pacheco 
 6-Periódico Mensual ESTACION 5 de Mayo, Pág. 5 
 7-Suplemento HEREDIA EN LA NACIÓN del 6 al 19 Mayo 2005, Pág. 4 y 5 
 8-Periódico Mensual ESTACION 5 de Junio, Pág. 2 
 9-Periódico La Nación 5 de mayo de 2005, Pág. 27ª 
10-Editorial del periódico La Nación del jueves 2 de junio del 2005,Pág. 29ª 
11-Informe del Laboratorio de Acueductos y Alcantarillado, que ya desde el año l993, había 
recomendado cerrar el acueducto principal de San Antonio. 
12 –Informe del Laboratorio de Hidrología de la Universidad Nacional, suscrito por la Dra Jenny 
Reynolds. 
 
Pero además, y por si fuera poco, en el memorando UA-221-2004 del 13 de Mayo de 2004, de la Lic. 
Annette Solano, dirigido al Alcalde Municipal, se le advirtió de la grave contaminación que se 
descarga en las aguas de los ríos del cantón, incluso con metales pesados y sustancias 
cancerigenas, producto de que más de la mitad de las industrias, asentadas en Belén, lanzan sus 
desechos sin tratamiento adecuado. Agravando la situación el hecho de que la doctora Reynolds 
encontró, en su estudio,  triclorometano, diclorometano, tetracloroeteno, tricloroeteno y 
dibromoclorometano, compuestos orgánicos volátiles (VOC) altamente peligrosos para la salud 
humana, que reflejan un mal manejo de los desechos industriales.  Dada la intercomunicación de 
tales cauces con las aguas subterráneas y las condiciones de fracturamiento y de carácter 
escoriaceo y brechoso de las lavas del acuífero Barba, lo hacen uno de los tipos rocosos más 
permeables del área de donde brotan los mayores manantiales conocidos fuera del cañón del río 
Virilla. 
 
Todo lo cual refleja una situación de verdadero desastre y una grave amenaza para el suministro de 
agua potable a todo el cantón, además de lo que se dijo en relación con el suministro de agua 
potable al Área Metropolitana Central. Todo lo cual obliga, con el carácter de máxima prioridad a 
revisar toda la situación en su conjunto, y a establecer las reservas del caso. 
Referencias: 
 
1-Memorando UA-221-2204 
2-Documento del Laboratorio de Hidrología Ambiental de la Universidad Nacional 
 
Por todo lo anterior resultan obvias las inevitables repercusiones sobre la disponibilidad de agua de 
La Ribera, acueducto del que pretende abastecerse el Proyecto en cuestión. 
 
El orden público sanitario. El orden público sanitario es parte esencial del orden público general, 
cuyo sostenimiento es el fundamento mismo del Estado, según lo estableció nuestra antigua Corte 
Plena y la actual Sala Constitucional:  " …“orden público” es el conjunto de principios que, por una 
parte, atañen a la organización del Estado y su funcionamiento, y, por otra, concurren a la protección 
de los derechos del ser humano y de los intereses de la comunidad, en un justo equilibrio para hacer 
posible la paz y el bienestar de la convivencia social" (Corte Plena, sesión extraordinaria del 26 de 
agosto de 1982).(También ver Considerando XX del voto número 3550-92 de la Sala Constitucional).  



En la materia que nos interesa el orden público sanitario está conformado por la  Ley General de 
Agua Potable, la Ley General de Salud y el Código Penal (artículo 261), normas que conforman un 
bloque de legalidad prioritario en la materia.  Según esa normativa está prohibido contaminar el agua 
que se usa para consumo humano pues es un bien de utilidad pública, y su utilización para esos 
fines tiene prioridad sobre cualesquiera otros.  Prohibiéndose a su vez realizar todo tipo de 
actividades que puedan producir la contaminación o el deterioro sanitario de los manantiales y las 
cuencas hidrográficas que sirvan a los establecimientos de agua para uso humano. Los funcionarios 
encargados de prevenirlo pueden incurrir en delito, además de otras responsabilidades, si no lo 
hacen según la culpa por omisión que establece el artículo 18 del Código Penal.  En el caso 
presente existen elementos de juicio que señalan factores de contaminación que amenazan la 
potabilidad futura del agua, los cuales deben ser primero analizados a profundidad para determinar 
lo pertinente.  Por lo tanto cualquier autorización que ponga en riesgo ese orden público sanitario, 
debe considerarse como prohibida a la luz de lo establecido por el artículo 18. 2. de la Ley General 
de la Administración Pública (LGAP). 
 
“Salus Populus, Suprema Lex Est”. “La salud del pueblo es la suprema ley del Estado”, el viejo 
adagio romano, es uno de los pilares del concepto del orden público sanitario, de la conducta del 
Estado en lo pertinente, de los derechos a la vida y a la salud de los ciudadanos, todo ello como 
principios básicos en nuestro sistema constitucional.  Porque, ¿para qué Estado y 
ordenamiento político y constitucional, si no pudiera garantizar ni la salud del pueblo, y si con 
cualesquiera actos irresponsables se pudiesen evadir?  Precisamente por eso la Sala Constitucional 
ha implantado el PRINCIPIO PRECAUTORIO o IN DUBIO PRO NATURA (principio 15 de la 
Declaración de Río, cfr. voto 5893-95) como parte esencial del derecho a la salud y al medio 
ambiente, de manera que en materia de salud pública no se pueden correr riesgos de ninguna 
especie.   Ese principio obliga a la autoridad pública a verificar si lo dicho por los expertos es 
verídico de previo a resolver lo que corresponda, y proceder mutuo propio a realizar los estudios 
necesarios para determinar si va a existir agua en el cantón para un suministro en calidad y cantidad 
suficiente.   
 
La Sala Constitucional ha indicado reiteradamente que:  “Debe tenerse en cuenta además, que esta 
Sala en sentencia No. 5893-95 consideró que"...el principio precautorio (principio 15 de la 
Declaración de Río), según el cual, "con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán 
aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de 
daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del 
medio ambiente." De modo que, en la protección de nuestros recursos naturales, debe existir una 
actitud preventiva, es decir, si la degradación y el deterioro deben ser minimizados, es necesario 
que la precaución y la prevención sean los principios dominantes, lo cual nos lleva a la 
necesidad de plantear el principio "in dubio pro natura" que puede extraerse, analógicamente, 
de otras ramas del Derecho y que es, en un todo, acorde con la naturaleza." Por lo anterior, 
cuando se pretenda realizar proyectos como en este caso, éstos deben contar con un estudio serio y 
pormenorizado, que permita prever cualquier efecto secundario que pueda producirse en el medio 
ambiente y en la salud humana, ya que si bien es cierto, estos proyectos van dirigidos a mejorar el 
servicio público que se les brinda a los administrados, ello no debe ir en perjuicio de otras áreas 
mucho más importantes, por lo que el costo de oportunidad debe medirse en forma diligente, 



oportuna y responsable.” (Sala Constitucional, Res: 07618-99 de las dieciséis horas con nueve 
minutos del cinco de octubre de mil novecientos noventa y nueve).  
 
Asimismo, la Sala Constitucional en numerosas ocasiones ha tenido la oportunidad de hacer 
mención al contenido esencial del derecho a un ambiente sano como derivado del artículo 50 de la 
Carta Magna. Y como consecuencia de ese desarrollo esta Sala ha establecido que la 
contaminación de las aguas constituye una infracción a los derechos fundamentales a la salud y a un 
medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado (Cfr. resoluciones 1405-94, 5691-98, 2000-
03536, 2000-9735, 2000-10981, 2001-1882 y 2001-3840 entre muchas otras).  En efecto, si es 
necesaria precaución cuando se pone en riesgo el medio ambiente, dicha precaución debe ser 
extrema cuando lo que se intenta salvaguardar es la salud de los habitantes, bien jurídico supremo 
que debe orientar la actuación administrativa “Salus Populus, Suprema Lex Est”.  Al resolver el 
recurso de revocatoria presentado por la empresa contra el citado acuerdo que el Tribunal anuló, el 
Concejo ya puso en conocimiento de los interesados los indicios que ahora han sido confirmados 
como hechos nuevos fundamentales, mediante el acuerdo que resolvió dicha revocatoria, tomado en 
su sesión N° 36-2005 articulo 7 del 14 Diciembre de 2005, que se les notificó, en el cual se detalla la 
alegación. Por lo cual desde hace meses conocen los interesados dichos hechos nuevos. Sin 
embargo, en cumplimiento de lo acordado por el Tribunal, se procede a notificarles la contaminación 
por hidrocarburos que afectara dos distritos del cantón, así como el preocupante nivel de nitratos en 
las fuentes de San Antonio que abastecen el centro del cantón, y que en sus picos máximos hacen 
impotable el agua, lo que obliga a reservar en condición de reservas de emergencia, el agua del 
acueducto de La Ribera de Belén,  del cual el proyecto planeaba abastecerse.  
 
QUINTO: Que con posterioridad, y como desarrollo y confirmación de lo que ahí se indicó, ha 
ocurrido lo siguiente: a) se ha elaborado por esta Municipalidad un Plan de Contingencia que prevé 
una línea de emergencia, que toma el agua del acueducto de La Ribera para  abastecer la parte nor-
este y sur-este del cantón afectada por la contaminación por hidrocarburos (Plan que consta en el 
documento aprobado por este Concejo en su sesión 10-2006 del 21 de Febrero de 2005); b) la 
Comisión Nacional de Emergencias ha declarado toda esta situación como EMERGENCIA 
NACIONAL, e incorporando y haciendo suyo  el citado Plan de Contingencia, ha tomado cartas en el 
asunto por la gravedad de la situación, tal como consta en la respectiva declaración, aparecida en La 
Gaceta  No 237 del 8 Diciembre de 2005 , Decreto N° 32797-MP-S donde expresa que esa 
contaminación se ha venido extendiendo por el acuífero subterráneo y se desconoce la pluma de 
contaminación, pero está probado que está extendiéndose y no se sabe hasta donde va a llegar esa 
mancha y que no ha sido posible ni para el AyA, la Empresa de Servicios Públicos de Heredia 
(ESPH), el SENARA, el Ministerio de Salud, RECOPE, la UCR, y esta Municipalidad controlarla.  Sin 
embargo, muy a pesar de las medidas precautorias tomadas por la Comisión Interinstitucional, no se 
ha podido controlar la contaminación de las aguas y suelos por los medios ordinarios de que dispone 
el Gobierno y esta situación se agravó con la aparición de gasolina, además del otro hidrocarburo 
encontrado inicialmente (diesel, aceites y grasa lubricantes pesadas) lo que convirtió el que era un 
problema cantonal en una emergencia nacional que repercute en el desarrollo urbano e industrial 
de todo el país.  Esto viene a confirmar la gravedad de la emergencia con base en la cual tomo la 
Municipalidad el acuerdo. 
 



SEXTO: Que en cualquier caso, de acuerdo con el Reglamento de la Política de Regulación de 
Crecimiento Urbano, gaceta 124 del 25 Junio de 2005 y gaceta 19 del 13 Septiembre de 2005, 
promulgado por esta Municipalidad desde el 2003, o sea antes de  la presentación de este proyecto, 
en las urbanizaciones mayores de 40 casas –que es el caso – corresponde al urbanizador, como 
obligación a su cargo, y no a esta Municipalidad, garantizar el suministro del agua potable, lo que no 
ha ocurrido. 
 
SETIMO:  Que la Sala Constitucional ya ha dicho (Voto  Linda Vista N° 1923-04)) que es obligación 
de la Municipalidad velar por la legalidad de todas las actuaciones previas, incluso de otros 
organismos y entidades, ya que la responsabilidad final del permiso de construcción recae sobre el 
Concejo Municipal con responsabilidades penales, inclusive. 
 
OCTAVO: Que en el mismo sentido se han pronunciado los Tribunales Penales que incluso han 
llegado  a condenar penalmente a los regidores del vecino cantón de Santa Bárbara por no hacerlo, 
según consta en la sentencia firme N° 157-2005  de las nueve horas del veintitrés de mayo del dos 
mil cinco del  Tribunal de Juicio de Heredia.  Como se le indicó a Grupo Roble y a este Tribunal, y 
ahora se confirma, la emergencia sanitaria en Belén tiene dos causas: 
 
a) La primera consiste en que el Manantial de San Antonio que abastecen todo el centro del 

cantón, muestran un nivel de nitratos que en los picos altos sobrepasa con mucho los 
niveles máximos más allá de los cuales el agua deja de ser aceptable para el consumo 
humano, y la emergencia consiste en que esta municipalidad se ve forzada a mantener el 
abastecimiento en esas condiciones en tanto no cuente con una fuente sustituta, lo cual obliga 
a reservar el acueducto de La Ribera.   

b) La segunda, ahora declarada emergencia nacional es la contaminación con diesel, 
gasolina, aceite y grasa lubricante pesados  que ya afecta y se extiende con efectos 
impredecibles a  “Cariari”, ¨La Asunción, y eventualmente también a las fuentes de Puente de 
Mulas que abastecen el acueducto de San José, por lo que ha sido objeto del decreto de 
emergencia nacional por el Poder Ejecutivo. 

 
No obstante, obviando este serio problema de salud pública, que afecta a todo el cantón, GRUPO 
ROBLE y otros desarrolladores, en violación del orden público sanitario y sus propios deberes, han 
pretendido pegarse al acueducto de La Ribera, del que en las presentes circunstancias de 
emergencia, disponer resultaría no sólo temerario, sino que para que a los munícipes responsables 
podría acarrearles responsabilidad penal por las implicaciones de lesión a la salud pública 
que ello conlleva.  Como bien dice el Decreto de Emergencia la salud de la población es un bien 
de interés público superior tutelado por el Estado, quien debe velar por la protección de la vida, la 
seguridad de los habitantes y en general la conservación del orden social, y en aras de su 
preservación se hace necesario tomar medidas excepcionales para enfrentar el peligro, entre ellas el 
rechazo precautorio que tanto molesta al recurrente. La salud y la vida – en este caso de los 
habitantes de todo Belén -  están por encima de cualesquiera intereses económicos. 

 
Más recientemente, se da la noticia publicada en el Diario La Nación de fecha     en relación a la 
contaminación con cromo experimentada en el agua de la Naciente Los Sánchez, de la cual se 



pretendía abastecer el Proyecto Los Mangos, lo cual reafirma la señora Ministra de Salud, en 
entrevista en el mismo diario de fecha 2 de julio del año en curso.     

POR TANTO: 

El Presidente Municipal, Francisco Villegas somete a votación,  denegar la disponibilidad de agua al 
Proyecto Grupo Roble. 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA: Se acuerda denegar la solicitud de 
disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio la Arboleda, presentado 
por GRUPO ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A, cedida a Urbanizadora Monte Bello 
representada por el Sr. Álvaro Solera González, por no cumplir requisitos exigidos para el 
otorgamiento de la misma. 

ARTICULO 4 Dispensar de trámite de Comisión el permiso de construcción de Urbanizadora Monte 
Bello. 
 
El Presidente Municipal, Francisco Villegas informa que, al igual que el punto anterior, esta solicitud 
de permiso de construcción  de Urbanizadora Monte Bello no ha sido visto por ninguna Comisión y 
se debe dispensar de trámite.  Por lo que se va ha someter  a votación el dispensar de trámite de 
Comisión.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Dispensar de trámite de Comisión 
de Obras, la solicitud de  permiso de Construcción de Urbanizadora Monte Bello. 
 
ARTICULO 5. Discusión Grupo Roble, b) Permiso de Construcción de Urbanizadora Monte Bello. 
 
El Regidor Propietario, Juan Carlos Murillo exterioriza que, con lo que respecta al permiso de 
construcción de la Urbanizador Monte Bello, talvez valdría la pena enumerar algunas cosas, unas ya 
se han mencionado; el proyecto original lo presenta el Grupo Roble cuando el Concejo anterior no le 
da la disponibilidad de agua, el Grupo Roble desiste de continuar con el proyecto, pero casi  
simultáneamente la Urbanizadora Monte Bello, que es la  propietaria del terreno, le plantea a este 
Concejo el permiso de Construcción, prácticamente del mismo proyecto, señalando en este caso 
que cuentan con un pozo para abastecer el proyecto de 300 viviendas, éste pozo dentro de la 
documentación que ellos presentan,  originalmente  tiene una resolución del MINAE que señala que 
tiene una concesión de agua a partir del año 2001, por 10 años, o sea que en el año 2011 concluye; 
tiene una capacidad de 7.3 litros por segundo, para un uso de riego doméstico y lavado de 
maquinaria.  Pues bien en el transcurso de la presentación de este proyecto también ha habido, por 
parte de la empresa, una serie de planteamientos de recursos, etc. Resulta que se nos dice que con 
ese pozo estaríamos abasteciendo un proyecto de 7 filiales en condominio para aproximadamente 
300 viviendas y que,  además de eso ante la situación de contar con una sola fuente de 
abastecimiento, el planteamiento para una contingencia en caso de que el pozo fallara sería pegarse 
al acueducto de La Ribera; allí tenemos dos aspectos en primera instancia, para empezar por el 
pozo, para poder que ese pozo pueda abastecer un proyecto de 300 viviendas debía y según lo 
señala un hidrogeólogo, para un estudio de la empresa en mención,  debía haber solicitado una 



modificación del uso ante el MINAE, cosa que al día de hoy no se ha hecho para poder abastecer un 
proyecto de 300 viviendas; el uso doméstico que se nos ha indicado en muchas oportunidades, que 
es la que estaría dándole viabilidad al agua del proyecto, resulta que para los efectos en que fue 
dado, el uso doméstico tal como el MINAE lo utiliza y que fue muy común en nuestro Cantón, es que 
en una finca, lógicamente había una casa del patrón y otra de los  peones, generalmente ese uso 
doméstico, en la forma en que fue dado más o menos cubría 10 viviendas, con eso se nos ha dicho 
que va ha abastecer 300 viviendas.  Si por otro lado, agregamos que el plan de contingencia sería 
pegarse al acueducto de La Ribera, o sea Ribera Abajo y Ribera Arriba, tal como lo señala el 
informe, ya vimos que técnicamente no hay capacidad para hacerle frente, entonces desde ese 
punto tenemos  para empezar, dos  problemas. De igual forma, en este caso y como nos señalaba la 
Regidora Rosemille anteriormente, no podemos obviar el voto 4050 de la Sala IV que, condena a los 
Municipios con causes en el Río Quebrada Seca, a Acueductos y Alcantarillados, al MINAE, al 
SETENA, etc., con respecto a lo que son los desfogues en el Río Quebrada Seca, y si a eso le 
agregamos lo sucedido recientemente el 13 de junio en este Cantón, y que llevó a un decreto 
Nacional de Emergencia a los cantones que están en la cuenca del Río Quebrada Seca, me parece 
que son razones suficientes y de bastante peso como para que no se otorgue el permiso de 
construcción a este proyecto.   
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton recalca que,  otro dato importante es que todos 
ustedes saben o están informados de que  en estos momentos estamos en un  proceso de 
actualización del Plan Regulador, la actualización del Plan Regulador, casualmente se hace para 
tener nuevos criterios,  más actualizados, que realmente determinen cual es el impacto que un 
proyecto urbanístico, industrial o comercial pueden tener, el impacto económico, social, vial y 
también el impacto ambiental o ecológico, en este momento cuando estamos casualmente se ha 
hecho un gran esfuerzo acá para que se aprobara un transitorio para evitar que se aprueben este 
tipo de proyectos, mientras tenemos los criterios técnicos actualizados para saber realmente cuales 
son esos impactos.  Si el Plan Regulador tiene en estos momentos 10 años o 11 años, al fin y al 
cabo, los criterios técnicos que se están utilizando para decir que hay proyectos que si cumplen, 
técnicamente podríamos decir que están desactualizados; entonces realmente en que medida puede 
afectar este tipo de proyectos a todo el Cantón de Belén, no veamos los dos puntos concretos como 
lo es la disponibilidad de agua  y también los desfogues al Quebrada Seca, veamos integralmente el 
desarrollo del Cantón que todos los belemitas queremos tener a un futuro.  Cuál es el desarrollo del 
Cantón que nos permite vivir con calidad de vida, con recursos naturales, con recursos hídricos 
limpios en cantidad, en calidad, que nos permitan realmente vivir y que nuestros hijos y las futuras 
generaciones realmente puedan disponer de un espacio agradable para vivir en este Cantón.  Aquí 
no se esta discutiendo nuevamente, solo  lo que es legal o no, sino lo que es ambientalmente 
sostenible y moralmente aceptable para todos los habitantes del Cantón de Belén, es el futuro de 
nosotros lo que estamos debatiendo señores.  
 
El Presidente Municipal, Francisco Villegas expresa que, siendo parte de este grupo de gente 
afectada, podría decir subjetivamente muchas cosas, preferiría ser lo más objetivo posible, en 
solidaridad con todos los belemitas que perdieron sus haberes y sobre todo con el temor, cada vez 
que llueve de lo que pasa en el Río Quebrada Seca.  Creo que este proyecto por las 
argumentaciones que dice el compañero Juan Carlos Murillo, de tener el desfogue hacia el Río 
Quebrada Seca en uno de los puntos más críticos del río, cuando el río empieza precisamente a 



hacer estragos en la población central del Cantón de Belén, no podría bajo ninguna circunstancia 
estar de acuerdo, aunque se me tilde como en algunas oportunidades de querer impedir el 
desarrollo.  El desarrollo realmente tiene como punto central  el ser humano, en ese sentido no 
podría pasar desapercibido a las 1700 personas afectadas, a las 240 familias afectadas durante esa 
situación que nos afectó a todos, creo además que legalmente no procede porque para dar un 
permiso de construcción es necesario que tenga la disponibilidad de agua, que aquí se ha votado 
que, no estamos de acuerdo en otorgar la disponibilidad de agua, que si bien el proyecto que tenía el 
Grupo Roble  es el  mismo, esta en el mismo lugar, es la misma  cantidad de casas, creo que sería 
contradictorio del todo el no brindar la disponibilidad de agua y lógicamente dar el permiso de 
construcción; creo que hay fundamentos legales  y humanos en esta situación y por ende, 
lógicamente que mi voto será para no dar el permiso de construcción a esa urbanizadora.  
 
El Regidor Propietario, Luis Orlando Rodríguez dice que,  igual que lo han expresado algunos 
compañeros, obviamente la situación que ha vivido Belén en los últimos días es para cualquiera de 
nosotros preocupante y motivo de solidarizarse y de buscar alternativas de solución razonadas 
técnicamente y lamenta lo que ha pasado con el asunto de la problemática del río y otros asuntos 
que han sucedido en el Cantón.  En posición de regidor no puedo olvidar, ni apartarme de ese tipo 
de situaciones, afortunadamente creo que con la nueva Alcaldía, se están tomando medidas que 
vienen a buscar soluciones técnicas muy razonadas, justificadas, que por diferentes razones no se 
realizaron durante años atrás, lamentablemente tuvo que pasar lo que sucedió para que se pensara 
en tomar medidas serias y efectivas que vengan a dar una solución.  Esperemos que esto venga a 
solucionar el problema del río por un largo tiempo, habrán estudios  que también tendrán que 
terminarse para tener otras posibles alternativas de solución a mediano o largo plazo, sin embargo, 
en lo personal hay una responsabilidad civil y penal que uno como regidor tiene que tomar en cuenta 
y a veces es difícil tener que tomar decisiones, analizando  todos estos resientes acontecimientos 
que han sucedido en el Cantón, pero para eso estamos aquí, tenemos una responsabilidad y nos 
guste o no, tenemos que tomar decisiones, algunas mejores que otras, pero decisiones al fin, que 
nos podemos equivocar, probablemente si, no considero tener la verdad absoluta para  decir que  no 
me he equivocado  en las decisiones que he tomado, afortunadamente en muchos años que tengo 
ya de participar en estas actividades, puedo decir que son muy pocas las oportunidades en las que 
me he equivocado y no han tenido consecuencias graves o serias para la Municipalidad  y para mi 
en lo personal, porque finalmente uno responde con su propio peculio sobre las decisiones que se 
toman y más adelante eso se le puede revertir y cobrar; así es que analizado todo el tema y este 
caso en especial después de muchas horas de invertirle estudio,  escuchar opiniones, consultar 
expertos, no ha sido fácil llegar a una conclusión  o decisión, es demasiado el volumen de 
documentación que se ha manejado, son muchos los argumentos que hay, para una u otra forma de 
tomar la decisión, entonces personalmente voy a permitirme leer las razones por las cuales estoy 
fundamentando mi voto:   
 
Belén, 5 de julio de 2007. En vista del recurso de amparo interpuesto por el señor Álvaro Solera 
González, en el que se ordena a la Municipalidad de Belén en el plazo de 15 días resolver sobre los 
acuerdos pendientes,  resoluciones No 288-2006 y 522-2006 del Tribunal Contencioso 
Administrativo, nosotros los regidores propietarios abajo firmantes manifestamos:  De previo a dar 
fundamento al voto, es importante, señalar, que todo funcionario público  debe regir su actuar en 
base al   principio de legalidad (artículo 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la 



Administración Pública). De acuerdo con este principio, toda actuación de la administración pública 
debe estar de previo autorizada por el Ordenamiento Jurídico,  por lo que nuestro voto se 
fundamenta en la normativa legal que de seguido se señala.  
 
1- SOBRE LA RESOLUCIÓN 288-2006 DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.  
Considerando lo que ha indicado la Ing. Rosa González Palma en su informe AC-187-2007 de fecha 
26 de junio del 2007, donde se señala que “Es por ello que al haber cambiado las condiciones de 
consumo durante los últimos tres años, no estar construido el almacenamiento necesario de más en 
el para la zona de la cual se iba a abastecer el proyecto, estar estática la red de distribución de 
ambos sistemas (ningún cambio, conexión o  ampliación de la red de tuberías) y no contar con todos 
mejoras propuestas por los desarrolladores en infraestructura en su momento, que esta Unidad 
técnicamente no recomienda el otorgamiento de la disponibilidad de agua”.  Avalando el 
informe oficio AC-187-2007 de la Ing. Rosa González Palma, encargada del acueducto municipal, 
ACORDAMOS: RECHAZAR LA SOLICITUD DE DISPONIBILIDAD DE AGUA A LA EMPRESA 
GRUPO ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.  
 
2-      RESOLUCIÓN 522-2006 DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.  De la 
Resolución 522-2006, el Tribunal en su calidad de jerarca impropio, nos señala:  “(..) En el caso que 
nos ocupa, las observaciones contenidas en el oficio DU-1004-2005, en vez de ir al Concejo para 
que rechazara o aprobara la solicitud, a tenor de la norma transcrita, debieron ser puestas en 
conocimiento del interesado para que supliera o aclarara cualquier requisito faltante o mal entendido. 
El no hacerlo en esta forma, si no en la relatada, perjudica al administrado y violenta su derecho a 
obtener respuesta a sus peticiones en forma pronta, tal como obliga la Constitución Política. (Artículo 
27). Las razones dichas son suficientes para declarar la nulidad del acuerdo impugnado, único 
pronunciamiento que puede realizarse en esta vía jerárquica impropia.”  De la trascripción anterior 
tenemos que se debe anular el  acuerdo Nº 7, Capítulo Segundo, tomado en las sesión ordinaria Nº 
02-2006 por la MUNICIPALIDAD DE BELÉN de diez de enero de dos mil seis, y determinar si se 
llenaron los requisitos exigidos por la misma administración municipal. 
 
Sobre este punto es claro el informe de la dirección jurídica conocido en Sesión Ordinaria No 71-
2006 celebrada el cinco de diciembre del dos mil seis, donde en las “Conclusiones y 
Recomendaciones”, el director jurídico señala al Concejo Municipal:  “En vista de lo dispuesto por el 
Tribunal Contencioso Administrativo, el permiso de construcción, No 4795-2005, debe ser analizado 
nuevamente por ese concejo municipal, tomando como insumos indispensables los informes de 
desarrollo urbano No DU-204-2005 y el DU- 097-2006, en el entendido que de acuerdo con la norma 
municipal imperante para adoptar el acto final decisorio de aprobar o improbar el respectivo proyecto 
se deberá considerar el principio de calificación único recogido en el 6 de la Ley 8220. En vista de lo 
señalado por el Tribunal Contencioso, esta Dirección Jurídica deja sin efecto la conclusión y 
recomendación d) del oficio DJ-470-2006 del 21 de noviembre del presente año.  Por último, por este 
medio recordamos que  en atención a los derechos fundamentales de todo administrado, es lo 
propio que en forma inmediata y sin delaciones ese concejo resuelva el fondo este asunto, en vista 
de los alcances del fallo que se analizó en el presente documento, como en la petición de silencio 
positivo alegada por el señor Solera González, mediante trámite 4228, a que se refiere el citado 
oficio DJ-470-2006.”   

 



Por su parte el informe técnico, (DU-097-2006) al que alude la dirección jurídica, firmado por   del 
Arq. Luis Bogantes Miranda de la Unidad de Desarrollo Urbano de la Municipalidad, el cual es 
dirigido al Concejo Municipal, y conocido en la Sesión Ordinaria número 47-2006, celebrada el 15 de 
agosto del dos mil seis,  establece:  “Se recomienda al amparo de la Ley 8220, aprobar la solicitud 
de permiso de construcción # 4795-2005, solicitada por la Urbanizadora Monte Bello S.A. para la 
construcción del proyecto de 7 Fincas Filiales Primarias Individualizadas ó lotes  que van de los 
4729,82 m2 a los 17688,12 m2 del Condominio La Arboleda, por haber cumplido con el trámite de 
planos de conformidad con el decreto No 27967-MP-S-MIVAH-MEIC publicado en el Alcance No 
49 a la Gaceta No 130 del 6 de junio de 1999 y los requisitos publicados en el Manual de 
Tramites de la Municipalidad de Belén y la normativa ambiental vigente. Además se cumplió 
con los puntos solicitados Oficio DU-204-2005 y consignado en el Acta de la Sesión Ordinaria 
No 02-2006 del 10 de enero del 2006”. (lo resaltado no es del original) 

 
Por otro lado, teniendo en cuenta que existe otro oficio  de la  Unidad de Desarrollo Urbano de la 
Municipalidad, (Oficio DU-058-2007) donde se solicita respuesta a una serie de cuestionamientos 
señalados en la Sesión Ordinaria del 29 de mayo del presente año, y teniendo en cuenta que no se 
señala por parte del funcionario, ninguna anomalía en los documentos presentados por 
Urbanizadora Montebello S.A., nosotros como regidores no encontramos fundamento  técnico o legal 
para denegar el permiso de construcción.  A pesar de que es evidente de la trascripción anterior, que 
lo procedente es aprobar el permiso de construcción, se han presentado dudas sobre todo,  con lo 
resuelto por la Sala Constitucional en el voto  4050-2005, por lo que  se acordó solicitar a la Unidad 
de Desarrollo Urbano pronunciamiento sobre este tema. Con oficio No DU-58-2007, se dio respuesta 
a la inquietud del Concejo Municipal, señalándose:  “La Sala Constitucional no deniega ni regula 
directamente la descarga de aguas, más bien le solicita a las Municipalidades tomar acciones e 
informarle.” 

 
De lo anterior, tenemos que la Municipalidad de Belén, en acatamiento a la disposición de nuestro 
más alto Tribunal,  solicitó a la  Urbanizadora Montebello S.A., como condición para la autorización 
del desfogue pluvial,  una solución técnica, con el fin de  no  afectar al río  cuando se presentan las 
crecidas. El estudio fue realizado por el ingeniero Orlando Quiros Rojas y valorado y aprobado por el 
funcionario Ingeniero Marco Vinicio Valenciano Mora. La previsión hecha por la administración 
municipal, satisface la exigencia de la Sala Constitucional, ya que no se produce afectación al medio 
ambiente y a la salud de las personas, lográndose un equilibrio entre el desarrollo económico y la 
protección del medio ambiente. Téngase en cuenta, que cuando el funcionario municipal autorizó el 
desfogue pluvial, ya se conocía la resolución de la Sala Constitucional.  No se puede pretender de 
forma arbitraria como lo pretenden algunos, denegar el desarrollo urbano, si existe una solución 
técnica para los problemas de desfogue de las aguas pluviales al  río Burio. Tal posición constituiría 
un abuso y desviación de poder por parte de los regidores. 
 
Con relación al equilibrio que debe de existir entre el desarrollo económico y el medio ambiente, la 
Sala Constitucional, en la misma resolución,  señala claramente que ambos deben de ir unidos y no 
pretenderse el descuido de uno en favor del otro, ya que ambos deben convivir de forma equilibrada. 
Con el fin de dar mayor sustento a lo antes señalado, transcribimos lo que la resolución de forma 
clara establece en cuanto a este tema:  VIII.- SOBRE EL DERECHO A UN DESARROLLO 
SOSTENIBLE Y LA NECESIDAD DE REALIZAR UN USO RACIONAL DE LOS RECURSOS 



NATURALES. Ciertamente, el hombre puede hacer uso de los recursos naturales que se encuentren 
a su disposición con el fin de satisfacer sus necesidades básicas, como medio de subsistencia y 
como fuente de ingresos; sin embargo, tal uso no puede ser de ninguna manera efectuado en 
detrimento de éstos. En otros términos, el ser humano puede hacer uso de los recursos, 
siempre que su actividad se lleve a cabo de manera proporcional, racional, más no de forma 
ilimitada o arbitraria en perjuicio del medio ambiente. Al respecto este Tribunal Constitucional en 
la resolución No. 4423-93 señaló, en lo que interesa: 

       
 “(...) Toda la vida del hombre ocurre en relación inevitable con su ambiente, en especial con el 
mejoramiento de la condición de vida que es el objetivo central que el desarrollo necesita, pero éste 
debe estar en relación con el ambiente de modo tal que sea armónico y sustentable. El ambiente, 
por lo tanto, debe ser entendido como un potencial de desarrollo para utilizarlo adecuadamente, 
debiendo actuarse de modo integrado en sus relaciones naturales, socioculturales, tecnológicas y de 
orden político, ya que, en caso contrario, se degrada su productividad para el presente y el futuro y 
podría ponerse en riesgo el patrimonio de las generaciones venideras (...)”.  Sobre la misma línea de 
argumentación, la Sentencia No. 5974-98 estipuló como sigue:  “(...) si bien el hombre tiene el 
derecho de hacer uso del ambiente para su propio desarrollo, también tiene el deber de protegerlo y 
preservarlo para uso de las generaciones futuras; pues de conformidad con el principio de "lesión", el 
legítimo ejercicio de un derecho tiene dos límites esenciales; por un lado, los iguales derechos de los 
demás, y por el otro, el ejercicio racional y el disfrute útil del derecho mismo (...)”  

       
El desarrollo sostenible, como tal, va más allá de ser un concepto meramente ambientalista, pues 
implica una adecuada y sostenida utilización de los recursos naturales para el goce y disfrute de las 
generaciones actuales, pero sin comprometer los recursos y sin poner en peligro el goce de éstos 
para las generaciones venideras. En sí mismo, el principio de desarrollo sostenible, encierras varios 
fines, como lo son los objetivos económicos promoviendo la eficiencia en la utilización de los 
recursos, sociales al pretender la limitación de la pobreza, y ecológicos al tutelar la preservación de 
los sistemas físicos y biológicos. Dichos fines deben ser tutelados por el Estado Costarricense de 
manera conjunta, logrando un equilibrio que encierra la persecución del desarrollo sostenible. (lo 
resaltado no es del original).  No cabe duda,  que la medida tomada por la administración municipal, 
es conteste con la resolución 4050-2005, lográndose equilibrio entre ambos derechos, por lo que no 
se encuentra sustento para denegar el permiso en cuanto a este tema. 
 
Por haberse cumplido con todos los requisitos  exigidos por nuestro Ordenamiento Jurídico, y con el 
fin de cumplir con la resolución de la Sala Constitución, que obliga a dar respuesta a la Urbanizadora 
Montebello S.A., en el plazo de 15 días,   los regidores abajo firmantes, ACORDAMOS: 
 
1- AVALAR LOS INFORMES TÉCNICOS DE LA UNIDAD DE DESARROLLO URBANO 

OFICIOS DU-097-2006 Y DU-058-2007. 
 

2- APROBAR EL PERMISO DE CONSTRUCCIÓN # 4795-2005, SOLICITADO POR LA 
URBANIZADORA MONTE BELLO S.A., POR LLENAR TODOS LOS REQUISITOS 
EXIGIDOS POR EL ORDENAMIENTO JURIDICO. 

 



3- ANULAR EL ACUERDO  Nº 7, CAPÍTULO SEGUNDO, TOMADO EN LA SESIÓN 
ORDINARIA Nº 02-2006. 

 
Luis O. Rodríguez González Hermes Zumbado Alfaro  Flor Trejos Villalobos 
Regidor propietario  Regidor propietario   Regidora propietaria 
 
El Regidor Propietario, Hermes Zumbado argumenta, creo que a nosotros nos corresponde tomar 
una decisión que en algún momento se pudo haber tomado, en 5 años que un proyecto urbanístico 
ha estado dando vueltas en el Concejo, la Administración, el Contencioso Administrativo y así 
sucesivamente;  nos toca tomar una decisión difícil, no es fácil pero tampoco estamos alejados a la 
situación que algunos regidores expresan que,nosotros no somos solidarios con las últimas 
emergencias que han venido surgiendo en el Cantón de Belén, en ese momento cuando se dio la 
inundación del Cantón de Belén, el día 13 de junio, , estaba en reunión de Comisión de Obras y el 
compañero Manuel Ortiz es testigo, de que inmediatamente que nos dimos cuenta de la situación 
acudimos a tratar de colaborar en la emergencia.  Mis acciones como regidor del Cantón de Belén, 
no son de llegar y decir que porque vamos ha aprobar  un proyecto como éste, no somos solidarios 
con la población belemita, más bien estamos aquí para que no se vallan al superávit  mil millones de 
colones que se han asignado, que es el recurso que ustedes pagan a través de impuestos,  se ha 
destinado directamente a ir mejorando las situación del Río Quebrada Seca, yo creo que en esto 
estamos totalmente dispuestos, en conjunto con la administración.  Hemos visto resultados con la 
labor de la Alcaldía Municipal en conjunto con la Comisión Nacional de Emergencia y algunos 
acuerdos que ha tomado el Concejo, yo creo que es parte de nuestra misión y no es que no seamos 
solidarios con la comunidad belemita.  Me apego directamente a los dictámenes que estamos 
presentando en este documento, pero yo creo que como belemita responsable de la situación que 
viven hoy las familias afectadas por la inundación, no es fácil el lento proceso, pero si estoy 
consiente de que responsablemente haré todo lo posible, en conjunto con la Administración, en el 
momento que sea necesario para  darle solvente solución al problema.  
 
El Regidor Suplente, Manuel Ortiz argumenta que, con todo respeto al documento que leyó el 
Regidor Luis Orlando, no le veo el beneficio para el Cantón de Belén, es simple y sencillamente  un 
cambio de nombre. 
 
La Regidor Propietaria, Flor de María Trejos sustenta que, al igual que mis compañeros es 
preocupante la situación de los vecinos y amigos  que sufrieron  la tragedia de lo que ocurrió con el 
Río Quebrada Seca, creo que se podía haber prevenido si se hubieran tomado medidas desde que 
ocurrió la primer desgracia; se debió haber tomado cartas en el asunto y no se hizo, y eso no es 
culpa nuestra, no estábamos nosotros aquí. Gracias a Dios nosotros tenemos ahora una 
administración dirigida por el Alcalde Horacio Alvarado, con el apoyo total del Gobierno Central; el 
Alcalde Horacio Alvarado ha demostrado su preocupación, ligereza para movilizar, para decir aquí 
estamos, vamos a trabajar, vamos a ayudar y creo que ninguno de ustedes puede en algún 
momento tener duda de que este Concejo se preocupó por la emergencia de las inundaciones, nos 
reunimos extraordinariamente para tender la mano a la misma   En este momento, apegados a los 
aspectos legales y a que es un proyecto a largo plazo, en verde, tiene agua propia y nos están 
dando la solución del embalse para esas aguas, yo creo que en la vida todo tiene solución y 
podemos ir dándolas, no podemos cerrarnos a que no existen, hay soluciones viables y técnicos 



especialistas que nos están dando sus aportes, por esa razón  no podemos esperarnos, nos toca 
tomar decisiones. 
 
El Presidente Municipal, Francisco Villegas manifiesta que, encuentra absolutamente contradictorio 
que en el punto anterior  no se permita la disponibilidad de agua,  muy bonito el discurso pero en el 
fondo no es una realidad.  Le voy a hacer una pregunta a los tres regidores que van a votar a favor 
del permiso de construcción, si se votó que no hay disponibilidad de agua para este proyecto, si la 
Ingeniera encargada del Acueducto esta diciendo que no hay disponibilidad de agua para dicho 
proyecto de donde se va ha tomar el agua para 300 casas; por otro lado, respecto al  problema del 
pozo, la concesión  inició el 4 de octubre del 2001 y finaliza el 4 de octubre del 2011, hay un 
comunicado en SENARA que tiene que ver con el estudio del agua subterráneas, que nos dice que 
el nivel de los mantos acuáticos esta bajando, o sea es mucho más lo que se extrae que lo que se 
recarga y esto es un grave problema, entonces si pensáramos que se va ha dar una  concesión de 
nuevo, es un poco difícil por esta razón técnica, entonces si tenemos un pozo que vence su 
concesión el 4 de octubre el 2011, se están hablando de cuántos años, hablamos de 4 años; 
entonces, mi pregunta es, Es qué la Urbanización va ha durar solamente 4 años?, me parece 
absolutamente contradictorio e ilegal que se de ese tipo de permiso de construcción, casualmente la 
votación siempre es la misma, dos compañeros nos oponemos precisamente a que se vea el 
beneficio de un urbanizador y no precisamente el beneficio de un comunidad. 
 
El Regidor Propietario, Juan Carlos Murillo recalca que, los compañeros tendrán sus razones para 
dar esas justificaciones, para aprobar el permiso de construcción de ese proyecto, dicen que avalan 
los informes técnicos y precisamente el DU-097-2007 de Luis Bogantes señala lo que ya en el 
informe DU-204-2006  estaba, pero además de eso, nos reitera acá y pone textos de un 
hidrogeólogo privado y se los voy a leer para que les quede claro; además al día de hoy no se ha 
hecho ninguna modificación del uso de ese pozo y para que  tengan conocimiento en el MINAE el 
pozo AB1726 tiene una licencia para un consumo humano de 0.25 litros y para riego 7.0 litros por 
segundo, esa es la concesión que tiene ese pozo y alegan la Ley 8220 y si con estas condiciones, 
sin haberse cambiado el uso y además pone como contingencia el Acueducto de La Ribera, que al 
final de cuentas nos dice que van a terminar pegados al Acueducto de La Ribera, que no les dan el 
permiso de disponibilidad de agua ahora, pero indirectamente se la están dando, esos es lo que esta 
sucediendo en este momento.  Dice el Arq. Luis Bogantes en los informes técnicos que se están 
avalando, antecedentes en el DU-204-2005, anexo No.7, constancia del Departamento de  Aguas 
del MINAE, indicando la concesión de agua por un caudal de 7.5 litros por segund, otorgado el 4 de 
octubre del 2001 para uso doméstico, riego y limpieza de equipo agrícola, correspondiente al pozo 
AB1726:  Resolución R389 aguas del MINAE, otorgando la concesión de aprovechamiento de agua 
por un plazo de 10 años y con un caudal de 7.3 litros por segundo y bajo régimen de bombeo de 12 
horas diarias, el documento es un fotocopia, tiene partes que no pueden leerse correctamente, hay 
unas observaciones, supongo que son del Arq. Luis Bogantes, que dice que no concuerda el caudal 
concedido por el MINAE, ya que el bombeo autorizado es únicamente por 12 horas diarias.  
Aclaración a respuesta Oficio R389, del Departamento de Aguas del MINAE, del 20 de enero del 
2006, aclarando que el caudal otorgado corresponde a 7.3 litros por segundo, y que dicho caudal es 
para tres usos incluyendo el uso doméstico que podrá ser explotado por el concesionario.  En el 
antecedente DU-204-2005, estudio de aforo del pozo, calidad de agua de fecha 4 de agosto del 
2004, preparada por el Ing. Álvaro Suárez Montero, hidrogeólogo, página 2, se refiere a la calidad 



del agua aseguran que es potable y segura para el consumo humano, en la página 3, en los 
comentarios finales, en el punto 4 se lee: “Este pozo tiene una concesión para aprovechamiento de 
7,5 litros por segundo durante 12 horas diarias, según resolución R-389 Aguas MINAE, del 4 de 
octubre del 2001. La concesión está dada para riego del café.  Si el agua se va utilizar para otros 
fines se deberá solicitar una ampliación al MINAE¨ , cosa que en este momento no se ha hecho y se 
esta autorizando el permiso de construcción. Observaciones: ¨Confrontando los primeros dos 
documentos del MINAE del año 2001 con el comentario anterior del estudio antes mencionado 
elaborado por el Ing. Alvaro Suárez Montero se tiene que la concesión de aprovechamiento del agua 
es por 4 meses al año, durante un período de 12 horas diarias. No quedando claro que se pueda 
abastecer un proyecto residencial con dicho pozo, por lo tanto debe solicitar la modificación de la 
Concesión de Aprovechamiento del Agua para abastecer un desarrollo residencial, previendo que el 
desarrollo de las 7 filiales se pueden segregar aproximadamente hasta en  300 lotes. Página 5, en el 
punto 4. señala “Es oportuno mencionar que este tipo de acuíferos puede ver reducida su 
potencialidad, producción y calidad tanto por factores de sobre explotación, como por la cantidad, 
distribución e intensidad de las lluvias, así como por catástrofes naturales (terremotos) o 
abatimientos regionales de los niveles piezométricos”. Y tiene una observación en el mismo 
documento que dice: ¨Considerando que el proyecto se abastece de una única fuente (pozo AB-
1726), la afirmación anterior, evidencia la vulnerabilidad de un desarrollo residencial que no cuente 
con otra fuente alternativa de suministro de agua potable, por lo tanto debe presentarse un plan de 
contingencia que presente una alternativa de agua potable ante la falla de equipo o colapso del 
pozo, para un desarrollo residencial que podría llegar hasta aproximadamente 300 viviendas, por lo 
que se recomienda la coordinación con la Unidad de Acueductos de esta Municipalidad para que la 
misma otorgue una aprobación del plan de contingencias y de la operación del pozo¨. Como ustedes 
ven la contingencia de ese pozo, que bien lo señala acá, que no cuenta con condiciones, es el 
acueducto de la Ribera y hace un rato que se aprobó no dar la disponibilidad de agua por razones 
que técnicamente no está en capacidad.  
 
El Regidor Suplente, Manuel Ortíz manifiesta que, no veo la diferencia del beneficio, para la 
colectividad del Cantón de Belén, se está comprometiendo el agua y los servicios del Cantón, 
entonces eso es lo que ellos quieren aprobar, eso es a lo que llaman desarrollo sostenible, ese 
discurso no es sano para el Cantón de Belén 
 
La Regidora Suplente, Rosemille Ramsbotton aclara que, casualmente en el  estudio del SENARA, 
que  se ha nombrado acá, voy a leer el artículo 6 y 7:  el articulo 6 dice: que en cumplimiento con las 
funciones legales que le competen al SENARA realizó un estudio técnico de la recarga potencial del 
Acuífero Colima y Barva, en el Valle Central de Costa Rica, el cual concluyen que la recarga 
potencial calculada de esto acuíferos es de 9720 litros por segundo, pero que sin embargo la 
extracción calculada por medio de pozos legales e ilegales al 31 de diciembre del 2006  fue de 9870 
litros por segundo, o sea pueden ver que en este momento la extracción de pozos que están 
perforados hacia el Acuífero de Barva y Colima, en este momento a través de pozos es superior al 
potencial de recarga que tienen estos acuíferos. En el artículo 7 dice: dicho estudio se hizo en razón 
de que el Valle Central está sometido a una gran demanda de recurso hídrico subterráneo y que 
según datos del SENARA del año 2006, las perforaciones de pozos superan la cantidad de 5198 
pozos que en este momento, que representan un 42% del total de los pozos registrados en el país 
hasta este año, esta explotación a través de los pozos viene acompañada de un cambio de uso del 



suelo que transforma áreas potenciales para las recargas de los acuíferos, cambiando el uso del 
suelo proyectos habitacionales, comerciales o industriales;  o  sea que es desarrollo sostenible 
realmente tomar una decisión de que un pozo no  puede, en este momento estar a disposición de un 
proyecto urbanístico como ya se ha dicho acá. Y otra de las razones es que, en este documento que 
tenemos nosotros, que la parte técnica de la Municipalidad hace el análisis del pozo, en ningún 
momento que capacidad tiene ese pozo para el consumo humano. Hoy  me  di la tarea de consultar 
en el MINAE y en Acueductos y  Alcantarillados, cual es el concepto de uso doméstico, porque 
algunos compañeros han dicho que el pozo puede ser utilizado para uso doméstico aparte  del riego 
y  para lavar equipo de labranza ante lo cual yo también tenía mis dudas; resultando que el uso 
doméstico es el que se da en un momento a un finquero y es nada más el que se da para riego, uso 
de su casa y para las dos o tres casas de peones, y para consumo humano es nada más el 0.25, el  
7.3  del pozo es solo para riego, casualmente si se discute la disponibilidad de agua de un proyecto 
urbanístico, como va a ser sostenible si no hay disponibilidad de agua, y a parte de esto pensemos 
en que son seres humanos los que van a venir a vivir a un proyecto urbanístico, estamos dejando de 
lado a personas que se van a ver favorecidas porque van a venir a vivir a ese lugar, en algún 
momento van a tener que ser absorbidos por todos los servicios que la Municipalidad de Belén les 
tiene que ofrecer, en el momento en que vivan aquí, son seres humanos y no esta contemplado el 
elemento humano en estas aprobaciones. En este momento las grandes luchas se dan por el 
recurso hídrico en muchos países del mundo está siendo cuestionado  este petróleo del futuro; me 
fui a Acueductos y Alcantarillados porque en el SENARA me dijeron que    no tienen potestad de lo 
que son ASADAS, en el documento se menciona que después podría conformarse una ASADA, esta 
es una asociación que maneja un acueducto rural, resulta que en Acueductos y Alcantarillados no 
hay una solicitud de conformación de una ASADA,  para la conformación se debe inspeccionar para 
que es exactamente que se está solicitando dicha conformación, y si es para un proyecto urbanístico 
podrían haber elementos para decir que no se aprueba, por lo que es demasiado vulnerable  la 
situación con respecto a aprobar un proyecto urbanístico con esas circunstancias y situaciones. 
Cuando se dice que se debe aprobar el proyecto porque  legalmente cumple con los requisitos, no 
es cierto porque vía Constitución Política, vía Código Municipal, vía Ley General de Administración 
Pública, le da a la Municipalidad la potestad de escoger su propio desarrollo y de actuar con 
discrecionalidad con respecto a la utilización a los recursos naturales, ya que los recursos naturales 
son y pertenecen a nuestro Cantón. Existe un principio el cual es el induviuo  pronatura, este dice de 
que a la más mínima duda de que algún proyecto pueda tener alguna implicación desde el punto de 
vista del ambiente, es mejor decir que no se aprueba, hasta no estar seguros de que esas 
implicaciones se van a solucionar. Entonces si todavía se tienen dudas sobre la disponibilidad de 
agua, no sabemos como se aprueba un proyecto sabiendo que no tiene disponibilidad de agua, esto 
es una irresponsabilidad. Para finalizar, el Tribunal Contencioso y la Sala Constitucional argumentan 
que, los Concejos Municipales pueden tomar decisiones de manera discrecional con respecto, sobre 
todo, a lo que tiene que ver con el recurso hídrico, y con respecto a eso ellos hacen referencia al 
artículo 15 de la Ley de la Administración Pública que dice, que la discrecionalidad podrá darse 
incluso por la ausencia de Ley en caso concreto, pero estará sometida en  todo caso a los límites 
que expresa implícitamente para lograr que su ejercicio sea eficiente y razonable, y en otro artículo 
dice que casualmente la discrecionalidad debe de ser utilizada siempre en búsqueda  del bien 
común y del bien de la colectivida, la Constitución Política también lo dice en el artículo 50, entonces 
porque sentirse temerosos de tomar una decisión contraria con respecto a eso, la situación de ese 
proyecto nos toca analizarlo  ahora, después de cinco años, cuando todas las condiciones han 



cambiado en el Cantón de Belén y tenemos familias que han salido de sus casas por la situación de 
las inundaciones por el Río Quebrada Seca, tenemos problemas de contaminación de los mantos 
acuíferos por la gasolinera, además de tener  un montón de condiciones ambientales en este 
momento muy peligrosas  y de mucho cuidado.  Para mi, no es  desarrollo sostenible así planteado, 
sin realmente un argumento muy válido técnicamente que diga como se va ha resolver el problema 
de la disponibilidad de agua del proyecto, implica que no tenemos algo sostenible para todas estas 
personas que van a venir a vivir allí, que sería  el otro lado de la moneda, como decía un compañero 
por acá. 
 
El Presidente Municipal, Francisco Villegas reitera,  a Luis Orlando, Hermes y Flor su pregunta, y 
que la contesten porque es fundamental si dijeron que la disponibilidad de agua no es  factible por 
las razones técnicas que se mencionan, que no hay en agua en La Ribera, que esta racionando el 
uso del agua doméstico en La Ribera, que si ellos avalaron el informe de Luis Bogantes y el estudio 
realizado por Álvaro Suárez, pagado por la empresa, el hidrogeólogo que dice que ese pozo no es 
factible que abastezca ese proyecto, cuando se le pregunta cuál es la medida de emergencia si la 
bomba de un pozo subterráneo falla, entonces nos pegamos al acueducto de Belén, esa es la 
medida que dan y lo dicen allí, necesito que le respondan a la gente no solo a mi, de dónde se va ha 
abastecer este proyecto con agua a  las 300 casas  y quisiera que respondieran eso.  Además 
quiero decirles, yo no se que más debe pasar en Belén para sensibilizar a la gente y lo otro es, la 
propuesta técnica es la siguiente, esas son 10 hectáreas y media de terreno y cualquiera sin que sea 
ingeniero puede saber que es una buena cantidad de tierra, las aguas llovidas de ese terreno son 
una buena cantidad de agua, irían supuestamente a una laguna, y si no se le da mantenimiento, 
llegaría a ser una pileta de tierra en la cual el agua nunca pasaría, porque no esta regulado  que 
mantenimiento que se le dará 
 
El Regidor Propietario, Luis Orlando  Rodríguez responde que, con respecto a lo que decía Juan 
Carlos a cerca del pozo, podemos verificar en el expediente hay una nota adicional del SETENA, en 
donde dice que el caudal del pozo de explotación es  de 7.3 litros por segundo y que efectivamente 
fue autorizado para 3 usos, pero después en la resolución cuando se da la concesión hay una nota 
posterior del SETENA donde aclara que, esa explotación de 7.3 litros por segundo no esta 
condicionada a ningún uso, sino que puede ser explotada por el concesionario en cualquiera de los 3 
usos todo el año, hasta el 2011.  Con respecto a lo dicho por Francisco Villegas, a cerca de la 
laguna, ese es un documento científico técnico elaborado por ingenieros, en lo personal no soy 
ingeniero y al día de hoy no tengo ningún criterio técnico de los ingenieros municipales o de otro 
ingeniero de que esta solución no sea factible, obviamente como todo en la vida, necesita también 
su operación y mantenimiento, eso sucede igual para cualquier sistema, llámese alcantarillado 
sanitario, agua potable o planta de tratamiento, ese es un asunto que para eso existe la 
Administración Municipal al igual que todos los sistemas que ha recibido esta Municipalidad, de que 
tiene que dársele el adecuado seguimiento del mantenimiento y operación, no podemos pensar en 
supuestos de que si eso se abandona obviamente va ha colapsar.    
 
 
El Regidor Propietario, Juan Carlos Murillo indica que, hasta donde entiendo, lo dice Luis Bogantes y  
el Ing. Álvaro Suárez Montero, el que debe dar esa modificación es el MINAE y no el SETENA.  El 
otro aspecto es que estamos hablando de un condominio y me disculpan, un condominio es 



diferente a una urbanización, en una urbanización  los servicios públicos son de la Municipalidad, las 
calles son de la Municipalidad y en un condominio el manejo de los servicios  es de las personas que 
viven dentro de ese condominio y tendrán que ser los responsables del acueducto, de las calles, de 
los parque y lógicamente de estas lagunas, etc.,  entonces no es responsabilidad de la Municipalidad 
de Belén velar por eso y no debería ser, porque para eso esta conformado el condominio, entonces 
la responsabilidad le queda a los que están adentro y sabemos que en muchos casos esa 
responsabilidad cae en las Municipalidades porque los condóminos no tienen capacidad  de 
administrarse internamente. 
 
La Regidora Suplente, Rosemille Ramsbotton sustenta que, con respecto al uso del pozo, es cierto 
que SETENA indica que se puede dar para los tres usos, que son uso doméstico, para riego y 
labranza, en eso no estamos discutiendo, lo que pasa es que cuando se dice uso doméstico, no 
significa para un proyecto urbanístico, tiene que cambiar el uso de pozo, y eso solamente lo autoriza 
el MINAE, en este momento en el MINAE no hay ningún permiso para cambiar el uso de ese pozo, 
no estamos discutiendo si en el momento en el que  adjudicó la concesión ésta dice que es para 
esos tres usos, pero ya les dije que significa el uso doméstico, porque no teníamos muy claro que es 
el uso doméstico, éste no va más allá de 10 casas, si pudiéramos decir que lo más es la casa del 
patrón y las casas de los peones; para que él pueda utilizar ese pozo para abastecer un proyecto 
habitacional, tiene que pedir un permiso diferente por el que fue concesionado y adjudicado el pozo; 
esto lo solicité porque quería tener una base técnica y de primera mano de que realmente es un 
pozo de uso doméstico y si existía alguna solicitud pendiente del proyecto, porque allí esta el 
número  del expediente, el número de concesionario, el expediente de la concesión y lo revisé todo,  
y si esta adjudicado a Monte Bello, pero se especifica muy bien que no ha llegado alguna solicitud al 
MINAE, para cambiar el uso del pozo para un proyecto urbanístico. 
 
El Regidor Suplente, Manuel Ortiz solicita, al Regidor Luis Orlando Rodríguez  reconsidere su 
decisión. 
 
El Regidor Propietario, Luis Orlando Rodríguez aclara que, con respecto a lo que Rosemille 
Ramsbotton esta diciendo, es claro que este proyecto se esta autorizando con agua propia, lo que 
valla a pasar en el 2011, no se lo puedo decir yo, igual las concesiones de los pozos municipales 
tienen vencimiento, igual que las concesiones de los pozos que en este momento tienen las 
empresas privadas en el Cantón, y muchos particulares que tienen pozos propios.  Sabemos que 
todas las concesiones tienen fecha de vencimiento y le corresponde al Departamento de Aguas del 
MINAE como ente regulador de las aguas subterráneas, verificar el adecuado uso que se le esta 
haciendo al agua de esos pozos y ellos son los autorizados a prolongar o no la concesión de esos 
pozos, y dependerá de los usuarios del condominio el adecuado uso de ese pozo para, el adecuado 
abastecimiento de esa urbanización, de momento lo que es claro es que el proyecto se esta 
abasteciendo de un pozo propio. 
 
El Presidente Municipal, Francisco Villegas reitera que, los argumentos que ustedes dieron del aval 
respecto a lo que decía el Arq. Luis Bogantes, él dijo que no tenía posibilidad ese pozo  y lo que dijo 
Alvaro Suárez, que ese pozo como esta no sirve para esto.  Es bastante evidente la actitud que se 
repite en el Concejo Municipal, sin dejar de decir que soy absolutamente conciente de que aquí se 



han hecho cosas buenas en este Concejo Municipal, pero cuando se trata de urbanizadoras, cuando 
se trata de intereses muy importantes la cosa cambia. 
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo en conjunto con el Presidente Municipal Francisco 
Villegas presenta la justificación formal de su voto: 

Conforme a lo dispuesto por la Sala Constitucional en el Voto 07-006500-0007-CO, procede el 
Concejo Municipal de la Municipalidad de Belén a resolver la solicitud que ha presentado 
URBANIZADORA MONTEBELLO, S.A., con el fin de que se les otorgue el Permiso de 
Construcción, trámite 4795-2005 en razón de los cual se procede a dar respuesta, con fundamento 
en las siguientes consideraciones: 

CONSIDERANDO 

1) Que la Urbanizadora Monte Bello, presento como alternativa para suministrar el agua a 
dicho proyecto, un pozo de su propiedad, amparado a resolución R-389-AGUAS MINAE del 
4 de octubre del 2001, donde le otorgan una concesión por 10 años de aprovechamiento de 
aguas para un caudal de 7,3 litros por segundo para uso domestico, riego y limpieza de 
equipo agrícola al pozo denominado AB-1726 y y bajo un régimen de bombeo de 12 horas 
diarias. 

 
2) Que según se desprende de los Oficios DU-204-2005 y DU-097-2006 del Ingeniero Luis 

Bogantes, en estudio de aforo del pozo y calidad del agua, de agosto del 2004 preparado 
por el Ing. Alvaro Suárez Montero, Hidrogeólogo, en su página tres en los comentarios 
finales en el punto 4. se lee: “Este pozo tiene una concesión para aprovechamiento de 7,5 
litros por segundo durante 12 horas diarias, según resolución R-389 Aguas MINAE, del 4 de 
octubre del 2001. La concesión está dada para riego del café de enero a abril.  Si el agua se 
va utilizar para otros fines se deberá solicitar una ampliación al MINAE.” 

 
3) Señala además que “Confrontando los primeros dos documentos del MINAE del año 2001 

con el comentario anterior del estudio antes mencionado elaborado por el Ing. Alvaro Suárez 
Montero se tiene que la concesión de aprovechamiento del agua es por 4 meses al año, 
durante un período de 12 horas diarias. No quedando claro que se pueda abastecer un 
proyecto residencial con dicho pozo, por lo tanto debe solicitar la modificación de la 
Concesión de Aprovechamiento del Agua para abastecer un desarrollo residencial, 
previendo que el desarrollo de las 7 filiales se pueden segregar aproximadamente hasta en  
300 lotes. 

 
4) El mismo informe en su página 5, en el punto 4. señala “Es oportuno mencionar que este 

tipo de acuíferos puede ver reducida su potencialidad, producción y calidad tanto por 
factores de sobre explotación, como por la cantidad, distribución e intensidad de las lluvias, 
así como por catástrofes naturales (terremotos) o abatimientos regionales de los niveles 
piezométricos”.  

 



5) Considerando que el proyecto se abastece de una única fuente (pozo AB-1726), la 
afirmación anterior, evidencia la vulnerabilidad de un desarrollo residencial que no cuente 
con otra fuente alternativa de suministro de agua potable, por lo tanto debe presentarse un 
plan de contingencia que presente una alternativa de agua potable ante la falla de equipo o 
colapso del pozo, para un desarrollo residencial que podría llegar hasta aproximadamente 
300 viviendas, por lo que se recomienda la coordinación con la Unidad de Acueductos de 
esta Municipalidad para que la misma otorgue una aprobación del plan de contingencias y 
de la operación del pozo. 

 
6) Que la información suministrada por la señora Rosa González Palma, Directora de Servicios 

Públicos a.i, en el Memorando AC-187-07 de fecha 26 de junio del 2007, dirigido al Ing. 
Horacio Alvarado Bogantes, Alcalde Municipal, indica que por haber cambiado las 
condiciones de consumo durante los últimos tres años, no estar construido el 
almacenamiento necesario de más para la zona de la cual se iba a abastecer el proyecto, 
estar estática la red de distribución de los subsistemas Ribera Abajo y Ribera Arriba (ningún 
cambio, conexión o  ampliación de la red de tuberías) y al no contar con todos mejoras 
propuestas por los desarrolladores en infraestructura en su momento, la Unidad de Servicios 
Públicos técnicamente no recomienda el otorgamiento de la disponibilidad de agua y por 
ende, tampoco podría considerarse dichos subacueductos para brindar contingencia al 
proyecto mencionado.  

Considerando 

PRIMERO: Que en memorando AC-187-07 del 26 de junio del 2007, la Directora de Servicios 
Publicos a.i, indica que por haber cambiado las condiciones de consumo de agua durante los últimos 
tres años, que al no estar construido el almacenamiento necesario de más para la zona de la cual se 
iba a abastecer el proyecto, que al estar estática la red de distribución de los subsistemas Ribera 
Abajo y Ribera Arriba (ningún cambio, conexión o  ampliación de la red de tuberías) y al no contarse 
con todas las mejoras propuestas por los desarrolladores en infraestructura en su momento, la 
Unidad de Servicios Públicos técnicamente no recomienda el otorgamiento de la disponibilidad de 
agua, lo cual por lógica nos lleva a que no se pueda considerar a los subacueductos Ribera Arriba y 
Ribera Abajo para abastecer dicho proyecto mediante la modalidad de contingencia según lo 
propuesto.  
 
SEGUNDO: Que la Urbanizadora Monte Bello presenta una concesión de explotación de un pozo, 
suministrada por el MINAE, según resolución R-389 Aguas MINAE, del 4 de octubre del 2001, para 
un aprovechamiento de 7,5 litros por segundo durante 12 horas diarias para riego del café de enero 
a abril y por 12 horas diarias, a lo cual en estudio realizado por el Ing. Adolfo Suárez Montero señala 
que no queda claro que se pueda abastecer un proyecto residencial con dicho pozo y dado que la 
modificación de la Concesión de Aprovechamiento del Agua para abastecer un desarrollo residencial 
de 7 filiales en condominio a segregar aproximadamente hasta 300 viviendas, modificación que a la 
fecha no ha sido presentado ante la administración por parte del Desarrollador y tampoco existe 
solicitud alguna en expediente 8537P del Departamento de Aguas del MINAE respecto del pozo AB 
1726 en mención. 



Por lo tanto 

PRIMERO: Por no haber sido presentado por parte de Urbanizadora Monte Bello la ampliación de la 
concesión de explotación de pozo por parte del MINAE, según lo recomendado por el Ing. Ing. 
Alvaro Suárez Montero, a fin de garantizar el suministro de agua potable a un proyecto en 
condominio de 7 fincas Filiales Primarias Individualizadas o lotes de hasta por 300 viviendas. 
SEGUNDO Porque la Ing. Rosa González Palma en su condición de Directora a.i. de Servicios 
Públicos de la Municipalidad de Belén, técnicamente no recomienda otorgar disponibilidad de agua 
para un proyecto que albergará 300 viviendas como el presentado y por ende, se intuye que no esta 
en capacidad para abastecer dicho proyecto en condición de contingencia.  

Exp: 03-001735-0007-CO  

Res: 2005-04050  

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las diez horas 
con dos minutos del quince de abril del dos mil cinco.-   Recurso de amparo interpuesto por PAUL 
VICENTE CHAVERRI GOULD, mayor, divorciado, abogado, vecino de San Joaquín de Flores, 
portador de la  cédula de identidad No. 1-434-688, contra LAS MUNICIPALIDADES DE FLORES, 
HEREDIA, SAN RAFAEL, BARBA Y BELÉN, TODAS DE LA PROVINCIA DE HEREDIA, EL 
MINISTERIO DEL AMBIENTE Y ENERGÍA Y LA REGIÓN CENTRAL NORTE DEL MINISTERIO DE 
SALUD.  

Resultando:  

1.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las 15:10 hrs. del 25 de febrero del 2003, el 
recurrente interpuso recurso de amparo contra las autoridades recurridas y manifestó que desde el 
20 de febrero del 2003, se enfrenta a una carencia de agua a una propiedad suya ubicada en San 
Joaquín de Flores, sin que el problema se haya arreglado pese a su queja ante los personeros 
municipales. Acusó que los Ríos Quebrada Seca y Burío, que por gravedad drenan las aguas de las 
comunidades de Getsemaní, Santa Lucía, San Josecito, San Rafael, Barba, San Roque, Mercedes, 
San Joaquín de Flores, La Aurora y San Antonio de Belén, han sido utilizados por las diversas 
Municipalidades recurridas como “cloacas a cielo abierto”, pese a que haberse denunciado el 
problema. Aunado a lo anterior, en dichas aguas se vierten aceites, aguas jabonosas, grasas, 
metales pesados, químicos y otro sin número de materiales contaminantes que arrojan los beneficios 
de café y las empresas ubicadas en sus márgenes, lo que causa un hedor nauseabundo a lo largo y 
ancho de los ríos y la proliferación de plagas de zancudos y aumento de roedores.  Asimismo, alegó 
que la autorización de obras al margen de éstos, alteran el ambiente. Citó, expresamente, el caso de 
la Urbanización de Santa Marta cuyas aguas, según indicó, irán directamente al río, sin que se haya 
evaluado el impacto ambiental que se producirá dada la saturación resultante. Acusó que la 
Municipalidad de Flores se ha negado a informar si dicho proyecto cuenta con la correspondiente 
viabilidad ambiental o no. También mencionó a dicha urbanización como ejemplo de la autorización 
del cambio de uso de tierra, llevada a cabo a efectos de sustituir antiguos cafetales por grandes 
masas de asfalto, concreto y techados de zinc, arrasando con ello con la cobertura boscosa. Añadió 
que el traslado de los restos de cobertura vegetal al margen del Río Burío mediante maquinaria 



pesada causa que el cauce de éste colapse. Ello provoca que se salga de sus márgenes e inunde 
los terrenos bajos aledaños, donde se encuentran casas de habitación, verbigracia, el caso de San 
Antonio de Belén, por el que ese río pasa por el centro de la localidad. Otro caso es el de los 
puentes de Santa Marta, Barrio Corazón de Jesús, de la Carretera Interamericana, de la Aurora de 
Heredia y La Rusia, pues con lluvias de cierta intensidad el río sobrepasan su nivel máximo, con lo 
que se crean grandes problemas de congestionamiento e inundaciones de las propiedades, dejando 
a la comunidad aislada, además de producir graves daños a las propiedades. Como ejemplo de la 
proliferación desmedida de urbanizaciones, citó el caso de San Francisco de Heredia, cuyas aguas 
son arrojadas a las cunetas de las calles que comunican Heredia con Alajuela, las que sobrepasan, 
rápidamente, el alcantarillado existente inundando la parte plana aledaña a la Clínica Jorge Volio, no 
permitiendo que los vecinos pueden siquiera salir de sus casas. Además, acusó que se ha solicitado 
al Alcalde de la Municipalidad de Flores que aporte los estudios o evaluaciones ambientales que 
pretendan justificar un aumento en el flujo de las aguas de escorrentía, así como un estudio de la 
capacidad hídrica del río, y los estudios de la forma en que se controlará tal modificación de la 
mecánica normal del río, sin recibir respuesta. Finalmente, manifestó que tampoco ha existido el 
debido control por parte del Ministerio del Ambiente y Energía y la Región Central Norte del 
Ministerio de Salud, lo que ha incidido en la configuración del problema descrito. Estima que lo 
señalado violenta los derechos fundamentales a la vida, propiedad y a un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado. Solicitó, como medida cautelar, que se reconecte el servicio de agua a 
la propiedad referida.  

2.- Por resolución de las 15:07 hrs. del 26 de setiembre del 2003 (visible a folios 72-76), se le dio 
curso al proceso y se solicitaron los informes a las partes recurridas.  

3.- Informó bajo juramento Carlos Manuel Rodríguez Echandi, en su calidad de Ministro del 
Ambiente y Energía (visible a folios 80-82), que no tiene competencia sobre la acusada proliferación 
de urbanizaciones. Con respecto a las denuncias por el estado deplorable de los ríos, indicó que se 
han atendido algunas presentadas por la sociedad civil, las que se han remitido a sede 
administrativa o judicial, según haya correspondido. Por otra parte, manifestó que se han estado 
impulsando programas de educación ambiental que incluyen limpieza de ríos y control de calidad de 
aire en coordinación con varias instituciones. Aclaró que, de conformidad con la normativa 
establecida, el desvío de cauces de ríos es competencia del Departamento de Aguas, en cuyos 
registros, de conformidad con la certificación que se aporta, no consta denuncia alguna presentada 
por los afectados por la situación expuesta por el recurrente, ni existen permisos para desvíos de 
ríos otorgados al proyectista. Únicamente, consta un informe que remitiera el jefe de esa oficina a 
una municipalidad no identificada, a efecto de verificar la capacidad hídrica de ríos y evitar así 
problemas con los habitantes del sitio. Apuntó que, de acuerdo a lo señalado por la Secretaría 
Técnica Nacional Ambiental, el proyecto se está tramitando, no se ha aprobado el estudio de 
impacto ambiental, y se está solicitando al proyectista una serie de requisitos. Finalmente, señaló 
que el cuidado del ambiente no es competencia de una sola institución, o sólo del Estado, sino 
también de la sociedad civil, así como que se están reiterando las instrucciones ante las diversas 
instancias a fin que se verifiquen las irregularidades acusadas y, en caso de comprobarlas, se 
presenten las denuncias correspondientes. Solicitó desestimar el recurso planteado.  



4.- Informó bajo juramento Virginia Céspedes Gaitán, en su calidad de Directora de la Región Central 
Norte del Ministerio de Salud (visible a folios 87-89), que no tenía conocimiento del problema de falta 
de agua alegado por el recurrente. Desde 1996, existen registros en sus expedientes sobre algunas 
denuncias presentadas por vecinos del cantón de Flores (San Joaquín), por la excesiva basura que 
se deposita en los ríos aledaños a sus viviendas y por el mal olor que estos residuos causan, así 
como la proliferación de artrópodos y roedores en los alrededores. Se han realizado inspecciones y 
se han girado actos administrativos contra los responsables que se han podido identificar. En 
seguimiento a las denuncias sobre residuos sólidos, se implementó un plan para mejorar el manejo 
de los residuos producidos por los Beneficios de Café en la provincia de Heredia, el cual produjo 
como resultado la disminución de los contaminantes vertidos en los cauces de los ríos citados. 
Mediante el oficio No. PM-RCN-730-2001, se solicitó a los Directores de Áreas Rectoras de Salud de 
este Ministerio en Heredia y Belén-Flores, coordinar acciones para dar atención a nuevas denuncias 
presentadas por contaminación de los ríos Quebrada Seca y Burío. A este respecto, en 1998, se 
creó la Comisión Interinstitucional del Río Burío, integrada por representantes de varias instituciones 
competentes en la materia, la que ha venido trabajando en coordinación con las diferentes 
instituciones y las municipalidades. En cuanto a las edificaciones existentes en áreas de protección, 
muchas fueron construidas antes de entrar en vigencia las leyes y los reglamentos que, actualmente, 
se encuentran vigentes, lo cual impide aplicar la ley sobre los retiros de las áreas de protección, que 
exige el Reglamento de Construcciones. Se han girado directrices a las municipalidades, para que 
se respete en las nuevas edificaciones los retiros establecidos por ley. Finalmente, en cuanto a la 
proliferación descontrolada de urbanizaciones, si bien se presentan estudios hidrológicos, éstos no 
hacen un estudio integral de las cargas que pueden soportar los cauces de los ríos indicados, 
produciendo problemas de sobrecarga, desbordamientos e inundaciones, cuando ingresa la época 
de invierno. Se ha coordinado institucionalmente para buscar una solución. Se ha hecho la 
recomendación a las municipalidades que no se aprueben más proyectos sin que existan estudios 
hidrológicos que determinen la viabilidad de estos proyectos. Solicitó desestimar el recurso 
planteado.  

5.- Informó bajo juramento Jorge Isaac Herrera Paniagua, en su calidad de Alcalde Municipal de San 
Rafael de Heredia (visible a folios 93-96), que dicha Municipalidad se encuentra trabajando en varios 
proyectos de interés entre los cuales se puede citar la elaboración del plan regulador, con el que se 
pretende definir con claridad cuáles zonas del cantón requieren de un mayor cuidado, con base en la 
riqueza de su caudal ecológico. Asimismo, dicha corporación está aplicando para incorporarse al 
plan conocido como Bandera Ecológica.  Otro esfuerzo realizado está referido al cierre técnico que 
se hizo de un botadero de basura, que funcionó como relleno a cielo abierto. Finalmente, indicó que, 
si bien sus actividades se ven limitadas por razones presupuestarias, su prioridad es proteger las 
nacientes de agua que se ubican en las montañas de San Rafael, de donde se toma la mayor parte 
del agua que abastece a la provincia, lo cual se lleva a cabo de manera eficiente. Solicitó desestimar 
el recurso planteado.  

6.- Informó bajo juramento Víctor Víquez Bolaños, en su calidad de Alcalde Municipal de Belén 
(visible a folios 214-216), que según estudios de la Universidad de Costa Rica, Belén se encuentra 
en riesgo de inundaciones en caso de lluvia con una intensidad una vez cada veinticinco años. 
Además, el 96% del área de la cuenca del Río Quebrada Seca se encuentra fuera de Belén, y el 
grado de crecimiento de urbanizaciones en esas zonas ha sido inmenso desde 1994, lo que provoca 



riesgos de inundaciones importantes en el cantón. Sobre el problema del Río Burío, la Comisión 
Permanente de Obras Públicas ha presentado varios informes, y la Unidad de Desarrollo Urbano de 
dicha municipalidad ha llamado la atención en relación con la posibilidad de autorizar descargas de 
aguas en dicho río. Consideró importante tomar en cuenta que dicha corporación cuenta con un plan 
regulador que limita el desarrollo y crecimiento urbano de dicho cantón. Finalmente, informó que ha 
iniciado la ejecución de una contratación administrativa para el diagnóstico de un “Plan Maestro del 
Alcantarillado Sanitario para el cantón de Belén”, por intermedio de la Dirección de Servicios 
Públicos. Solicitó desestimar el recurso planteado.  

7.- Informó bajo juramento Javier Carvajal Molina, en su calidad de Alcalde Municipal de Heredia 
(visible a folios 232-240), que su representada no tiene ninguna relación con las alegaciones del 
recurrente ya que en esa jurisdicción el encargado del tratamiento de las aguas negras lo es la 
Empresa de Servicios Públicos de Heredia Sociedad Anónima, lo único que dicha corporación 
aprueba son las descargas de aguas pluviales de urbanizaciones o condominios que se desarrollan 
en su cantón, que por su naturaleza no representan ningún tipo de peligro contaminante. En cuanto 
a los residuos y materiales contaminantes provenientes de residuos de beneficios de café y de las 
empresas ubicadas en los márgenes de los ríos indicados, manifestó que su representada 
desconoce tales casos, máxime si el recurrente ni siquiera los individualiza o detalla. Agregó que, 
como medio de evitar los desbordamientos, para la aprobación de desfogues pluviales, a todos los 
desarrolladores urbanísticos se les solicita la ampliación de puentes. Por último, en cuanto a las 
inundaciones en urbanizaciones aledañas a la carretera que comunica a Heredia con Alajuela, 
manifestó que ésta es una ruta nacional y por lo tanto el encargado de velar por su mantenimiento y 
la aprobación de los desfogues es el Ministerio de Obras Públicas y Transportes o el Consejo 
Nacional de Vialidad. Solicitó desestimar el recurso planteado.  

8.- Informó bajo juramento Omar Trigueros Salas, en su calidad de Alcalde de Barva (visible a folios 
255-258), que el problema de escasez de agua se encuentra fuera de su competencia. En cuanto a 
lo alegado sobre los Ríos Burío y Quebrada Seca, aclaró que sólo un pequeño porcentaje de sus 
respectivos cauces se encuentra en dicho cantón, los que, en su mayoría, discurren por potreros y 
cafetales, no por áreas urbanas que es en donde pareciera presentarse el problema acusado. 
Apuntó que, desde 1999, el Concejo Municipal, acordó no autorizar más desfogues pluviales al 
segundo cauce referido. Señaló que en Barva, el manejo de excretas se realiza mediante tanques 
sépticos y drenajes y no es cierto que se hayan autorizado obras en los cauces mencionados, ni que 
se haya cambiado el uso del suelo en dichos márgenes. Indicó que si bien la desaparición de 
cafetales es un fenómeno  producto de la caída del café, en el caso de Barva, ello no se ha dado de 
forma masiva o indiscriminada, razón por la cual no ha fortalecido el problema de inundaciones por 
dicha causa. Finalmente, aclaró que la problemática de la Urbanización Santa Marta corresponde a 
San Joaquín de Flores, dada su ubicación. Solicitó desestimar el recurso planteado.  

9.- Informó bajo juramento Marvin Murillo Garro, en su calidad de Alcalde de la Municipalidad de 
Flores (visible a folios 272-278), que, en una primera oportunidad, el problema de escasez de agua 
acusado por el recurrente fue resuelto cuando, debido a la respectiva denuncia, se envió al personal 
de fontanería al lugar, donde se encontró un taco en la cañería. Días después, se alegó, 
nuevamente, carencia de agua, esta vez se envió al mismo personal, y se comprobó que el faltante 
se debía a las reparaciones de mantenimiento normal de los tanques de almacenamiento y 



alimentación del acueducto municipal. Desde entonces, no se han recibido quejas en ese sentido. 
En cuanto a la contaminación y malos olores del Río Quebrada Seca o Burío, señaló que dicho río 
ya llega contaminado al cantón, sin que pueda imputarse a dicho municipio esa responsabilidad. 
Sobre la urbanización denominada Santa Marta, informó que no se ha aprobado ningún proyecto 
urbanístico con ese nombre. El único proyecto en el Barrio de Santa Marta de San Joaquín de Flores 
es el denominado por sus propietarios “Urbanización Don Cruz” que consta de ochenta casas y al 
cual sólo se le ha autorizado un movimiento de tierras, no así la construcción de obras de 
infraestructura. Dicho permiso se encuentra sujeto a que la Secretaría Técnica Nacional Ambiental le 
conceda el certificado de viabilidad ambiental. Dicha secretaría, mediante resolución No. 131-2003 
de las 10:35 hrs. del 14 de febrero del 2003 le concedió a la urbanizadora dos meses para presentar 
algunos documentos necesarios para la aprobación de dicho proyecto. Por otra parte, también debe 
contarse con la aprobación del sistema de evacuación y tratamiento de aguas negras por parte del 
Ministerio de Salud. Solicitó desestimar el recurso planteado.  

10.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las 9:18 hrs. del 30 de abril del 2003 (visible a 
folios 284-288), el recurrente replicó los informes rendidos por el Ministerio de Salud, el Ministerio de 
Ambiente y Energía, y las Municipalidades de San Rafael, Barva, San Antonio de Belén, Heredia y 
Flores, todas de la provincia de Heredia. Solicitó: a) ordenar suspender toda alteración producto de 
las nuevas construcciones en las márgenes de dichos ríos hasta que se cuente con el estudio de 
capacidad hidráulica, o de carga del río, efectuado por especialistas; b) condenar al Estado a 
indemnizar por la expropiación forzada en que ha hecho incurrir a todos los vecinos al ver 
inutilizadas sus propiedades; c) ordenar la restauración de la cuenca a través de trabajos de 
ampliación, dragado y colocación de muros; d) condenar a las Municipalidades de San Rafael, 
Heredia y Flores; y, e) tomar las acciones legales pertinentes en contra del Alcalde Municipal de 
flores por la supuesta falta a la verdad en su informe. Asimismo, aportó la solicitud de coadyuvancia 
de una serie de vecinos de la zona (visible a folios 291-299).   

11.- Mediante resolución de las 14:20 hrs. del 8 de octubre del 2003 (visible a folio 320), se amplió el 
recurso contra la Empresa de Servicios Públicos de Heredia y el Instituto Costarricense de 
Acueductos y Alcantarillados, y se solicitaron los informes respectivos.    

12.- Informó bajo juramento Edgar Allan Benavides Vílchez, en su calidad de Gerente con facultades 
de apoderado generalísimo sin límite de suma de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, 
Sociedad Anónima (visible a folios 325-327), que el recurrente no se ubica en una zona de servicio 
de su responsabilidad. Tampoco es su representada la encargada del manejo y disposición final de 
las aguas pluviales, dicha responsabilidad recae en la Municipalidad de Heredia. Señaló que el 
problema planteado en el recurso se divide en dos situaciones, una es la falta de alcantarillado 
pluvial que dé disposición final correcta y acorde con las expectativas urbanas y las necesidades 
ambientales, y la segunda es la contaminación con aguas negras. Reclamó que, en ambos 
extremos, esa empresa no tiene responsabilidad ni poder de fiscalización sobre los actos de 
terceros. Finalmente, apuntó que esa empresa ha llevado a cabo programas de reforestación y un 
plan para el manejo de las aguas negras que abarcará los cantones del centro de Heredia, dichas 
soluciones trascienden, solamente, el área servida por ésta, y su impacto se verá a años plazo.  



13.- Informó bajo juramento Olman Chacón Garita, en su calidad de Subgerente del Instituto 
Costarricense de Acueductos y Alcantarillados  (visible a folios 329-339) que, efectivamente, la 
Quebrada Seca y el Río Burío sirven de descarga de la aguas residuales desde la microcuenca alta 
de este último hasta su confluencia con el Río Bermúdez. Igualmente, sirven de descarga para las 
aguas pluviales de los diferentes centros de población y urbanizaciones inmersas dentro de ese 
espacio geográfico. Enfatizó que el espacio geográfico de las microcuencas de los cuerpos de agua 
objeto del recurso, están bajo jurisdicción municipal, no siendo usados para el abastecimiento 
público, por ninguna municipalidad, ni por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.  
Señaló que se tiene muy clara la situación con respecto a la descarga de aguas residuales directas, 
cuando no por efluentes de los tanques sépticos utilizados como tratamiento primario en las 
diferentes urbanizaciones del área. Igualmente, la descarga de aguas pluviales de las citadas 
urbanizaciones y el consecuente aumento de éstas por el proceso de impermeabilización del suelo, 
debido a su cambio de uso. También apuntó que, efectivamente, no todas las municipalidades 
solicitan la viabilidad ambiental de los proyectos -emitida por la Secretaría Técnica Nacional 
Ambiental-, para dar permiso de construcción lo que, además de contravenir la normativa ambiental 
vigente, pone en riesgo los sectores en donde se realizan los desarrollos, debido a que no se hace 
un análisis integral del ambiente. Por lo anterior, para la valoración ambiental en Secretaría Técnica 
Nacional Ambiental, a instancias de ese instituto, se está solicitando un análisis integral por cuenca 
(o microcuenca), que tome en cuenta todo efecto acumulativo de las diferentes actividades que se 
realizan en ella, con el fin de establecer las respectivas medidas de control y mitigación.  

14.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las 8:00 hrs. del 20 de enero del 2005 (visible a 
folios 344-345), el recurrente manifestó que las casas de habitación  que se encuentran en la finca 
de su propiedad, que es bordeada por el Río Quebrada Seca, continúa con problemas de falta de 
agua y de contaminación ambiental, dado el olor nauseabundo que expide el río, lo que le ha 
imposibilitado alquilar dichas viviendas. Aportó nuevas pruebas documentales que confirman la falta 
de agua en verano en la zona, el estado colapsado del cauce del río por efecto de las 
urbanizaciones construidas al margen de éste y la contaminación de las aguas por la falta de control 
municipal.  

15.- En la substanciación del proceso se han observado las prescripciones de ley.   

Redacta el Magistrado Alfaro Rodríguez; y,  

Considerando:  

I.- DEL RECURSO DE AMPARO CONTRA SUJETOS DE DERECHO PRIVADO. En tratándose de 
acciones de amparo dirigidas contra sujetos privados (como es aquí el caso de la Empresa de 
Servicios Públicos de Heredia), la Sala ha sido clara al decir que dada su especial naturaleza, previo 
al análisis de fondo acerca de la violación constitucional alegada, debe examinarse si, en la especie, 
se está o no ante alguno de los supuestos que hacen admisible dicho recurso, y en caso afirmativo – 
dilucidar si es o no admisible. (Sentencia No. 00151-97 de las 15:27 horas del 8 de enero de 1997). 
Indica la Ley de la Jurisdicción Constitucional en el artículo 57, que procede el recurso de amparo 
contra las acciones u omisiones de sujetos de derecho privado, cuando éstos actúen o deban actuar 
en ejercicio de funciones o potestades públicas, o, se encuentren, de derecho o de hecho, en una 



posición de poder frente a la cual los remedios jurisdiccionales comunes resulten claramente 
insuficientes o tardíos para garantizar los derechos o libertades fundamentales a que se refiere el 
artículo 2, inciso a), de la misma Ley.  En el caso en estudio, es criterio de este Tribunal que, la 
Empresa de Servicios Públicos de Heredia S.A., al ser una sociedad de derecho privado que brinda 
un servicios público, se encuentra en una posición de poder y, en consecuencia, los remedios 
jurisdiccionales comunes son insuficientes para la protección del derecho constitucional que el 
recurrente pretende amparar.  De allí que el recurso sea admisible, por lo que se procede al análisis 
de fondo respectivo.  

II.- SOBRE LAS COADYUVANCIAS PRESENTADAS. La coadyuvancia es una forma de 
intervención adhesiva que se da cuando una persona actúa en un proceso sumándose a las 
pretensiones de alguna de las partes principales. En consecuencia, está legitimado para actuar 
como coadyuvante quien ostente un interés legítimo en el resultado del recurso pero, al no ser actor 
principal, el coadyuvante no resultará, directamente, afectado por la sentencia, es decir, la eficacia 
de ésta no podrá alcanzarle de manera directa e inmediata, ni le afecta la condición de cosa juzgada 
del pronunciamiento, aunque en materia de amparo pueda favorecerle la eficacia de lo resuelto, 
debido al carácter de "erga omnes" que tiene la jurisprudencia y precedentes de la jurisdicción 
constitucional (artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional). En el caso bajo examen, la 
Sala procede a admitir la coadyuvancia interpuesta por el Comité de Vecinos Amigos del Río Burío 
(Quebrada Seca), visible a folios 291-299, y la presentada por los representantes de la Parroquia de 
San Joaquín de Flores, visible a folios 461-462, toda vez todos ellos tienen un interés legítimo en la 
resolución del presente asunto.  

III.- OBJETO DEL RECURSO. El recurrente alega los siguientes reclamos o acusaciones, que: a) en 
un inmueble de su propiedad ubicado en San Joaquín de Flores, existe carencia de agua desde 
febrero del 2003; b) los Ríos Quebrada Seca y Burío, han sido utilizados por las diversas 
Municipalidades recurridas como cloacas a cielo abierto, que en dichas aguas se vierten aceites, 
grasas, metales pesados, químicos, aguas jabonosas, entre otros materiales contaminantes que 
arrojan los beneficios de café y las empresas ubicadas en sus márgenes, lo que causa un hedor 
nauseabundo a lo largo y ancho de los ríos y la proliferación de plagas de zancudos y aumento de 
roedores; c) la gran cantidad de urbanizaciones autorizadas en Heredia han colapsado el cauce del 
Río Burío, debido al traslado de los restos de cobertura vegetal al margen de éste, y a la cantidad de 
aguas pluviales y de otra especie que se vierten en éste, lo que provoca que dicho río se salga de 
sus márgenes e inunde los terrenos bajos aledaños, donde existen casas de habitación; y, d) ha 
solicitado al Alcalde de la Municipalidad de Flores que aporte los estudios o evaluaciones 
ambientales que pretendan justificar un aumento en el flujo de las aguas de escorrentía, así como un 
estudio de la capacidad hídrica del río, y los estudios de la forma en que se controlará tal 
modificación de la mecánica normal del río, sin recibir respuesta. Acusa que dicha falta de control 
por parte de las autoridades recurridas violenta los derechos fundamentales a la vida, propiedad y a 
un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  

IV.- HECHOS PROBADOS. De relevancia para resolver el presente recurso se tiene por acreditados 
los siguientes hechos:  



1)  El 2 de marzo de 1996, un grupo de trabajadores de la Clínica Jorge Volio ubicada en San 
Joaquín de Heredia, planteó una queja en la Defensoría de Los Habitantes, a propósito de la 
contaminación de la Quebrada Seca con todo tipo de desechos (visible a folio 1 del expediente 
administrativo del Ministerio de Salud).  

2)  El 12 de mayo de 1989, por oficio No. EDECA-PA-168-89, una profesora del Laboratorio de 
Contaminantes de la Escuela de Ciencias Ambientales de la Universidad Nacional, rindió un informe 
sobre las muestras y estudio de las condiciones de las unidades de captación de desechos 
orgánicos de Cubujuquí, que le hubiera solicitado el Director de la Biblioteca “Joaquín García 
Monge”, de ese mismo centro universitario. En dicha oportunidad, se recomendó lo siguiente: “1. 
Estas aguas no pueden ser usadas para ninguna actividad doméstica.  2. Estas aguas recogen una 
serie de desechos que favorecen el desarrollo de plagas que eventualmente pueden trasmitir (sic) 
enfermedades a los pobladores cercanos del lugar. 3. Las aguas arrojan un olor que sobrepasa el 
nivel de (sic) olfatorio de los pobladores, por lo que hace del ambiente una (sic) area (sic) 
inadecuada. 4. Los niños no deben utilizar esta zona para sus juegos. 5. Girar instrucciones a los 
vecinos del lugar para que no se depositen las basuras en estos puntos específicos. Ya que estos 
(sic) contribuyen a agudizar el problema. 6. Promover la instalación de un tanque de captación y 
reciclado alterno y realizar las modificaciones alternas a los ya existentes a efecto de corregir el 
ingreso de materia fecal al río. 7. Gestionar la no incorporación de desechos de café a estas aguas, 
ya que esto agudiza aún más el cuadro de contaminación.“ (visible a folios 25-33).  

3)  El 9 de enero de 1997, un grupo de vecinos presentó una denuncia ante el Ministerio de Salud 
por malos olores expedidos por el Río Burío (visible a folios 12-13 del expediente administrativo del 
Ministerio de Salud).  

4)  El 3 de febrero de 1998, dos vecinas de las comunidades de San Jorge y Santa Inés también 
denunciaron el problema de contaminación del Río Burío ante el Ministerio de Salud (visible a folios 
41 y 47-48).  

5)  El 27 de febrero de 1998, mediante el oficio No. ACCVC-H-055, un funcionario de la Subregional 
de Heredia del Ministerio del Ambiente y Energía, rindió un informe al Fiscal Adjunto Agrario 
Ambiental sobre la contaminación de la Quebrada Burío –por así habérselo solicitado-, en el que 
señaló que el problema principal son las aguas servidas y, muy probablemente, las negras de los 
múltiples caseríos construidos en las márgenes del río, que se vierten en dicho río sin planificación 
(tales como Calle Mata Sano, Barrio Lotes Peralta, Calle Alfaro, Instituto Nacional de Vivienda y 
Urbanismo Cubujuquí, Mercedes Norte, San Jorge, Santa Inés y el Barrio Santa Marta. Asimismo, 
las aguas residuales que lanzan los Beneficios de Café Los Turales, de San Josecito de Heredia, 
Beto León, de Santa y La Perla, de Mercedes Norte, cuyos dueños manifestaron estar tratando las 
aguas de acuerdo a las recomendaciones del Ministerio de Salud. Dicho informe concluyó: “1- De 
acuerdo a la información brindada por el Departamento de Aguas del MINAE, las nacientes que 
abastecían de agua esta quebrada, fueron captadas para consumo humano perdiendo el cauce sus 
aguas naturales, convirtiéndose en un recolector y conductor de aguas pluviales, servidas y en 
algunos casos las aguas negras. Problema que se acentúa en la época seca por la falta de aguas 
pluviales que ayuda a diluir las aguas servidas disminuyendo los malos olores.  2- La mayor fuente 
de contaminación de esta quebrada son las aguas servidas, aguas negras, los desechos sólidos que 



depositan en el cauce, provenientes de todos los centros de población antes mencionados. 3- Es 
necesario que las municipalidades controlen las construcciones así como las urbanizaciones y exijan 
el tratamiento adecuado tanto de las aguas residuales como de las aguas negras. Además no 
autorizar construcciones en la (sic) áreas de protección.” (visible a folios 23-24, 37 y 41-43).  

6)  En fecha no especificada del año 1998, la Defensoría de los Habitantes, rindió el informe final con 
las recomendaciones del expediente No. 1825-23-97, relativo a una denuncia presentada por Leonel 
Sáenz, Médico de la Clínica Jorge Volio Jiménez y funcionarios de esa institución, concluyendo que: 
“(...) se ha podido constatar que el Río Quebrada Seca se encuentra contaminado producto de la 
inadecuada disposición que hacen los beneficios que se ubican en la zona, de la broza del café, así 
como por los desechos sólidos y domésticos que son arrojados al río por los habitantes de las 
localidades aledañas”, por lo que brindó las siguientes recomendaciones: “Al Ministerio de Salud: 1. 
Certificar la calidad del agua del Río Quebrada Seca y comunicar lo (sic) resultados al MINAE y 
coadyuvar en la interposición de las denuncias ante los órganos jurisdiccionales correspondientes 
por la violación al artículo 132 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre. 2. Recomendar medidas 
correctivas y de prevención que debe poner en práctica la Municipalidad de Flores. 3. Prevenir a los 
dueños de los beneficios aledaños al Río Quebrada Seca, la presentación de los estudios sobre la 
composición de las aguas residuales y desechos según la reglamentación específica y sujetar la 
autorización de operación de estos beneficios a que las aguas mieles alcance (sic) los niveles 
aceptados por ese Ministerio y garantizar una disposición adecuada de la broza de (sic) café. 4. 
Establecer mediante coloraciones e inspecciones las viviendas que descargan aguas negras y 
servidas a Quebrada Seca y girar las ordenes (sic) sanitarias correspondientes, en cumplimiento de 
lo dispuesto por la Ley General de Salud y normas concordantes. 5. Prevenir al gobierno local la 
recolección adecuada y oportuna de los desechos domésticos en las comunidades aledañas al 
cauce del río. Al Ministerio de Ambiente y Energía: 1. Colaborar, junto con la Municipalidad, en la 
recuperación del Río Quebrada Seca o eventualmente recomendar su entubamiento. 2. Proceder a 
interponer las denuncias penales correspondientes contra los infractores a la Ley de Protección de 
Vida Silvestre y de la Ley Orgánica del Ambiente. A la Municipalidad de Flores: 1. Abstenerse de 
autorizar actividades que puedan generar una contaminación del río (sic) Quebrada Seca por 
vertimientos. 2. Clausurar aquellos establecimientos que ilegalmente realicen vertimientos al río, 
incluidos los beneficios de café de la zona. 3. Proceder a notificar a los vecinos de las(sic) 
asentamientos ubicados en las márgenes del Ríos (sic) Quebrada Seca el horario de recolección de 
desechos domésticos a efecto de que esos se ajusten a dicho horario y reducir así la descarga de 
desechos domésticos al cauce.”  Dicho informe fue remitido a  las autoridades de la Clínica Jorge 
Volio Jiménez el 6 de marzo de 1998 y a las autoridades del Ministerio de Salud (visible a folios 16-
17 y 50-55, y a folios 20-25 del expediente administrativo del Ministerio de Salud).  

7)  El 27 de abril de 1998, un técnico en Saneamiento Ambiental del Área de Salud de Heredia, a 
través del oficio No. PM-ASH-172-98 dirigido a la Directora de dicha área, se refirió a cada una de 
las recomendaciones hechas por la Defensoría de Los Habitantes. En cuanto a la primera señaló 
que el análisis del agua debe hacerse a nivel central. Sobre la segunda, a saber las medidas de 
corrección y prevención, manifestó que éstas deben coordinarse con el nivel regional. De la tercera -
acerca de los beneficios de café-, indicó que éstos estaban en proceso de instalar sistemas de 
tratamiento de aguas residuales, lo que estaba siendo monitoreado por el Departamento de Control 
Ambiental de ese ministerio. Con respecto a la cuarta, sobre las inspecciones y coloraciones en las 



viviendas que descargan aguas servidas al río, señaló que ello es imposible cumplir, por ser miles 
las casas en esta situación.  Finalmente, de la quinta –sobre la recolección de basura- refirió que, en 
su criterio, el sistema de recolección existente es adecuado, el problema es el nivel de educación 
ambiental (visible a folios 15, y a folios 30-31 del expediente administrativo del Ministerio de Salud).   

8)   En agosto de 1999, se realizó un taller sobre la “Problemática Ambiental de la Microcuenca del 
Río Burío”, en la Sala de Sesiones de la Clínica Jorge Volio, actividad que nació por una denuncia 
de la Comisión de Salud-Ambiental de Flores, por la degradación ambiental de dicha microcuenca, 
producto de la contaminación de desechos sólidos, descarga de aguas negras, mieles y aguas 
servidas, construcciones en zonas de protección, y actividades agroindustriales cerca de los cuerpos 
de agua. De allí nacieron dos comisiones: la Comisión Técnica Institucional, encargada de elaborar 
el perfil del proyecto, y la Comisión con representantes de los diferentes gobiernos locales, 
responsables de la elaboración del Convenio Intermunicipal. Ambas comisiones trabajan en lo 
propuesto y, en noviembre de 1999, se presentaron los resultados en un segundo taller (visible a 
folios 62-64, y 82-84 del expediente administrativo del Ministerio de Salud).  

9)  El 11 de setiembre del 2000, funcionarios del Ministerio de Salud llevaron a cabo una inspección 
al lugar, en la que se observaron desechos sólidos en varios sectores de Río Quebrada Seca y un 
cúmulo de desechos que, aparentemente, fueron arrastrados por éste. No obstante, en vista que el 
denunciante no aportó los nombres de las personas que, supuestamente, lanzaron los desechos al 
cauce, se recomendó a los funcionarios de las Municipales de Flores y Heredia, realizar las 
gestiones necesarias para solucionar el problema (visible a folio 48 del expediente administrativo del 
Ministerio de Salud).  

10)            El 27 de agosto del 2001, mediante oficio No. 06567-2001-DHR, la Defensoría de los 
Habitantes, rindió el informe final con las recomendaciones del expediente No. 09653-23-2000-QJ 
relativo a una denuncia presentada por Marvin Murillo Garro, admitida y trasladada el 14 de agosto 
del 2000, en cuanto a  los depósitos de desechos que generan en las márgenes del Río Quebrada 
Seca y a la tala de árboles de la zona protegida de la rivera del mismo río, y recomendó a la Oficina 
Subregional de Heredia del  Ministerio de Ambiente y Energía realizar una nueva inspección en la 
zona en que se efectuaron los movimientos de tierra con la finalidad de verificar el cumplimiento de 
ciertas recomendaciones vertidas en un informe anterior, dirigidas a la rehabilitación del área 
afectada, y denunciar a la urbanizadora penalmente si ante un incumplimiento, así como coordinar 
acciones concretas tendentes a disminuir y evitar la contaminación, pese a no haber podido 
comprobar el  quiénes fueron los responsables. En dicha oportunidad, también se les giró a las 
Municipalidad de Heredia y Belén recomendaciones, por estar el depósito de materiales en 
jurisdicciones que ocupan esos Gobiernos locales  (visible a folios 57-66 del expediente 
administrativo del Ministerio de Salud).  

11)            El 10 de setiembre del 2001, mediante oficio No. PM-RCN-730-2001, la Directora 
Regional y el Jefe de la Unidad de Protección al Ambiente Humano, ambos del Ministerio de Salud, 
informaron a la Directora del Área de Salud de Heredia sobre la presentación de una nueva 
denuncia presentada por Marvin Murillo Garro acerca de la contaminación del Río Quebrada Seca 
(visible a folio 67 del expediente administrativo del Ministerio de Salud).  



12)            El 4 de octubre del 2001, por oficio No. ASBF-DM-OF-229-2001, el Director del Área de 
Salud Belén-Flores informó a varias autoridades del Ministerio de Ambiente y Energía, del Área de 
Salud de Heredia y de las Municipalidades de Flores y Heredia que, ante varias denuncias 
presentadas por la Comisión de Salud del Ambiente de Flores y el descontento de la población, 
desde 1998 se viene trabajando mediante una comisión interinstitucional la problemática del Río 
Burío, a través del proyecto “Gestión del Recurso Hídrico Micro Cuenca Río Burío-Río Ciruelas”, 
cuyo propósito es diseñar una propuesta participativa que permita la definición y coordinación de los 
compromisos de los Gobiernos locales para el desarrollo de acciones intersectoriales y comunales 
que den respuesta a la problemática existente en materia de gestión del recurso hídrico en el área 
delimitada (visible a folios 102-143 del expediente administrativo del Ministerio de Salud).  

13)            El 18 de diciembre del 2001, José René Mayorga Angulo, Ingeniero Municipal de 
Heredia, por oficio No. DIM 1436-2001, autorizó el desfogue pluvial del proyecto de Urbanización 
Boruca al Río Quebrada Seca (visible a folio 243).    

14)            El 17 de setiembre del 2002, la Secretaria del Concejo Municipal de Heredia, mediante el 
oficio No. SM-1289-02, comunicó al Gerente General de Constructora Brumosa, la aprobación por 
unanimidad del recibo de las obras del Proyecto Brumosa, segunda etapa, previo depósito de una 
garantía debido al incumplimiento de obras (visible a folio 246).  

15)            El 20 de enero del 2003, por oficio No. DIM 0059-2003, un ingeniero del Departamento 
de Ingeniería de la Municipalidad de Heredia le indicó a la Directora del Área de Salud de Heredia, 
que en varias ocasiones se presentan a ese departamento planos constructivos con la aprobación 
del Ministerio de Salud local y la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, en donde se indica la 
existencia de una red de cloacas en funcionamiento, en sectores donde no existe planta de 
tratamiento alguna en funcionamiento, de donde le solicitó señalar las gestiones realizadas por dicha 
unidad para evitar un mayor daño a la salud pública, al estarse vertiendo aguas contaminadas a los 
ríos por la empresa responsable de la conducción de tratamiento de las aguas negras. Asimismo, 
hizo de su conocimiento que el Departamento de Ingeniería no aprobaría ningún permiso de 
construcción donde se indique “cloaca en uso”, si la misma no conduce a planta de tratamiento de 
aguas negras en funcionamiento (visible a folios 251-252).  

16)            El 6 de marzo del 2003, el Secretario General del Ministerio de Ambiente y Energía, 
certificó que, de acuerdo al registro de expedientes que lleva al efecto, se pretende desarrollar un 
proyecto denominado Urbanización Don Cruz, a nombre de la señora Ana Cecilia Campos, del cual 
se ha tramitado en dicha dependencia su correspondiente formulario de evaluación ambiental 
preliminar, bajo el expediente administrativo No. 631-2002-SETENA, el cual, para esa fecha, se 
encontraba en la etapa para la presentación de un plan de gestión ambiental y demás requisitos, de 
conformidad con la resolución No. 131-2003 SETENA, dictada a las 10:35 hrs. del 14 de febrero del 
2003, por lo que aún no contaba con la Viabilidad Ambiental para su desarrollo. Al momento de la 
revisión del expediente no existían denuncias presentadas (visible a folio 83).  

17)            El 25 de marzo del 2003, el recurrente presentó la denuncia No. 2003-38 vía telefónica 
ante el Ministerio de Ambiente y Energía, con posterioridad a la rendición del informe de dicha 
autoridad. En dicha oportunidad, acusó un movimiento y descarga de tierra en áreas de protección 



de la Quebrada Seca, en una propiedad en el Barrio Santa Marta y, posterior a una inspección en 
donde se constató la invasión por tierra, desechos, ramas y troncos de madera en la margen 
derecha del área de protección de la quebrada, por lo que se apercibió al dueño de la propiedad 
retirar el material (visible a folios 84-86 y a folio 289-290).  

18)            El 11 de octubre del 2004, por oficio No. FOE-SM-2302, el Gerente General de Servicios 
Municipales a.i. de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la 
República, remitió el informe No. DFOE-SM-106/2004 sobre los resultados del estudio efectuado en 
la Municipalidad de Flores, en relación con el otorgamiento de permisos de construcción, el manejo 
del acueducto municipal y el alcantarillado pluvial y su impacto en el crecimiento urbano de ese 
cantón, a fin de hacerlo del conocimiento del Consejo Municipal. Dicho informe, concluyó lo 
siguiente: “(...) ha existido inobservancia de parte de las autoridades municipales, tanto de la 
Administración como del Concejo Municipal, asimismo, de buena parte de urbanizadores y usuarios 
individuales, de la normativa legal y reglamentaria vigente en el país en materia de desarrollo urbano 
(...) En general, la construcción de obras y proyectos urbanísticos en el cantón y su relación con la 
gestión de ese Municipio, muestra un conjunto de condiciones y elementos que evidencian 
debilidades y limitaciones que dificultan cumplir con los deberes y funciones que le confiere la 
normativa y la legislación vigente, tales como la descoordinación existente en el municipio con otras 
institucionales públicas (...) Además, se evidencia la falta de controles internos suficientes, 
adecuados y coordinados entre las distintas dependencias, tanto del Concejo Municipal como de la 
Alcaldía Municipal con las áreas técnicas de la administración. Asimismo la carencia de planificación, 
vigilancia, y control, inspección y adecuada supervisión técnica profesional en los procedimientos y 
trámites relacionados con la construcción de obras y proyectos urbanísticos del Departamento de 
Ingeniería (..) la Municipalidad de Flores se(sic) realiza una deficiente gestión en materia de control 
del desarrollo urbano, pues el Concejo Municipal conciente que se lleven (sic) a cabo proyectos de 
fraccionamientos y urbanizaciones cuando el mismo había acordado en dos ocasiones distintas una 
Declaratoria de Emergencia Cantonal respecto al Servicio de Agua en el cantón, y para lo cual había 
considerado que en lo referente al desarrollo de proyectos urbanísticos la municipalidad no tiene 
capacidad para brindar nuevos servicios. No obstante lo anterior, dicho Concejo continúa aprobando 
urbanizaciones con el consentimiento de la administración sin que los nuevos desarrolladores 
cumplan con los requisitos establecidos por la normativa y el ordenamiento jurídico vigente. Todo lo 
citado, está causando la proliferación de un desorden urbano en el cantón y un crecimiento urbano 
acelerado que se contrapone con las capacidades del cantón y con las funciones y competencias de 
(sic) regulación, vigilancia y control urbanístico que compete a ese Gobierno Local y que están 
establecidas en el ordenamiento jurídico que rige la materia”, y ordenó una serie de disposiciones 
técnicas al Concejo Municipal, al Alcalde y al Auditor, todos de la Municipal de Flores, cuyo 
cumplimiento deben informar a más tardar el 31 de mayo del 2005 (visible a folios 346-369).  

V.- HECHOS NO PROBADOS. De relevancia para resolver el presente recurso se tiene por 
indemostrado el siguiente hecho:  Único.- Que el recurrente haya presentado en la Municipalidad de 
Flores, o haya enviado a ésta mediante el sistema de fax, una gestión de fecha 8 de enero del 2003  
(visible a folios 12-14), en la que solicitaba al Alcalde de dicha Municipalidad una certificación de: a) 
la eventual autorización para la construcción de una urbanización que se pretende llevar a cabo 
cerca de su casa; b) todos los antecedentes de la cuenca respecto a urbanizaciones; c) el lugar en 
donde se van a arrojar las nuevas aguas; d) el contenido presupuestario para la indemnización de 



los daños materiales y humanos que eventualmente se causarán; y, d) el nombre del responsable 
directo de la obra.  

VI.- SOBRE LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A UN MEDIO AMBIENTE SANO Y 
ECOLÓGICAMENTE EQUILIBRADO. A partir de lo dispuesto en el artículo 50 de la Constitución 
Política, este Tribunal Constitucional ha reconocido, ampliamente, el deber que le atañe al Estado de 
proteger el derecho a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, con lo cual, el 
Estado se constituye en el garante en la protección y tutela del medio ambiente y los recursos 
naturales. Es al tenor de dichas disposiciones,  que nace la responsabilidad del Estado de ejercer 
una función tutelar y rectora en esta materia, según lo dispone la propia norma constitucional en 
comentario, función que desarrolla la normativa infraconstitucional ambiental. De esta forma, 
mediante sentencia No. 2002-04830 indicó, en lo conducente:  

"Nuestra Constitución Política, en su artículo 50, reconoce expresamente el derecho de todos los 
habitantes presentes y futuros de este país, de disfrutar de un medio ambiente saludable y en 
perfecto equilibrio. El cumplimiento de este requisito es fundamental garantía para la protección de la 
vida y la salud públicas, no sólo de los costarricenses, sino además de todos los miembros de la 
comunidad mundial. La violación a estos fundamentales preceptos conlleva la posibilidad de lesión o 
puesta en peligro de intereses a corto, mediano y largo plazo. La contaminación del medio es una de 
las formas a través de las cuales puede ser rota la integridad del ambiente, con resultados la 
mayoría de las veces imperecederos y acumulativos. El Estado costarricense se encuentra en la 
obligación de actuar preventivamente evitando -a través de la fiscalización y la intervención directa- 
la realización de actos que lesionen el medio ambiente, y en la correlativa e igualmente ineludible 
prohibición de fomentar su degradación."  

Es así como a partir del texto constitucional el Estado Costarricense debe velar por la protección del 
ambiente, lo cual implica no sólo que debe tomar las medidas necesarias para impedir que se atente 
contra éste, sino también que debe adoptar medidas que refuercen su protección y conservación.   

VII.- PRINCIPIO PRECAUTORIO . La justicia constitucional ha reconocido una serie de principios de 
tutela del medio ambiente que derivan en obligaciones específicas para el Estado Costarricense. En 
primer término, resulta de relevancia rescatar para los efectos del caso que se examina, el principio 
de precaución, el cual se encuentra en su formulación más general en la Declaración de Río sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo, cuyo principio 15 dispone:  

“Principio 15.-  Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente 
el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave e 
irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la 
adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio 
ambiente.”  La Sala ha reconocido el “principio precautorio”,  como un principio que obliga al Estado 
a disponer todo lo que sea necesario –dentro del ámbito permitido por el Ordenamiento Jurídico– a 
efecto de impedir que se produzcan daños irreversibles en el medio.  Dentro de esta óptica, 
mediante la sentencia No. 1250-1999 de las 11:24 hrs. del 19 de febrero de 1999, se dispuso lo 
siguiente:  "(...) en materia ambiental la coacción a posteriori resulta ineficaz, por cuanto de haberse 



producido ya las consecuencias biológicas y socialmente nocivas, la represión podrá tener una 
trascendencia moral, pero difícilmente compensará los daños ocasionados al ambiente"  

También, en la sentencia No. 132-99 de las 8:18 hrs. del 8 de enero de 1999 se indicó lo que sigue:  
"El principio de protección al medio ambiente no es una recomendación o una intención que da la 
Constitución, sino que, por el contrario, es un derecho de aplicación inmediata, por lo que existe 
una obligación por parte de los organismos gubernamentales de vigilar porque se cumplan las 
disposiciones legales que tiendan a proteger el medio ambiente." (El destacado no forma parte del 
original).  La precaución implica anticiparse a los efectos negativos, y asegurar la protección, 
conservación y adecuada gestión de los recursos naturales. Consecuentemente, el principio rector 
de prevención o “principio precautorio” se fundamenta en la necesidad de tomar y asumir todas las 
medidas precautorias para evitar o contener la posible afectación del ambiente o la salud de las 
personas. En este particular, la jurisprudencia constitucional ha dispuesto que en caso que exista un 
riesgo de daño grave o irreversible -o una duda al respecto-, se debe adoptar las medidas de 
precaución e inclusive posponer la actividad que se trate. Lo anterior, debido a que en materia 
ambiental la coacción a posteriori resulta ineficaz, por cuanto de haberse producido ya las 
consecuencias biológicas y socialmente nocivas, la represión podrá tener una trascendencia moral, 
pero difícilmente compensará los daños ocasionados al ambiente. Es así, como hoy en día la acción 
precautoria del Estado debe ir encaminada a la tutela del medio ambiente a pesar que no existan 
pruebas concluyentes que reflejen una relación causa-efecto entre la actividad que se ejerce y las 
posibles consecuencias nocivas como resultado de la misma, utilizándose las mejores técnicas 
disponibles para reducir al mínimo los posibles daños y peligros para la naturaleza y el ambiente. 
Por este motivo, es que el propio Ordenamiento Costarricense ha impuesto a nivel legal la exigencia 
de efectuar estudios previos antes de ejecutar una actividad que, eventualmente, podría tener 
efectos nocivos sobre el medio ambiente, y que, a partir de lo expuesto, se constituyen en deberes 
constitucionalmente impuestos para garantizar el derecho de todos a gozar de un medio ambiente 
sano y equilibrado. Corolario de lo anterior, el principio precautorio no justifica una actuación pasiva 
del Estado en cuanto a la tutela del medio ambiente y el cuidado de los recursos naturales se refiere.  

VIII.- Sobre el derecho a un desarrollo sostenible Y LA NECESIDAD DE REALIZAR UN USO 
RACIONAL DE LOS RECURSOS NATURALES. Ciertamente, el hombre puede hacer uso de los 
recursos naturales que se encuentren a su disposición con el fin de satisfacer sus necesidades 
básicas, como medio de subsistencia y como fuente de ingresos; sin embargo, tal uso no puede ser 
de ninguna manera efectuado en detrimento de éstos. En otros términos, el ser humano puede hacer 
uso de los recursos, siempre que su actividad se lleve a cabo de manera proporcional, racional, más 
no de forma ilimitada o arbitraria en perjuicio del medio ambiente. Al respecto este Tribunal 
Constitucional en la resolución No. 4423-93 señaló, en lo que interesa:  “(...) Toda la vida del hombre 
ocurre en relación inevitable con su ambiente, en especial con el mejoramiento de la condición de 
vida que es el objetivo central que el desarrollo necesita, pero éste debe estar en relación con el 
ambiente de modo tal que sea armónico y sustentable. El ambiente, por lo tanto, debe ser entendido 
como un potencial de desarrollo para utilizarlo adecuadamente, debiendo actuarse de modo 
integrado en sus relaciones naturales, socioculturales, tecnológicas y de orden político, ya que, en 
caso contrario, se degrada su productividad para el presente y el futuro y podría ponerse en riesgo el 
patrimonio de las generaciones venideras (...)”  



Sobre la misma línea de argumentación, la Sentencia No. 5974-98 estipuló como sigue:  “(...) si bien 
el hombre tiene el derecho de hacer uso del ambiente para su propio desarrollo, también tiene el 
deber de protegerlo y preservarlo para uso de las generaciones futuras; pues de conformidad con el 
principio de "lesión", el legítimo ejercicio de un derecho tiene dos límites esenciales; por un lado, los 
iguales derechos de los demás, y por el otro, el ejercicio racional y el disfrute útil del derecho mismo 
(...)”.  El desarrollo sostenible, como tal, va más allá de ser un concepto meramente ambientalista, 
pues implica una adecuada y sostenida utilización de los recursos naturales para el goce y disfrute 
de las generaciones actuales, pero sin comprometer los recursos y sin poner en peligro el goce de 
éstos para las generaciones venideras. En sí mismo, el principio de desarrollo sostenible, encierras 
varios fines, como lo son los objetivos económicos promoviendo la eficiencia en la utilización de los 
recursos, sociales al pretender la limitación de la pobreza, y ecológicos al tutelar la preservación de 
los sistemas físicos y biológicos. Dichos fines deben ser tutelados por el Estado Costarricense de 
manera conjunta, logrando un equilibrio que encierra la persecución del desarrollo sostenible.  

IX.- LOS ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL Y SU TRASCENDENCIA. El texto del artículo 50 
de la Constitución Política dispone que toda persona tiene derecho a un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado, lo cual la legitima para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y 
para reclamar la reparación del daño causado. De igual forma, esta línea de argumentación se 
desprende de la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano –
celebrada en  Estocolmo del 15 al 16 de junio de 1972- base de la declaración de Río Sobre el 
Medio Ambiente y Desarrollo, la cual estableció algunos principios esenciales, tales como:  

“2°.- Los recursos naturales de la Tierra, incluidos el aire, el agua, la tierra, la flora y la fauna y 
especialmente muestras representativas de los ecosistemas naturales, deben preservarse en 
beneficio de las generaciones presentes y futuras mediante una cuidadosa planificación u 
ordenación, según convenga” (...)  

17°.- Debe confiarse a las instituciones nacionales competentes la tarea de planificar, administrar o 
controlar la utilización de los recursos ambientales de los Estados con miras a mejorar la condición 
del medio (…) Deberá emprenderse una evaluación del impacto ambiental en condición de 
instrumento nacional, respecto de cualquier actividad que probablemente haya de producir 
un impacto negativo considerable en el medio ambiente y que esté sujeta a la decisión de una 
autoridad nacional competente”. (El destacado no forma parte del original).  Consecuente con 
dichas disposiciones, nuestro Ordenamiento Jurídico en la Ley Orgánica del Ambiente en sus 
artículos 17 y siguientes, regula lo referente a los estudios de impacto ambiental requeridos en todas 
aquellas actividades humanas que “alteren o destruyan el ambiente”. Bajo tal precedente, el 
legislador encomendó a la “Secretaría Técnica Nacional Ambiental”, el estudio de esas evaluaciones 
“ de conformidad con las guías elaboradas por ella”. La aprobación de un estudio de impacto 
ambiental requiere –de conformidad con los compromisos internacionales adquiridos por Costa Rica 
y encomendados a SETENA- un análisis pormenorizado que incluya, como lo exige el artículo 24 de 
la Ley del Ambiente, los criterios técnicos y los porcentajes de ponderación  que hacen posible la 
aprobación del estudio. Además, debe responder a las normas, los objetivos de ordenación y las 
prioridades ambientales del estado nacional y del gobierno local, tal como lo recoge el principio 11 
de la Declaración de Río.  El daño que se puede causar al ambiente es siempre de difícil o imposible 
reparación y la aprobación de un estudio de impacto ambiental requiere de la total certeza de 



mínima afectación de los recursos naturales, pues así lo impone por fuerza propia el artículo 50 de la 
Carta Política. Sobre dichos estudios, la Sala Constitucional, en la sentencia No. 2003-06311 del 3 
de julio de 2003, indicó:  

“(...) De esta manera, la línea y doctrina jurisprudencial de la Sala, deja en claro que desde el punto 
de vista constitucional, los estudios de impacto ambiental no pueden eximirse de los proyectos 
de desarrollo, o de explotación, llegando a considerar que ni siquiera por ley se puede eximir este 
requisito, menos lo podrá ser para normativa de menor rango”. (El destacado no forma parte del 
original).  Finalmente, nuestro ordenamiento, a través de disposiciones infraconstitucionales ha 
dispuesto que para la determinación de la condición de viabilidad ambiental y de la presentación o 
no de un Estudio de Impacto Ambiental, deberá llenarse el Formulario de Evaluación Ambiental 
Preliminar (FEAP), lo cual determinará la necesidad de seguir con el procedimiento siguiente, que 
será la ejecución de un estudio de impacto ambiental.  

X.- CASO CONCRETO. El recurrente se refiere en el escrito de interposición, a una serie de 
problemas de índole ambiental que se presentan en las distintas municipalidades de la Provincia de 
Heredia, todos ellos en relación con la contaminación y abuso de los caudales de los Ríos Burío y 
Quebrada Seca y la proliferación de urbanizaciones en las márgenes de dichos cuerpos de agua. 
Dentro de este orden de ideas, el amparado acusa la falta de planificación y coordinación entre las 
distintas dependencias municipales e institucionales, encargadas de cuidar el medio ambiente. 
Acusa de deficiente la labor de las instituciones encargadas del otorgamiento de permisos de 
construcción para nuevas urbanizaciones en las márgenes de éstos ríos, o en las áreas de 
protección cercanas, de aquellas que autorizan los cambios de suelo necesarios para tal fin, y de las 
que permiten y controlan el funcionamiento de beneficios de café en dicha zona. Denuncia la falta 
del cumplimiento de la normativa existente, la inexistencia de estudios sobre las posibilidades reales 
de capacidad hídrica de los referidos cuerpos de agua, la falta de verificación y fiscalización de 
requisitos de funcionamiento, han incidido en que, actualmente, exista una sobrepoblación de 
urbanizaciones en la provincia de Heredia. Esto lleva aparejado el problema que  para la 
construcción de dichas obras, se han autorizado un sin fin de cambios de suelo de uso agrícola a 
urbanístico, lo que tiene un impacto en las márgenes de los ríos que el recurrente pretende proteger. 
Dentro de este orden de ideas, esa proliferación de caseríos también incide en el abuso de los ríos, 
pues son utilizados como basureros y destino de desechos líquidos y sólidos por parte tanto de las 
empresas ubicadas en la zona, como por los vecinos de las casas aledañas. Esto a su vez provoca 
el criadero de insectos que facilitan el contagio de enfermedades. También acusa que el abuso de la 
capacidad hídrica de ambos ríos incide en la carencia constantes de este líquido para los vecinos 
aledaños. Entiende y comparte esta Sala la preocupación externada por el recurrente, máxime si se 
toman en cuenta los que los informes y las pruebas habidas en autos le dan la razón al recurrente; 
no obstante, para efectos de resolver el presente amparo, se tratará de analizar de forma puntual 
cada extremo acusado. Sobre el primer alegato, a saber la carencia de agua en el inmueble 
propiedad del recurrente, el Alcalde Municipal de Flores informó bajo la solemnidad del juramento, 
con oportuno apercibimiento de las consecuencias, incluso penales, previstas en el artículo 44 de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional, que dicha carencia se debió, en una primera oportunidad, a un 
taco en la cañería del amparado, y en una segunda, a una limpieza de rutina de los tanques de 
abastecimiento de la casa de su propiedad, problemas que ya que se regularon, de donde ese 
extremo debe declararse sin lugar. En cuanto al segundo y tercer punto alegado, a saber, la mala 



utilización de los cauces de los Ríos Quebrada Seca y Burío, el hedor nauseabundo, la proliferación 
de plagas de zancudos y aumento de roedores, el colapso del cauce del último río, el traslado de los 
restos de cobertura vegetal al margen de éste, y la cantidad de aguas pluviales y de otra especie 
vertidas en el mismo, es dable estimar el recurso. De los autos se desprende que, efectivamente, 
han existido –desde hace al menos nueve años- varias denuncias por parte, principalmente, de 
vecinos de la zona, en las que se han delatado dichos problemas de contaminación (vgr. las visibles 
a folios 1, 12-13, 41, 47-48 y 289-290 del expediente administrativo del Ministerio de Salud). Pese a 
la constante presentación de denuncias, echa de menos la Sala que las diversas autoridades 
recurridas hayan brindado una solución efectiva, más allá de los seminarios, la creación de 
comisiones e los idearios que se han planteado alrededor de los años (visible a folios 62-64, y 82-84 
y 102-143 del expediente administrativo del Ministerio de Salud). Ya que si bien, todo lo anterior va 
encaminado a buscar la coordinación y educar a las comunidades y a las autoridades involucradas, 
los problemas existentes ameritan soluciones efectivas que resuelvan de forma definitiva. Si bien es 
cierto que no se cuenta con  estudios contundentes sobre la relación directa entre la sobrepoblación 
y los niveles de contaminación existentes en los caudales de los ríos, existe en autos al menos un 
estudio y varios oficios que comprueban como el agua que corre en dichos ríos no es apta para el 
consumo humano (visible a folios 25-33), y como esos cauces perdieron sus aguas naturales para 
pasar a convertirse en recolectores de aguas pluviales y, en algunos casos, de aguas negras, lo que 
promueve la proliferación de insectos y animales y de olores nauseabundos (visible a folios 23-24, 
37 y 41-43). Además,  constan varios informes finales de la Defensoría de Los Habitantes, en los 
que se comprueba el dicho del recurrente. Ya desde 1998, a propósito de la resolución del 
expediente No. 1825-23-97, se concluyó que el Río Quebrada Seca se encuentra contaminado 
producto de la inadecuada disposición de la broza que hacen los beneficios ubicados en la zona, y 
de los desechos sólidos y domésticos arrojados al río por parte de los vecinos aledaños (visible a 
folios 16-17 y 50-55, y a folios 20-25 del expediente administrativo del Ministerio de Salud). En dicha 
oportunidad, se le recomendó  al Ministerio de Salud, al Ministerio de Ambiente y Energía y a la 
Municipalidad de Flores llevar a cabo una serie de acciones, que, en su mayoría, no se han 
cumplido, entre ellas, a la Municipalidad anterior, se le recomendó “(...) abstenerse de autorizar 
actividades que puedan generar una contaminación del río (sic) Quebrada Seca por vertimientos”. 
Pese a lo anterior, en setiembre del 2000, funcionarios del Ministerio de Salud realizaron una 
inspección en los márgenes del Río Quebrada Seca, a propósito de la presentación de una nueva 
denuncia en el mismo sentido, y comprobaron la existencia de un cúmulo de desechos que, 
aparentemente, habían sido arrastrados por el cuerpo de agua. No obstante, al carecer de los 
nombres específicos de posibles responsables, simplemente se recomendó a los funcionarios de las 
Municipalidades de Flores y Heredia, realizar las gestiones para realizar el problema. En agosto del 
2001, la Defensoría emitió otro informe final, esta vez a propósito del expediente No. 09653-23-
2000-QJ, en el que se acusaba la presencia de depósitos de desechos en las márgenes del Río 
Quebrada Seca, así como la tala de árboles en las zonas protegidas.  Esta vez, a pesar que se 
comprobó el problema ambiental denunciado, no se pudo comprobar quiénes eran los responsables 
de dichas acciones, pese a lo cual se dieron una serie de recomendaciones al Ministerio de 
Ambiente y Energía, y a las Municipalidades de Heredia y Belén, entre ellas tomar las medidas 
necesarias para detener la contaminación. No obstante lo anterior, por ejemplo en diciembre del 
2001, la Municipalidad de Heredia autorizó un nuevo desfogue pluvial del proyecto Boruca al Río 
Quebrada, y en setiembre del 2002 aprobó por unanimidad el recibo de las obras del Proyecto 
Brumosa, segunda etapa, haciendo caso omiso de las recomendaciones brindadas por la 



Defensoría. Aunado a lo anterior, consta en autos que, dentro de las autoridades recurridas se ha 
presentado problemas por falta de coordinación y de orden, verbigracia según se comprobó, en el 
Departamento de Ingeniería de la Municipalidad de Heredia se han presentado, en ocasiones, 
planos constructivos, con la aprobación del Ministerio de Salud local y de la Empresa de Servicios 
Públicos de Heredia, con alteraciones tales como que se indica la existencia de una red de cloacas 
en zonas en donde no existe una planta de tratamiento, lo que provoca que se viertan aguas 
contaminadas a los ríos, por responsabilidad de la empresa responsable de la conducción de 
tratamiento de las aguas negras. Así también, de acuerdo al registro que lleva a cabo el Ministerio 
de Ambiente y Energía, se comprobó que existe al menos un nuevo proyecto urbanístico que no 
cuenta aún con viabilidad para su desarrollo, a saber Urbanización Don Cruz, y cuyas obras ya se 
encuentra en camino a ser aprobado. Pese al tiempo transcurrido, se siguen presentando denuncias 
sobre movimientos de tierra en áreas de protección del Río Quebrada Seca (visible a folios 84-86 y a 
folios 289-290). Bajo esta inteligencia, es claro que lleva razón el recurrente al acusar que la falta de 
control por parte de las autoridades recurridas violenta los derechos fundamentales a la vida, 
propiedad y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, de donde corresponde acoger el 
recurso. Sin embargo, nuevamente, en esta oportunidad, el recurrente no señala puntualmente a los 
responsables de cada uno de los extremos alegados, por lo que dada la falta de identificación de los 
responsables sobre cada alegato en concreto, opta este Tribunal por hacer suyas las 
recomendaciones que la Defensoría de Los Habitantes dictó en los informes finales referidos, a 
propósito de los problemas ambientales denunciados después de comprobar la veracidad de éstas, 
así como la serie de disposiciones de orden técnico al Concejo Municipal, al Alcalde y al Auditor, 
todos de la Municipalidad de Flores, dadas en el informe de la Contraloría General de la República, 
sobre los resultados del estudio efectuado en la Municipalidad de Flores, en relación con el 
otorgamiento de permisos de construcción, el manejo del acueducto municipal y el alcantarillado 
pluvial, y su impacto en el crecimiento de ese cantón.  

XI.- SOBRE EL DERECHO DE PETICIÓN Y DE OBTENER PRONTA RESPUESTA. En otro orden 
de ideas, el recurrente aduce violación a su derecho de petición y de obtener pronta respuesta, dado 
que el Alcalde Municipal de Flores, a la fecha de interposición del presente recurso no había 
contestado la gestión formulada con el propósito de obtener información referente a los estudios o 
evaluaciones ambientales que justifiquen un aumento en el flujo de las aguas de escorrentía, el 
estudio de la capacidad hídrica del río. Sin embargo, no consta el correspondiente sello del acuse de 
recibido en dicha gestión, de donde no puede tenerse por presentada, de allí que el recurso deba ser 
declarado sin lugar en cuanto a ese extremo.  

XII.- CONCLUSIÓN. Como corolario de lo expuesto, lo procedente es declarar parcialmente con 
lugar el presente recurso de amparo en cuanto a la violación al derecho a la vida y a un ambiente 
sano y ecológicamente equilibrado, al acreditarse una omisión por parte de las autoridades 
recurridas en evaluar oportuna y precautoriamente la actividad ejecutada, poniendo en peligro el 
derecho de todos a gozar de un ambiente sano y equilibrado. El recurso se declara sin lugar al no 
haberse acreditado la violación al derecho del recurrente a obtener pronta respuesta.  

Por tanto:  Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. Se ordena a Carlos Manuel 
Rodríguez Echandi, Virginia Céspedes Gaitán, Jorge Isaac Herrera Paniagua, Víctor Víquez 
Bolaños, Javier Carvajal Molina, Omar Trigueros Salas, Marvin Murillo Garro, Edgar Allan Benavides 



Vílchez y Olman Chacón Garita , o a quienes ocupen los cargos de Ministro del Ambiente y Energía, 
Directora de la Región Central Norte del Ministerio de Salud, Alcalde Municipal de San Rafael de 
Heredia, Alcalde Municipal de Belén, Alcalde Municipal de Heredia, Alcalde de Barva, Alcalde de la 
Municipalidad de Flores, Gerente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la 
Empresa de Servicios Públicos de Heredia, Sociedad Anónima y Subgerente del Instituto 
Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, cumplir con las recomendaciones ordenadas a las 
autoridades recurridas en los informes finales emitidos por la Defensoría de los Habitantes, Nos. 
1825-23-97 y 09653-23-2000-QJ, así como las disposiciones técnicas ordenadas por el Gerente 
General de Servicios Municipales a.i. de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la 
Contraloría General de la República en el informe No. DFOE-SM-106/2004 sobre los resultados del 
estudio efectuado en la Municipalidad de Flores, en relación con el otorgamiento de permisos de 
construcción, el manejo del acueducto municipal y el alcantarillado pluvial y su impacto en el 
crecimiento urbano de ese cantón, todo este e n el término improrrogable de TRES MESES, contado 
a partir de la notificación de esta resolución. Pasado este plazo, deberán las autoridades recurridas 
coordinar entre sí la presentación de un único informe cada seis meses acerca de las acciones 
tomadas, dirigidas a la erradicación de los problemas ambientales acusados por el recurrente. Se le 
advierte a Carlos Manuel Rodríguez Echandi, Virginia Céspedes Gaitán, Jorge Isaac Herrera 
Paniagua, Víctor Víquez Bolaños, Javier Carvajal Molina, Omar Trigueros Salas, Marvin Murillo 
Garro, Edgar Allan Benavides Vílchez y Olman Chacón Garita , o a quien ocupe el cargo, que de no 
acatar la orden dicha, incurrirán en el delito de desobediencia y, que de conformidad con el artículo 
71 de la Ley de esta jurisdicción, se le impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a 
sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un 
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más 
gravemente penado. Se condena al Estado, a la Municipalidad de San Rafael de Heredia, a la 
Municipalidad de Heredia, a la Municipalidad de Barva, a la Municipalidad de Flores y al Instituto 
Costarricense de Acueductos y Alcantarillados al pago de las costas, daños y perjuicios causados 
con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de 
sentencia de lo contencioso administrativo. Asimismo, se condena a la Empresa de Servicios 
Públicos de Heredia al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven 
de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil.   Se declara 
sin lugar el recurso en cuanto a la violación al derecho de petición y de obtener pronta respuesta. 
Notifíquese la presente resolución a Carlos Manuel Rodríguez Echandi, Virginia Céspedes Gaitán, 
Jorge Isaac Herrera Paniagua, Víctor Víquez Bolaños, Javier Carvajal Molina, Omar Trigueros Salas, 
Marvin Murillo Garro, Edgar Allan Benavides Vílchez y Olman Chacón Garita o a quien ocupe el 
cargo de Ministro del Ambiente y Energía, Directora de la Región Central Norte del Ministerio de 
Salud, Alcalde Municipal de San Rafael de Heredia, Alcalde Municipal de Belén, Alcalde Municipal 
de Heredia, Alcalde de Barva, Alcalde de la Municipalidad de Flores, Gerente con facultades de 
apoderado generalísimo sin límite de suma de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, 
Sociedad Anónima y Subgerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados , en 
forma personal .  

Voto mediante el cual, se condena a las municipalidades de la cuenca del Rio Quebrada Seca o 
Burio y en el caso de Belén, se obvia al brindarse el desfogue de 300 viviendas al Rio Quebrada.  
 



Con la agravante de que por las razones ya conocidas del 13 de junio del 2007, y las graves 
inundaciones ocurridas en Belén, se decreto una emergencia nacional para paliar los efectos en los 
mismos cantones aledaños a la cuenca del Rio Quebrada Seca o Burio.  Por tanto se debe acordar 
según las consideraciones precedentes denegar la solicitud de que ha presentado URBANIZADORA 
MONTEBELLO, S.A., con el fin de que se les otorgue el Permiso de Construcción, trámite 4795-
2005, por no cumplir requisitos exigidos para el otorgamiento de la misma. 
 
Juan Carlos Murillo Sánchez     Francisco  Villegas Villalobos 
Regidor Propietario      Regidor Propietario 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Luis Orlando Rodríguez, 
Hermes Zumbado y Flor de María Trejos y DOS VOTOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES 
Francisco Villegas y Juan Carlos Murillo: PRIMERO: Avalar los informes técnicos de la Unidad de 
Desarrollo Urbano, Oficios DU-097-2006 y DU-058-2007. SEGUNDO: Aprobar el permiso de 
construcción # 4795-2005, solicitado por la Urbanizadora Monte Bello S. A., por llenar todos los 
requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico. TERCERO: Anular el acuerdo  nº 7, capítulo 
segundo, tomado en la Sesión Ordinaria Nº 02-2006. 
 
ARTICULO 6.  Se somete a votación el acuerdo del artículo 5 de la presente acta para que quede 
definitivamente aprobado. 
 
El Presidente Municipal, Francisco Villegas indica que, estos acuerdos se deben de comunicar a la 
Sala Constitucional, incluso el día de hoy.   Aclara que, los acuerdos de un Concejo Municipal que 
no están aprobados definitivamente como en este caso no pueden ser comunicados; en forma 
rutinaria  un Concejo sesiona, toma los acuerdos y si no son aprobados en forma definitiva allí, 
deben ser aprobados en la Sesión siguiente al aprobarse el acta, nosotros por razones de tiempo, no 
podemos darnos ese lujo, tenemos que comunicarlos hoy, yo particularmente tendría un problema 
legal de no comunicar a la Sala Constitucional, entonces el acuerdo anterior debe  quedar 
definitivamente aprobado, lo que no significa que Juan Carlos y mi persona estemos de acuerdo con 
lo que se ha aprobado hoy, eso tiene que quedar muy claro, es únicamente para efecto de trámite 
legal y que además quedan trámites legales que aún se pueden manejar dentro del actuar municipal 
sobre este tema, como es un recurso de apelación. 
 
El Regidor Propietario, Juan Carlos Murillo recalca que, esta dando su voto afirmativo para que se de 
declare definitivamente aprobado pero no esta de acuerdo en que se apruebe este permiso de 
construcción.  
 
El Asesor Legal del Concejo Lic. Luis Alvarez procede a leer la resolución de la Sala Constitucional 
con el fin de aclarar lo explicado anteriormente por el Presidente Municipal Francisco Villegas:  
“Señor Presidente del Concejo Municipal de Belén, Municipalidad de Belén, Heredia.  Estimado 
señor:  Adjunto a la presente me permito remitirles copia de los expedientes administrativos a 
nombre de “Grupo Roble” y “Proyecto Condominio La Arboleda”, los cuales constan de 4 tomos el 
primero y dos tomos el segundo, sin foliatura de origen, que fueron enviados a esta Sala a fin de 
resolver el Recurso de Amparo, No.07-006500-0007-CO, por ALVARO SOLERA GONZALEZ, en el 
cual se dictó el voto No. 207-008386 de las catorce horas con cincuenta y siete minutos del trece de 



junio del dos mil siete, cuya parte dispositiva, literalmente dice: “Se declara con lugar el recurso.  Se 
ordena a Francisco Villegas Villalobos en su condición de Presidente Municipal del Concejo 
Municipal de Belén, o a quien ejerza ese cargo en su lugar, bajo pena de desobediencia  que en el 
término improrrogable de QUINCE DIAS contados a partir de la notificación de esta sentencia 
resuelva lo que corresponda respecto a los acuerdos pendiente de resolver No.28-2006 y número 
522-2006, como también a la solicitud presentada el diecisiete de abril del 2007 por el recurrente.  
Se condena a la Municipalidad de Belén al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los 
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo 
Contencioso Administrativo.  Se le advierte que de conformidad con el artículo 71 de la Ley de esa 
jurisdicción, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a setenta días multa, a quién 
recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir dictada en un recurso de amparo y no la 
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no este más gravemente penado”.  En este 
caso los 15 días, que para la administración se computan naturales, se cumplen hoy, dado que la 
comunicación del voto llegó el 20 de junio anterior. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar definitivamente el Acuerdo del Artículo 5 de la 
presente acta para efectos de comunicarlo a la Sala Constitucional y al interesado. 
 
ARTICULO 7. Discusión Grupo Roble, c) Oficio de fecha 17 de abril del 2007, de Alvaro Solera. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Dar respuesta al Oficio presentado 
el día 17 de abril del 2007, por el Señor Alvaro Solera González, en el cual requiere que este 
Concejo Municipal se pronuncie sobre la disponibilidad de agua potable conocida en resolución 
No.288-2006 del Tribunal Superior Contencioso Administrativo, y sobre la solicitud de permiso de 
construcción del Proyecto Condominio La Arboleda conocido en resolución 522-2006 del Tribunal 
Superior Contencioso Administrativo.  Conforme a este oficio se le indica al Sr. Solera González que 
la primera solicitud sea la disponibilidad de agua ha sido denegada según acuerdo definitivamente 
aprobado en el Artículo No.3 de la Sesión Extraordinaria No.40-2007 y la segunda solicitud sea el 
permiso de construcción del Proyecto Condominio La Arboleda ha sido aprobada según acuerdo 
definitivamente aprobado en el Artículo No. 6.   Igualmente este Concejo Municipal aclara que con lo 
anterior se da cumplimiento a lo ordenado por la Sala Constitucional en el Voto 2007-008386, que 
fuera notificado a la Secretaría Municipal el 20 de junio del 2007 y que dichos acuerdos serán 
notificados al interesado por la Secretaría Municipal a partir del día viernes 6 de julio del 2007, 
conforme a lo dispuesto por el artículo 53, inciso b, del Código Municipal en relación con el artículo 
262, inciso b, de la Ley  General de Administración Pública, dado que dichos acuerdos han sido 
definitivamente aprobados con el fin de obedecer fielmente  y en  el  plazo ordenado, el mandato de 
la Sala Constitucional. 
 

A las 8:00 P.M. finalizó la Sesión Municipal. 
 
 
 

Rocío Edith Vargas Morales    Francisco Villegas Villalobos  
Secretaria Municipal, a. i.    Presidente Municipal 


